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ARTICULOS TRANSITORIOS. 
 
Art. 1o.- Esta Constitución se publicará desde luego y con la mayor solemnidad se protestará 
guardarla y hacerla guardar en toda la República; pero con excepción de las disposiciones 
relativas a las elecciones de los Supremos Poderes Federales y de los Estados, que desde luego 
entran en vigor, no comenzará a regir sino desde el día 1o. de Mayo de 1917, en cuya fecha deberá 
instalarse solemnemente el Congreso Constitucional y prestar la protesta de ley el ciudadano 
que resultare electo en las próximas elecciones para ejercer el cargo de Presidente de la 
República. 
 
En las elecciones a que debe convocarse, conforme al artículo siguiente, no regirá la fracción V 
del artículo 82; ni será impedimento para ser diputado o senador, estar en servicio activo en el 
Ejército, siempre que no se tenga mando de fuerza en el distrito electoral respectivo; tampoco 
estarán impedidos para poder ser electos al próximo Congreso de la Unión, los Secretarios y 
Subsecretarios de Estado, siempre que éstos se separen definitivamente de sus puestos el día 
que se expida la convocatoria respectiva. 
 
Art. 2o.- El Encargado del Poder Ejecutivo de la Nación, inmediatamente que se publique esta 
Constitución, convocará a elecciones de Poderes Federales, procurando que éstas se efectúen 
de tal manera que el Congreso quede constituído en tiempo oportuno, a fin de que hecho el 
cómputo de los votos emitidos en las elecciones presidenciales, pueda declararse quién es la 
persona designada como Presidente de la República, a efecto de que pueda cumplirse lo 
dispuesto en el artículo anterior. 
 
Art. 3o.- El próximo período constitucional comenzará a contarse, para los Diputados y 
Senadores, desde el primero de septiembre próximo pasado, y para el Presidente de la 
República, desde el 1o. de Diciembre de 1916. 
 
Art. 4o.- Los Senadores que en las próximas elecciones llevaren el número par, sólo durarán dos 
años en el ejercicio de su encargo, para que la Cámara de Senadores pueda renovarse en lo 
sucesivo, por mitad cada dos años. 
 
Art. 5o.- El Congreso de la Unión elegirá a los Magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en el mes de mayo próximo para que este alto Cuerpo quede solemnemente instalado 
el primero de Junio. 
 
En estas elecciones no regirá el artículo 96 en lo relativo a las propuestas de candidatos por las 
Legislaturas locales; pero los nombrados lo serán sólo para el primer período de dos años que 
establece el artículo 94. 
 
Art. 6o.- El Congreso de la Unión tendrá un período extraordinario de sesiones que comenzará el 
15 de abril de 1917, para erigirse en Colegio Electoral, hacer el cómputo de votos y calificar las 
elecciones de Presidente de la República, haciendo la declaratoria respectiva; y además, para 
expedir la ley Orgánica de los Tribunales de Circuito y de Distrito, la ley Orgánica de los 
Tribunales del Distrito Federal y Territorios, a fin de que la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación haga inmediatamente los nombramientos de Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, y el mismo Congreso de la Unión las elecciones de Magistrados, Jueces de primera 
Instancia del Distrito Federal y Territorios; expedirá también todas las leyes que consultare el 
Poder Ejecutivo de la Nación. Los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito, y los 
Magistrados y Jueces del Distrito Federal y Territorios, deberán tomar posesión de su cargo 
antes del 1o. de Julio de 1917, cesando entonces los que hubieren sido nombrados por el actual 
Encargado del Poder Ejecutivo de la Nación. 
 
Art. 7o.- Por esta vez, el cómputo de los votos para Senadores se hará por la Junta Computadora 
del Primer Distrito Electoral de cada Estado o Distrito Federal, que se formará para la 
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computación de los votos de diputados, expidiéndose por dicha junta a los senadores electos, 
las credenciales correspondientes. 
 
Art. 8o.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolverá los amparos que estuvieren 
pendientes, sujetándose a las leyes actuales en vigor. 
 
Art. 9o.- El C. Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, Encargado del Poder Ejecutivo de la 
Unión, queda facultado para expedir la ley electoral, conforme a la cual deberán celebrarse, esta 
vez, las elecciones para integrar los Poderes de la Unión. 
 
Art. 10o.- Los que hubieren figurado en el Gobierno emanado de la rebelión, contra el legítimo 
de la República, o cooperado a aquélla, combatiendo después con las armas en la mano, o 
sirviendo empleos o cargos de las facciones que han atacado al Gobierno Constitucionalista, 
serán juzgados por las leyes vigentes, siempre que no hubieren sido indultados por éste. 
 
Art. 11o.- Entre tanto el Congreso de la Unión y los de los Estados legislan sobre los problemas 
agrario y obrero, las bases establecidas por esta Constitución para dichas leyes, se pondrán en 
vigor en toda la República. 
 
Art. 12o.- Los mexicanos que hayan militado en el Ejército Constitucionalista, los hijos y viudas de 
éstos, y las demás personas que hayan prestado servicios a la causa de la Revolución o a la 
Instrucción Pública, tendrán preferencia para la adquisición de fracciones a que se refiere el 
artículo 27 y derecho a los descuentos que las leyes señalarán. 
 
Art. 13o.- Quedan extinguidas de pleno derecho las deudas que por razón de trabajo hayan 
contraído los trabajadores, hasta la fecha de esta Constitución, con los patronos, sus familiares o 
intermediarios. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 8 DE JULIO DE 1921) 
Art. 14o.- Queda suprimida la Secretaría de Justicia. 
 
Art. 15.- Se faculta al C. Encargado del Poder Ejecutivo de la Unión para que expida la ley de 
responsabilidad civil aplicable a los autores, cómplices y encubridores de los delitos cometidos 
contra el orden constitucional en el mes de febrero de 1913 y contra el Gobierno 
Constitucionalista. 
 
Art. 16.- El Congreso Constitucional en el período ordinario de sus sesiones, que comenzará el 1o. 
de septiembre de este año, expedirá todas las leyes orgánicas de la Constitución que no 
hubieren sido ya expedidas en el período extraordinario a que se refiere el artículo 6o. 
transitorio, y dará preferencia a las leyes relativas a Garantías Individuales, y artículos 30, 32, 33, 
35, 36, 38, 107 y parte final del artículo 111 de esta Constitución. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 28 DE ENERO DE 1992) 
Art. 17.- Los Templos y demás bienes que, conforme a la fracción II del artículo 27 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se reforma por este Decreto, son 
propiedad de la nación, mantendrán su actual situación jurídica. 
 
Art. 18.- (DEROGADO, D.O.F. 6 DE ABRIL DE 1990) 
 
Art. 19.- (DEROGADO, D.O.F. 6 DE ABRIL DE 1990) 
 
(F. DE E., D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1917) 
Dada en el Salón de Sesiones del Congreso Constituyente en Querétaro, a treinta y uno de enero 
de mil novecientos diecisiete.- Presidente: Luis Manuel Rojas, Diputado por el Estado de Jalisco.- 
Primer Vice-Presidente: Gral. de División Cándido Aguilar, Diputado por el Estado de Veracruz.- 
Segundo Vice-Presidente: Gral. Brigadier Salvador González Torres, Diputado por el Estado de 
Oaxaca.- Diputado por el Estado de Aguascalientes: Daniel Cervantes.- Diputado por el Territorio 
de la Baja California: Ignacio Roel.- Diputados por el Estado de Coahuila: M. Aguirre Berlanga, 
José Ma. Rodríguez, Jorge E. Von Versen, Manuel Cepeda Medrano, José Rodríguez González 
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(Suplente).- Diputado por el Edo. de Colima: Francisco Ramírez Villarreal.- Diputados por el Edo. 
de Chiapas: Enrique Suárez, Lisandro López, Daniel A. Cepeda, Cristóbal Ll. y Castillo, J. Amilcar 
Vidal.- Diputado por el Edo. de Chihuahua: Manuel M. Prieto.- Diputados por el Distrito Federal: 
Gral. Ignacio L. Pesqueira, Lauro López Guerra, Gerzayn Ugarte, Amador Lozano, Félix F. 
Palavicini, Carlos Duplán, Rafael L. de los Ríos, Arnulfo Silva, Antonio Norzagaray, Ciro B. Ceballos, 
Alfonso Herrera, Román Rosas y Reyes (Suplente), Lic. Francisco Espinosa (Suplente).- Diputados 
por el Edo. de Durango: Silvestre Dorador, Lic. Rafael Espeleta, Antonio Gutiérrez, Dr. Fernando 
Gómez Palacio, Alberto Terrones B., Jesús de la Torre.- Diputados por el Edo. de Guanajuato: Gral. 
Lic. Ramón Frausto, Ing. Vicente M. Valtierra, José N. Macías, David Peñaflor, José Villaseñor, 
Santiago Manrique, Lic. Hilario Medina, Manuel G. Aranda, Enrique Colunga, Ing. Ignacio López, 
Dr. Francisco Díaz Barriga, Nicolás Cano, Tte. Crnl. Gilberto N. Navarro, Luis Fernández Martínez, 
Luis M. Alcocer (Suplente), Ing. Carlos Ramírez Llaca.- Diputados por el Edo. de Guerrero: Fidel 
Jiménez, Fidel Guillén, Francisco Figueroa.- Diputados por el Edo. de Hidalgo: Antonio Guerrero, 
Leopoldo Ruiz, Lic. Alberto M. González, Rafael Vega Sánchez, Alfonso Cravioto, Matías 
Rodríguez, Ismael Pintado Sánchez, Lic. Refugio M. Mercado, Alfonso Mayorga.- Diputados por el 
Edo. de Jalisco: Marcelino Dávalos, Federico E. Ibarra, Manuel Dávalos Ornelas, Francisco Martín 
del Campo, Bruno Moreno, Gaspar Bolaños B., Juan de Dios Robledo, Ramón Castañeda y 
Castañeda, Jorge Villaseñor, Gral. Amado Aguirre, José I. Solórzano, Francisco Labastida 
Izquierdo, Ignacio Ramos Praslow, José Manzano, Joaquín Aguirre Berlanga, Gral. Brigadier 
Esteban B. Calderón, Paulino Machorro y Narváez, Crnl. Sebastián Allende, Jr.- Diputados por el 
Edo. de México: Aldegundo Villaseñor, Fernando Moreno, Enrique O'Fárril, Guillermo Ordorica, 
José J. Reynoso, Antonio Aguilar, Juan Manuel Giffard, Manuel A. Hernández, Enrique A. 
Enríquez, Donato Bravo Izquierdo, Rubén Martí.- Diputados por el Edo. de Michoacán: José P. 
Ruíz, Alberto Peralta, Cayetano Andrade, Uriel Avilés, Gabriel R. Cervera, Onésimo López Couto, 
Salvador Alcaraz Romero, Manuel Martínez Solórzano, Martín Castrejón, Lic. Alberto Alvarado, 
José Alvarez, Rafael Márquez, José Silva Herrera, Amadeo Betancourt, Francisco J. Múgica, Jesús 
Romero Flores.- Diputados por el Edo. de Morelos: Antonio Garza Zambrano, Alvaro L. Alcázar, 
José L. Gómez.- Diputados por el Edo. de Nuevo León: Manuel Amaya, Nicéforo Zambrano, Luis 
Ilizaliturri, Crnl. Ramón Gámez, Reynaldo Garza, Plutarco González, Lorenzo Sepúlveda 
(Suplente).- Diputados por el Edo. de Oaxaca: Juan Sánchez, Leopoldo Payán, Lic. Manuel 
Herrera, Lic. Porfirio Sosa, Lic. Celestino Pérez Jr., Crisóforo Rivera Cabrera, Crnl. José F. Gómez, 
Mayor Luis Espinosa.- Diputados por el Edo. de Puebla: Dr. Salvador R. Guzmán, Lic. Rafael P. 
Cañete, Miguel Rosales, Gabriel Rojana, Lic. David Pastrana Jaimes, Froylán C. Manjarrez, Tte. 
Crnl. Antonio de la Barrera, Mayor José Rivera, Crnl. Epigmenio A. Martínez, Pastor Rouaix, Crnl. 
de Ings. Luis T. Navarro, Tte. Crnl. Federico Dinorín, Gral. Gabino Bandera Mata, Crnl. Porfirio del 
Castillo, Crnl. Dr. Gilberto de la Fuente, Alfonso Cabrera, José Verástegui.- Diputados por el Edo. 
de Querétaro: Juan N. Frías, Ernesto Perrusquía.- Diputados por el Edo. de San Luis Potosí: 
Samuel M. Santos, Dr. Arturo Méndez, Rafael Martínez Mendoza, Rafael Nieto, Dionisio Zavala, 
Gregorio A. Tello, Rafael Curiel, Cosme Dávila (Suplente).- Diputados por el Edo. de Sinaloa: Pedro 
R. Zavala, Andrés Magallón, Carlos M. Ezquerro, Cándido Avilés, Emiliano C. García.- Diputados 
por el Edo. de Sonora: Luis G. Monzón, Ramón Ross.- Diputados por el Edo. de Tabasco: Lic. 
Rafael Martínez de Escobar, Santiago Ocampo, Carmen Sánchez Magallanes,- Diputados por el 
Edo. de Tamaulipas: Crnl. Pedro A. Chapa, Ceferino Fajardo, Fortunato de la Híjar, Emiliano 
Próspero Nafarrete.- Diputados por el Territorio de Tepic: Tte. Crnl. Cristóbal Limón, Mayor 
Marcelino Sedano, Juan Espinosa Bávara.- Diputados por el Edo. de Tlaxcala: Antonio Hidalgo, 
Ascensión Tépal, Modesto González y Galindo.- Diputados por el Edo. de Veracruz: Saúl Rodiles, 
Enrique Meza, Benito Ramírez G., Eliseo L. Céspedes, Adolfo G. García, Josafat F. Márquez, Alfredo 
Solares, Alberto Román, Silvestre Aguilar, Angel S. Juarico, Heriberto Jara, Victorio N. Góngora, 
Carlos L. Gracidas (Suplente), Marcelo Torres, Juan de Dios Palma, Galdino H. Casados, Fernando 
A. Pereyra.- Diputados por el Edo. de Yucatán: Enrique Recio, Miguel Alonso Romero, Héctor 
Victoria A.- Diputados por el Edo. de Zacatecas: Adolfo Villaseñor, Julián Adame, Jairo R. Dyer, 
Samuel Castañón, Andrés L. Arteaga, Antonio Cervantes, Crnl. Juan Aguirre Escobar.- Secretario: 
Fernando Lizardi, Diputado por el Edo. de Guanajuato.- Secretario: Ernesto Meade Fierro, 
Diputado por el Edo. de Coahuila.- Secretario: José M. Truchuelo, Diputado por el Edo. de 
Querétaro.- Secretario: Antonio Ancona Albertos, Diputado por el Edo. de Yucatán.- 
Prosecretario: Dr. Jesús López Lira, Diputado por el Edo. de Guanajuato.- Prosecretario: 
Fernando Castaños, Diputado por el Edo. de Durango.- Prosecretario: Juan de Dios Bojórquez, 
Diputado por el Edo. de Sonora.- Prosecretario: Flavio A. Bórquez, Diputado por el Edo. de 
Sonora. 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 4 

 
Por tanto, mando se imprima, circule y publique por bando solemne y pregón en toda la 
República para su debido cumplimiento. 
 
Dado en el Palacio Nacional de la Ciudad de Querétaro, el 5 de febrero de 1917.- V. CARRANZA.- 
Rúbrica. 
 
Al C. Lic. Manuel Aguirre Berlanga, Subsecretario Encargado del Despacho de Gobernación.- 
México. 
 
Lo que hónrome en comunicar a usted para su publicación y demás efectos. 
 
Constitución y Reformas.- México, cinco de febrero de mil novecientos diez y siete.- AGUIRRE 
BERLANGA. 
 
Al Ciudadano .. 
 
 
N. DE E. A CONTINUACIÓN SE TRANSCRIBEN LOS ARTÍCULOS TRANSITORIOS DE LOS 
DECRETOS DE REFORMAS A LA PRESENTE CONSTITUCIÓN. 
 
D.O.F. 8 DE JULIO DE 1921. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 24 DE NOVIEMBRE DE 1923. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 22 DE ENERO DE 1927. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 24 DE ENERO DE 1928. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1928. 
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LEY QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 73, 74, 76, 79, 89, 94, 96, 97, 98, 99, 100 Y 111. 
 
ARTICULO 1o.- Las reformas constitucionales a que se contrae la presente ley, entrarán en vigor 
el día 20 de diciembre del presente año. 
 
ARTICULO 2o.- Los actuales Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quedarán 
sujetos a la ratificación de sus nombramientos por el Presidente de la República, con aprobación 
del Senado. 
 
Los actuales Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y de los Territorios, 
quedarán sujetos a la ratificación de sus nombramientos por el Presidente de la República, con 
aprobación de la Cámara de Diputados. En caso de que esta ratificación no se llevare a efecto, 
cesarán en sus puestos tan pronto como sean designados los nuevos Ministros y Magistrados. 
 
ARTICULO 3o.- Los actuales Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito quedarán sujetos a la 
ratificación de sus nombramientos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que decidirá si 
los ratifica dentro del término de sesenta días a contar de la fecha en que la misma Suprema 
Corte quede integrada, de acuerdo con el presente Decreto. En caso de que esta ratificación no 
se llevare a efecto, cesarán en sus puestos tan pronto como sean designados los nuevos 
Magistrados y Jueces. 
 
ARTICULO 4o.- Los actuales Jueces del Orden Común del Distrito Federal y de los Territorios, 
quedarán sujetos a la ratificación de sus nombramientos por el Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal, que decidirá si los ratifica dentro del término de sesenta días a contar de la 
fecha en que el mismo Tribunal Superior de Justicia quede integrado, de acuerdo con el 
presente Decreto. En caso de que esta ratificación no se llevare a efecto, cesarán en sus puestos 
tan pronto como sean designados los nuevos Jueces. 
 
 
D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1928. 
 
LEY QUE REFORMA EL ARTÍCULO 52 Y EL PÁRRAFO CUARTO DE LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 115. 
 
PRIMERO.- La reforma del artículo 52 constitucional entrará en vigor al verificarse las elecciones 
para integrar la Cámara de Diputados del XXXIV Congreso de la Unión, en el año de 1930. 
 
SEGUNDO.- La división territorial que servirá de base para la elección de los Diputados a la XXXIV 
Legislatura de la Unión, será con sujeción al presente Decreto. 
 
TERCERO.- Las reformas al párrafo cuarto de la fracción III del artículo 115 constitucional, surtirán 
sus efectos en las elecciones de diputados a las Legislaturas de los Estados, en las fechas en que, 
de conformidad con sus Constituciones Políticas locales y leyes electorales respectivas, se 
verifiquen, a partir de la promulgación de la presente ley. 
 
 
D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1928. 
 
LEY QUE REFORMA LAS BASES 1a., 2a., Y 3a. DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 73. 
 
Unico.- Esta ley entrará en vigor el día primero de enero de mil novecientos veintinueve. 
 
 
D.O.F. 6 DE SEPTIEMBRE DE 1929. 
 
LA LEY DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADA, NO SEÑALA DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
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INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 1931. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 19 DE DICIEMBRE DE 1931. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 2o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL Y TERRITORIO DE LA BAJA CALIFORNIA. 
 
 
D.O.F. 27 DE ABRIL DE 1933. 
 
ARTICULO UNICO.- Esta Ley comenzará a regir desde la fecha de su publicación en el "Diario 
Oficial." 
 
 
D.O.F. 29 DE ABRIL DE 1933. 
 
ARTICULO UNICO.- En las próximas elecciones ordinarias de Poderes Federales, se elegirán 
Senadores de número par por un período de seis años; en el año de 1936 deberán verificarse 
elecciones extraordinarias de Senadores de número impar, para un período de cuatro años, y en 
el año de 1940 se verificarán elecciones ordinarias de la totalidad de los miembros del Senado de 
la República. 
 
 
D.O.F. 4 DE NOVIEMBRE DE 1933. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 10 DE ENERO DE 1934. 
 
UNICO.- Se abroga la Ley de 6 de enero de 1915, sus reformas y demás disposiciones legales que 
se opongan a la vigencia de la presente reforma. 
 
 
D.O.F. 18 DE ENERO DE 1934. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 42. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
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CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 18 DE ENERO DE 1934. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 30, 37, 73, FRACCIÓN XVI Y 133. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 18 DE ENERO DE 1934. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 18 DE ENERO DE 1934. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 104. 
 
ARTICULO UNICO.- Los recursos de súplica que actualmente se encuentran en tramitación, 
habrán de seguirse y de sentenciarse de acuerdo con la legislación vigente cuando se 
promovieron. 
 
 
D.O.F. 22 DE MARZO DE 1934. 
 
UNICO.- La parte continental que anteriormente pertenecía al Territorio de Quintana Roo y que 
ha quedado anexada a los Estados de Yucatán y Campeche, queda libre de cualquier adeudo 
que pudiera existir a favor del comercio y empleados públicos que prestaron sus servicios en 
dicho Territorio hasta el 31 de diciembre de 1931, en que se anexó a los Estados de Yucatán y 
Campeche, pues la Federación liquidará y pagará dichos adeudos, debiendo quedar en 
consecuencia, a favor de la Federación, los créditos que hasta la fecha de la entrega de dicho 
Territorio existían por concepto de impuestos y demás aprovechamientos del Erario. En 
igualdad de circunstancias quedarán las islas y cayos que en lo futuro pertenecerán a Yucatán y 
Campeche. 
 
Los bienes muebles e inmuebles que estuvieron al servicio de las autoridades civiles, tanto en la 
parte continental como en las islas anteriormente mencionadas, pasarán a ser respectivas 
propiedades de las entidades federativas mencionadas. 
 
 
D.O.F. 13 DE DICIEMBRE DE 1934. 
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UNICO.- Las presentes reformas constitucionales entrarán en vigor el día primero de diciembre 
del presente año. 
 
 
D.O.F. 15 DE DICIEMBRE DE 1934. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ÚLTIMO PÁRRAFO DE LA BASE 4ª DE LA FRACCIÓN VI DEL 
ARTÍCULO 73, EL ARTÍCULO 94 Y LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 95. 
 
ARTICULO PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor el día 15 de diciembre del año en 
curso. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Los ministros de la Suprema Corte de la Nación y los magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales, actualmente en ejercicio, 
cesarán en sus encargos el día 31 de diciembre del año en curso. 
 
ARTICULO TERCERO.- Los ministros de la Suprema Corte de Justicia y los magistrados del 
Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales que sean designados de acuerdo 
con la presente reforma, tomarán posesión el día 1º de enero del próximo año de 1935. 
 
ARTICULO CUARTO.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación designará a los nuevos 
magistrados de Circuito y jueces de Distrito, dentro de los diez primero días del mes de enero de 
1935. Asimismo, el Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales designará a los 
nuevos jueces del fuero común del Distrito y Territorios Federales dentro del mismo plazo. 
 
 
D.O.F. 15 DE DICIEMBRE DE 1934. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 32. 
 
ARTICULO 1o.- Se concede un plazo de seis meses a los agentes aduanales que en la actualidad 
funcionen sin tener la calidad de ciudadanos mexicanos por nacimiento para que hagan 
entrega de sus oficinas respectivas. 
 
ARTICULO 2o.- Este Decreto entrará en vigor desde la fecha de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 16 DE ENERO DE 1935. 
 
ARTICULO 1o.- La presente reforma entrará en vigor a partir de la fecha de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO 2o.- Los bienes inmuebles ubicados en la nueva entidad federativa, que pasaron a ser 
propiedad de los Estados de Yucatán y Campeche, con motivo del Decreto de 24 de octubre de 
1932, así como los que con posterioridad se hubieren destinado al servicio público, pertenecerán 
al territorio de Quintana Roo; lo mismo se observará respecto de los bienes muebles que tengan 
igual destino, ya se encuentren dentro de los inmuebles de referencia o fuera de ellos. 
 
ARTICULO 3o.- La organización política y judicial del Territorio de Quitana (sic) Roo, se regirá 
transitoriamente, en tanto no se reformen las leyes en vigor, por las que le eran aplicables el 14 
de diciembre de 1931, en todo lo que no pugnen con la Constitución Federal. 
 
ARTICULO 4o.- Las deudas pendientes hasta la fecha en que entre en vigor esta reforma, y que 
hubieren contraído los Estados de Yucatán y Campeche, con motivo de la administración del 
territorio anexado, quedarán a cargo de los Erarios respectivos y a su favor, igualmente, los 
créditos pendientes constituídos por el mismo objeto. 
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ARTICULO 5o.- Los Estados de Yucatán y Campeche, una vez que entre en vigor esta reforma 
constitucional, harán entrega a las autoridades de la nueva entidad de los archivos y 
expedientes que obren en las Oficinas Administrativas y en los Tribunales del lugar. 
 
 
D.O.F. 18 DE ENERO DE 1935. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 6 DE DICIEMBRE DE 1937. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 12 DE AGOSTO DE 1938. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1938. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 11 DE SEPTIEMBRE DE 1940. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 9 DE NOVIEMBRE DE 1940. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
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CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 14 DE DICIEMBRE DE 1940. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 14 DE DICIEMBRE DE 1940. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA BASE SEGUNDA DE LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 73. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 24 DE OCTUBRE DE 1942. 
 
UNICO.- La presente Ley entrará en vigor el día 1º del mes siguiente al en que sea publicada en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 17 DE NOVIEMBRE DE 1942. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 18 DE NOVIEMBRE DE 1942. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1942. 
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ARTICULO UNICO.- La presente ley entrará en vigor quince días después de la fecha en que se 
publique en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 8 DE ENERO DE 1943. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 1944. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 21 DE SEPTIEMBRE DE 1944. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Dentro de los treinta días siguientes al en que entre en vigor esta reforma 
constitucional, el C. Presidente de la República hará, en los términos de la misma reforma, el 
nombramiento de los Ministros y Magistrados que deberán integrar la Suprema Corte de 
Justicia y el Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- La Suprema Corte y el Tribunal Superior de Justicia del Distrito y 
Territorios Federales harán, respectivamente, las designaciones de los funcionarios inamovibles 
a que se refiere esta ley, dentro del término de treinta días, que se contarán a partir de la fecha 
en que tales cuerpos judiciales queden constituídos con arreglo al artículo anterior. 
 
 
D.O.F. 21 DE ABRIL DE 1945. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1946. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 104. 
 
ARTICULO UNICO.- Esta Ley entrará en vigor diez días después de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1946. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 3°. 
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EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 30 DE DICIEMBRE DE 1946. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 73 Y ADICIONA LA FRACCIÓN VIII 
DEL ARTÍCULO 117. 
 
UNICO.- Este Decreto entrará en vigor tres días después de su publicación en el "Diario Oficial" 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 12 DE FEBRERO DE 1947. 
 
DECRETO QUE REFORMA LAS FRACCIONES X, XIV Y XV DEL ARTÍCULO 27. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 12 DE FEBRERO DE 1947. 
 
DECRETO QUE ADICIONA EL PÁRRAFO PRIMERO DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 115. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 29 DE DICIEMBRE DE 1947. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 2 DE DICIEMBRE DE 1948. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 20. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
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VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 2 DE DICIEMBRE DE 1948. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 27. 
 
ARTICULO UNICO.- La presente adición a la fracción I del artículo 27 de la Constitución General 
de la República entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Diario Oficial". 
 
 
D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 1949. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DEL TEXTO MODIFICADO; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 19 DE FEBRERO DE 1951. 
 
(F. DE E., D.O.F. 14 DE MARZO DE 1951) 
ARTICULO PRIMERO.- Las reformas a los artículos 94, 97, párrafo primero, 98 y 107, entrarán en 
vigor a los noventa días siguientes al de su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. Sin 
embargo, dentro de esos noventa días, deberá procederse al nombramiento de los Ministros 
Supernumerarios, de los nuevos Magistrados de los Tribunales Colegiados de Circuito y de todos 
los Magistrados de los Tribunales Unitarios de Circuito y de los Jueces de Distrito, con arreglo a 
las disposiciones que establece la Constitución y estas reformas. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Cuando estas designaciones recaigan en Magistrados o Jueces del Poder 
Judicial de la Federación, que lleven actualmente más de cuatro años ininterrumpidos en el 
desempeño de su encargo, ya sea que se les reelija o que sean promovidos a cargos superiores, 
sólo podrán ser privados de sus puestos cuando observen mala conducta, de acuerdo con la 
parte final del artículo 111, ó previo el juicio de responsabilidad correspondiente. 
 
ARTICULO TERCERO.- Los magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito, actualmente en 
ejercicio, cesarán en su encargo, salvo que sean reelectos, el mismo día en que tomen posesión 
de sus puestos, los funcionarios judiciales designados de acuerdo con las disposiciones de la 
Constitución. 
 
(F. DE E., D.O.F. 14 DE MARZO DE 1951) 
ARTICULO CUARTO.- Los Ministros Supernumerarios a que se refiere el artículo 94, constituídos 
temporalmente en la Sala Auxiliar resolverán, en el plazo que les fije el Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia, el acervo de amparos civiles directos, cualesquiera que sean las violaciones 
alegadas, excepción hecha de los promovidos dentro de los tres meses anteriores a la fecha en 
que entren en vigor las presentes reformas o de los en que ya exista proyecto de resolución del 
Ministro relator correspondiente. Entretanto, aquellos Ministros no desempeñarán las funciones 
que como Supernumerarios les atribuyen estas reformas y las que les encomienden la Ley de 
Amparo o la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y, no obstante lo dispuesto en el 
artículo 94 deberán integrar el Pleno en el caso del párrafo final de la fracción XIII del artículo 107 
sólo cuando la contradicción haya surgido entre tesis sustentadas por la Sala Auxiliar y por 
alguna de las otras cuatro. 
 
Los amparos en revisión, penales, civiles, administrativos o del trabajo, que actualmente radican 
en la Suprema Corte de Justicia y que conforme a estas reformas sean de la competencia de los 
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Tribunales Colegiados de Circuito, pasarán al conocimiento del Tribunal Colegiado de Circuito 
que corresponda. 
 
ARTICULO QUINTO.- Las Salas correspondientes de la Suprema Corte de Justicia resolverán los 
amparos directos, penales o del trabajo, por violaciones cometidas durante la secuela del 
procedimiento, que se hayan promovido con anterioridad a la fecha en que entren en vigor las 
presentes reformas y que, en lo sucesivo, de acuerdo con la fracción VI del artículo 107, serán de 
la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito. 
 
ARTICULO SEXTO.- Queda facultada la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para dictar todas 
las otras medidas transitorias que sean necesarias, para la efectividad e inmediato 
cumplimiento de las presentes reformas. 
 
ARTICULO SEPTIMO.- La reforma al artículo 73, fracción VI, Base Cuarta, párrafo último, entrará 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
(F. DE E., D.O.F. 14 DE MARZO DE 1951) 
ARTICULO OCTAVO.- Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios 
Federales y los jueces del fuero común del mismo Distrito y Territorios Federales, actualmente 
en ejercicio, cesarán en su encargo, salvo que sean reelectos, el mismo día en que tomen 
posesión de sus puestos, los funcionarios judiciales designados de acuerdo con las disposiciones 
de la Constitución. 
 
ARTICULO NOVENO.- El Tribunal Superior de Justicia del Distrito y Territorios Federales 
designará, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que hayan tomado posesión de sus 
cargos los Magistrados que lo componen, a los jueces del fuero común del Distrito y Territorios 
Federales. 
 
 
D.O.F. 28 DE MARZO DE 1951. 
 
ARTICULO UNICO.- La adición al artículo 131 de la Constitución General de la República, entrará 
en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 11 DE JUNIO DE 1951. 
 
La presente ley entrará en vigor quince días después de la fecha en que se publique en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 16 DE ENERO DE 1952. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El Estado de Baja California tiene la extensión y límites que tenía el 
Territorio de Baja California Norte, y 
 
ARTICULO SEGUNDO.- La presente reforma entrará en vigor el día de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 17 DE OCTUBRE DE 1953. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
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D.O.F. 20 DE ENERO DE 1960. 
 
UNICO.- Las presentes reformas entrarán en vigor el día de su publicación en el "Diario Oficial" 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 5 DE DICIEMBRE DE 1960. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de la publicación de esta ley 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Entretanto se expida la respectiva ley reglamentaria, continuará en vigor 
el Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión en cuanto no se oponga a 
la presente. 
 
 
D.O.F. 20 DE DICIEMBRE DE 1960. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor quince días después de la fecha en que se 
publique en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 29 DE DICIEMBRE DE 1960. 
 
PRIMERO.- Esta adición entrará en vigor a partir de la fecha de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
SEGUNDO.- La ley reglamentaria fijará las normas a que deben sujetarse las concesiones 
otorgadas con anterioridad a la vigencia de la presente ley. 
 
 
D.O.F. 27 DE NOVIEMBRE DE 1961. 
 
UNICO.- Esta reforma entrará en vigor a partir de su publicación en el "Diario Oficial" de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 2 DE NOVIEMBRE DE 1962. 
 
UNICO.- La presente ley entrará en vigor el día de su publicación en el "Diario Oficial" de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 21 DE NOVIEMBRE DE 1962. 
 
ARTICULO UNICO.- Esta Ley principiará a regir al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 22 DE JUNIO DE 1963. 
 
ARTICULO UNICO TRANSITORIO.- Las presentes adiciones y reformas entrarán en vigor cinco 
días después de su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 23 DE FEBRERO DE 1965. 
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Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor cinco días después de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 13 DE ENERO DE 1966. 
 
TRANSITORIO.- La presente adición entrará en vigor a partir de los cinco días de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 21 DE OCTUBRE DE 1966. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XIII DEL ARTÍCULO 73 Y DEROGA LA FRACCIÓN IX DEL 
ARTÍCULO 89 Y LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 117. 
 
UNICO.- Las presentes reformas entrarán en vigor tres días después de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 21 DE OCTUBRE DE 1966. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN III Y ADICIONA LA FRACCIÓN VII DEL ARTÍCULO 79, 
REFORMA EL ARTÍCULO 88, LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 89 Y ADICIONA EL PÁRRAFO 
ÚLTIMO DEL ARTÍCULO 135. 
 
UNICO.- Las presentes reformas entrarán en vigor tres días después de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 24 DE OCTUBRE DE 1967. 
 
El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario Oficial" de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 25 DE OCTUBRE DE 1967. 
 
ARTICULO 1o.- Estas reformas entrarán en vigor el mismo día que entren en vigor las reformas a 
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 
y 107 de la Constitución Federal, que habrán de expedirse como consecuencia de estas mismas 
reformas. 
 
ARTICULO 2o.- Los ministros supernumerarios se constituirán en Sala Auxiliar para resolver los 
amparos contra leyes, que integran el rezago. La Sala Auxiliar dictará sentencia con sujeción a la 
jurisprudencia del Pleno y estudiará también cuando proceda los conceptos de violación que se 
refieran a cuestiones de legalidad. Estos asuntos se le turnarán desde luego si sobre su materia 
existe jurisprudencia, y los demás del rezago, a medida que la jurisprudencia del Pleno se vaya 
definiendo. Asimismo, resolverá sobre los asuntos que la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación le encomiende para desahogar el rezago que exista en las Salas de la Suprema Corte 
de Justicia. Cuando la Sala Auxiliar hubiere de participar en la resolución de conflictos 
jurisprudenciales con cualquiera de las otras Salas, los ministros supernumerarios que la 
integren formarán parte del Pleno. Entre tanto funcione la Sala Auxiliar, los ministros que la 
integren no desempeñarán las atribuciones que como supernumerarios les asigna la ley. 
 
ARTICULO 3o.- Los amparos contra sentencias definitivas dictadas por el Tribunal Fiscal de la 
Federación, pendientes de resolución ante los Juzgados de Distrito, que en términos de estas 
reformas deben ser directos, se remitirán a los Tribunales Colegiados de Circuito y en su caso a 
la Suprema Corte de Justicia. 
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ARTICULO 4o.- Los amparos directos o en revisión que en la actualidad radican en la Suprema 
Corte de Justicia y que, conforme a la ley, pasan a ser de la competencia de los Tribunales 
Colegiados de Circuito, se enviarán desde luego, para su resolución, al que corresponda. Si 
existen dos o más tribunales en un mismo circuito, se les distribuirán proporcionalmente. 
 
ARTICULO 5o.- En los juicios de amparo a que se refiere la fracción V del artículo 107 y que, de 
acuerdo con las presentes reformas, deben ser turnados a la Suprema Corte de Justicia, ésta 
conocerá tanto de las violaciones procesales como del fondo del negocio. 
 
ARTICULO 6o.- En los casos en que, en los Juzgados de Distrito, se hubiera pronunciado el fallo 
de primera instancia y contra él se hubiera interpuesto en tiempo el recurso de revisión, la 
sentencia será revisable por el tribunal que tendría competencia para conocer del amparo 
directo, según las presentes reformas. 
 
ARTICULO 7o.- En los asuntos en trámite ante los Juzgados de Distrito, los Tribunales Colegiados 
de Circuito y la Suprema Corte de Justicia, en los que no se hubiera pronunciado resolución 
definitiva al entrar en vigor las presentes reformas, para decretar el sobreseimiento del amparo 
o la caducidad de la instancia, se requiere que transcurra un término de trescientos días, 
incluyendo los inhábiles, sin que el quejoso o el recurrente, en su caso, haya hecho promoción o 
se haya registrado acto procesal alguno en los autos. Dicho término se contará a partir del día 
siguiente en que entren en vigor estas reformas. 
 
ARTICULO 8o.- Se faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para dictar las medidas 
necesarias para la efectividad e inmediato cumplimiento de las presentes reformas. 
 
 
D.O.F. 22 DE DICIEMBRE DE 1969. 
 
UNICO.- Este Decreto entrará en vigor a partir de la fecha de su publicación en el "Diario Oficial" 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 26 DE DICIEMBRE DE 1969. 
 
UNICO.- Este Decreto entrará en vigor tres días después de su publicación en el "Diario Oficial" 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 6 DE JULIO DE 1971. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 74 Y ADICIONA EL ARTÍCULO 79. 
 
EL DECRETO DE REFORMAS CON ANTELACIÓN CITADO, NO SEÑALA DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS EN RELACIÓN CON LA PUESTA EN VIGENCIA DE LOS TEXTOS MODIFICADOS; EN 
CONSECUENCIA, SERÁN APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS REGLAS GENERALES DE 
INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO CIVIL 
VIGENTE PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN 
MATERIA FEDERAL. 
 
 
D.O.F. 6 DE JULIO DE 1971. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA BASE 4a. DE LA FRACCIÓN XVI DEL ARTÍCULO 73. 
 
UNICO.- La presente reforma entrará en vigor cinco días después de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 22 DE OCTUBRE DE 1971. 
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UNICO.- La presente reforma entrará en vigor el mismo día que entre en vigor la Ley Federal 
Reglamentaria a que la misma se refiere. 
 
 
D.O.F. 14 DE FEBRERO DE 1972. 
 
DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 52, 54 FRACCIONES I, II Y III; 55 
FRACCIÓN II Y 58. 
 
TRANSITORIO.- Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor cinco días después de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 14 DE FEBRERO DE 1972. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123. 
 
UNICO.- La presente reforma entrará en vigor quince días después de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 10 DE NOVIEMBRE DE 1972. 
 
UNICO.- La presente reforma y adición entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 31 DE ENERO DE 1974. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 20 DE MARZO DE 1974. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor treinta días después de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 8 DE OCTUBRE DE 1974. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El Estado de Baja California Sur tendrá la extensión territorial y límites que 
comprende actualmente el Territorio de la Baja California Sur. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- El Estado de Quintana Roo tendrá la extensión territorial y límites que 
comprende actualmente el Territorio de Quintana Roo. 
 
ARTICULO TERCERO.- La Cámara de Senadores a propuesta en ternas del Ejecutivo Federal, 
nombrará un Gobernador Provisional en cada uno de los Estados de Baja California Sur y 
Quintana Roo. Los Gobernadores Provisionales rendirán la protesta constitucional ante el propio 
Senado de la República y tomarán desde luego posesión de sus cargos, convocando a 
elecciones para integrar las legislaturas constituyentes locales, a más tardar el 12 de octubre de 
1974. 
 
ARTICULO CUARTO.- Las elecciones de diputados para integrar las legislaturas constituyentes, 
se celebrarán el 10 de noviembre de 1974. 
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ARTICULO QUINTO.- Las legislaturas constituyentes de cada uno de los Estados de Baja 
California Sur y Quintana Roo se integrarán con siete diputados propietarios y sus respectivos 
suplentes. 
 
Para ser diputados constituyentes se requiere reunir los requisitos que señala el artículo 55 de la 
Constitución Federal. 
 
ARTICULO SEXTO.- Regirán el proceso electoral para la integración de las legislaturas 
constituyentes, la Constitución General de la República y la Ley Federal Electoral, en lo 
conducente. 
 
ARTICULO SEPTIMO.- Se crean las comisiones estatales electorales de los Estados de Baja 
California Sur y Quintana Roo, integradas por un presidente que serán los secretarios generales 
de gobierno, un secretario y un vocal, designados por los Gobernadores Provisionales y por un 
comisionado de cada uno de los partidos políticos nacionales. Por cada miembro propietario se 
nombrará un suplente. 
 
ARTICULO OCTAVO.- Se creará un comité distrital electoral en cada uno de los siete distritos 
electorales en que se dividan los Estados de Baja California Sur y Quintana Roo. 
 
Los comités distritales electorales estarán integrados por un presidente, un secretario y un vocal 
designados por las comisiones estatales electorales y por un comisionado de cada uno de los 
partidos políticos nacionales. Por cada miembro propietario se designará un suplente. 
 
ARTICULO NOVENO.- Las comisiones estatales electorales, en su primera sesión, harán la 
división de los Estados de Baja California Sur y Quintana Roo, en siete distritos electorales y 
elaborarán el calendario de plazos a que se sujetará el proceso comicial. 
 
ARTICULO DECIMO.- Podrán registrar fórmulas de candidatos para participar en las elecciones 
de las legislaturas constituyentes, los partidos políticos nacionales. 
 
ARTICULO DECIMO PRIMERO.- En las elecciones de las legislaturas constituyentes se usarán las 
credenciales permanentes de elector expedidas por el Registro Nacional de Electores para las 
elecciones federales. Las delegaciones del Registro Nacional de Electores colaborarán y 
auxiliarán, dentro de sus funciones, a las comisiones estatales y comités distritales electorales. 
 
ARTICULO DECIMO SEGUNDO.- Los comités distritales electorales expedirán la constancia de 
mayoría a las fórmulas de candidatos que la hayan obtenido. Las comisiones estatales 
electorales resolverán sobre el registro o negativa de registro de las constancias de mayoría. 
 
ARTICULO DECIMO TERCERO.- Los presuntos diputados constituyentes, sin necesidad de 
citación, se reunirán en el recinto que señalen las convocatorias, el 25 de noviembre y 
constituidos en juntas preparatorias, nombrarán de entre sus miembros, en escrutinio secreto y 
a mayoría de votos, un Presidente, un Vicepresidente y un Secretario. 
 
En esta reunión, los presuntos diputados presentarán los documentos que los acrediten. 
 
Para la integración y funcionamiento de las juntas preparatorias, estudio y calificación de las 
elecciones e instalación de la legislatura constituyente, se aplicarán, en lo conducente, las 
disposiciones del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
ARTICULO DECIMO CUARTO.- Las comisiones estatales electorales enviarán a las juntas 
preparatorias los paquetes relativos a las elecciones de las legislaturas constituyentes y éstas 
procederán a calificar las elecciones de sus propios miembros. Sus resoluciones serán 
inapelables. 
 
ARTICULO DECIMO QUINTO.- En tanto se expide la Constitución Política de cada uno de los 
Estados de Baja California Sur y Quintana Roo continuará vigente la legislación que ha regido en 
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los Territorios, excepto en aquellos que pugne con su soberanía. La Hacienda Pública de los 
Estados se integrará con los ingresos y egresos que determinan las leyes fiscales de los 
territorios. 
 
El Congreso de la Unión decretará las leyes de ingresos y la Cámara de Diputados los 
presupuestos de egresos para el año fiscal de 1975, los que regirán provisionalmente en tanto los 
órganos competentes de los Estados decretan sus propias normas. 
 
ARTICULO DECIMO SEXTO.- Mientras se constituye el Poder Judicial de los Estados de Baja 
California Sur y Quintana Roo conforme a sus respectivas constituciones políticas, la 
administración de justicia estará a cargo de un Tribunal Superior de Justicia compuesto de tres 
magistrados y del número y categoría de los juzgados que funcionan actualmente. Los 
magistrados serán nombrados por los gobernadores provisionales, y los jueces por los 
Tribunales Superiores de Justicia. 
 
Los gobernadores provisionales nombrarán también al Procurador General de Justicia del 
Estado respectivo y a los agentes del Ministerio Público. 
 
ARTICULO DECIMO SEPTIMO.- El Ejecutivo Federal, por conducto de las Secretarías de 
Gobernación y del Patrimonio Nacional, determinará los bienes muebles e inmuebles cuyo 
dominio ceda a los Estados para formar parte del patrimonio de los mismos y, en su caso, de los 
Municipios. 
 
ARTICULO DECIMO OCTAVO.- Los gobernadores provisionales durarán en su encargo hasta el 
día en que conforme a la Constitución Política de cada uno de los Estados, deban tomar 
posesión los gobernadores constitucionales electos. 
 
ARTICULO DECIMO NOVENO.- Los ciudadanos que funjan como gobernadores provisionales, no 
podrán ser electos gobernadores constitucionales. Tampoco podrán ser electos diputados para 
integrar las legislaturas constitucionales, los que funjan con el carácter de propietarios en las 
constituyentes, ni los suplentes que llegaren a ejercer las funciones de éstos. 
 
ARTICULO VIGESIMO.- Con base en los presupuestos de egresos correspondientes, los 
gobernadores provisionales harán las transferencias de partidas necesarias para cubrir las 
erogaciones que, en el ejercicio de sus funciones, requieran los poderes estatales. 
 
ARTICULO VIGESIMO PRIMERO.- Se faculta al Ejecutivo Federal para dictar, por conducto de la 
Secretaría de Gobernación, las normas interpretativas y aclaratorias del presente decreto. 
 
ARTICULO VIGESIMO SEGUNDO.- El presente decreto entrará en vigor el día de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1974. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1975. 
 
DECLARATORIA QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XXXI DEL APARTADO A, DEL ARTÍCULO 123. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Los conflictos de naturaleza jurídica, individual o colectivos, los de 
naturaleza económica, los de procedimiento especial y los de huelga, que se susciten en las 
ramas incluidas en esta reforma y que se encuentren pendientes de solución, o se presenten 
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ante los tribunales de jurisdicción local hasta el día de la publicación de este decreto, serán 
resueltos hasta su total terminación por los mismos. 
 
ARTICULO TERCERO.- El día en que entre en vigor esta Ley, los conflictos en los diversos ramos a 
que se refiere esta reforma, serán resueltos por los tribunales federales del trabajo. En su 
oportunidad se promulgará y publicará la reforma correspondiente a la ley de la materia. 
 
 
D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1975. 
 
DECLARATORIA QUE ADICIONA EL PÁRRAFO SEXTO Y SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 27 Y LA 
FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 17 DE FEBRERO DE 1975. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Esta reforma entrará en vigor a los treinta días de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- En los juicios de amparo pendientes de resolución ante la Suprema Corte 
de Justicia, en los que esté reclamada la inconstitucionalidad de una ley, turnados al ministro 
relator antes de que entre en vigor esta reforma, para decretar la caducidad de la instancia se 
requiere que transcurra un término de cien días, incluyendo los inhábiles, sin que el recurrente 
haya hecho promoción o se haya registrado acto procesal alguno en los autos. Dicho término se 
contará a partir del día siguiente en que entre en vigor esta reforma. 
 
ARTICULO TERCERO.- Se faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para dictar las 
medidas necesarias para la efectividad e inmediato cumplimiento de la presente reforma. 
 
 
D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976. 
 
DECRETO QUE ADICIONA DESPUÉS DEL PÁRRAFO SÉPTIMO EL ARTÍCULO 27. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor ciento veinte días después de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 27, SE ADICIONA LA 
FRACCIÓN XXIX-C DEL ARTÍCULO 73 Y LAS FRACCIONES IV Y V DEL ARTÍCULO 115. 
 
PRIMERO.- Las presentes reformas y adiciones entrarán en vigor el día siguiente al de su 
publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El Congreso Federal y las Legislaturas Locales, deberán expedir en el plazo de un 
año, las leyes reglamentarias previstas en las anteriores reformas y adiciones. 
 
 
D.O.F. 4 DE FEBRERO DE 1977. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
"Diario Oficial" de la Federación. 
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D.O.F. 6 DE DICIEMBRE DE 1977. 
 
ARTICULO PRIMERO.- Dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigor del presente 
Decreto, los Estados de la Federación iniciarán las reformas constitucionales necesarias para 
adoptar lo establecido en el artículo 115, fracción III último párrafo, de la Constitución General de 
la República. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Las presentes adiciones y reformas entrarán en vigor al día siguiente de 
su publicación en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 9 DE ENERO DE 1978. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XII Y REFORMA LA FRACCIÓN XIII, AMBAS DEL 
APARTADO "A" DEL ARTÍCULO 123. 
 
UNICO.- El Presente Decreto entrará en vigor al día siguiente del de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 9 DE ENERO DE 1978. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XXXI, DEL APARTADO "A", DEL ARTÍCULO 123. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Los conflictos laborales que se hayan suscitado dentro de las ramas o en 
relación con las materias que se incorporen a la esfera exclusiva de la Federación y que se 
encuentren en trámite, continuarán siendo atendidos por las autoridades locales del trabajo, 
hasta la total terminación de los mismos. 
 
 
D.O.F. 19 DE DICIEMBRE DE 1978. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente del de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 6 DE AGOSTO DE 1979. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- El Pleno de la Suprema Corte de Justicia determinará cuándo la Sala 
Auxiliar deberá suspender y reanudar sus funciones, y cuándo dejará de funcionar 
definitivamente. 
 
ARTICULO TERCERO.- Se faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para dictar las 
medidas necesarias a fin de lograr la efectividad de las presentes reformas. 
 
 
D.O.F. 18 DE MARZO DE 1980. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 9 DE JUNIO DE 1980. 
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UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 29 DE DICIEMBRE DE 1980. 
 
ARTICULO UNICO.- Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 21 DE ABRIL DE 1981. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 117. 
 
UNICO.- Una vez que el Congreso de la Unión o la Comisión Permanente, en su caso, hagan la 
declaración de haber sido aprobada esta Reforma, pasará al Ejecutivo Federal para su 
promulgación y publicación, y entrará en vigor a los quince días siguientes de efectuada la 
citada declaración. 
 
 
D.O.F. 21 DE ABRIL DE 1981. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 29, 90 Y 92. 
 
UNICO.- Las presentes reformas entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 22 DE ABRIL DE 1981. 
 
ARTICULO UNICO.- Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el "Diario 
Oficial" de la Federación. 
 
 
D.O.F. 17 DE NOVIEMBRE DE 1982. 
 
DECRETO QUE ADICIONA UN PÁRRAFO QUINTO AL ARTÍCULO 28, MODIFICA LA FRACCIÓN X Y 
XVIII DEL ARTÍCULO 73, Y ADICIONA LA FRACCIÓN XIII BIS DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el "Diario Oficial" de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- En tanto se establecen por la Ley reglamentaria del párrafo quinto del 
Artículo 28 Constitucional las modalidades a que se sujetarán, mantienen su actual situación 
jurídica, el Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, S. A., el Banco Obrero, S. A., las 
sucursales en México de bancos extranjeros que cuentan con concesión del Gobierno Federal y 
las Organizaciones Auxiliares de Crédito. 
 
 
D.O.F. 17 DE NOVIEMBRE DE 1982. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 74. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 28 DE DICIEMBRE DE 1982. 
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ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Se derogan las fracciones VII del Artículo 74, IX del Artículo 76 y XIX del 
Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados UNidos Mexicanos. 
 
ARTICULO TERCERO.- Dentro del año siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, los 
Estados de la Federación a través de sus congresos constituyentes locales, iniciarán las reformas 
constitucionales necesarias para cumplir las disposiciones del Título Cuarto de la Constitución 
General de la República, en lo conducente. 
 
 
D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983. 
 
DECRETO QUE ADICIONA DOS PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 16, REFORMA EL ARTÍCULO 25, 26, 
ADICIONA LAS FRACCIONES XIX Y XX DEL ARTÍCULO 27, REFORMA EL ARTÍCULO 28 Y 
ADICIONA LAS FRACCIONES XXIX-D; XXIX-E Y XXIX-F AL ARTÍCULO 73. 
 
ARTICULO UNICO.- Las presentes reformas y adiciones a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983. 
 
DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 115. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- El Congreso de la Unión y las legislaturas de los Estados, en el plazo de 
un año computado a partir de la vigencia de este Decreto, procederán a reformar y adicionar las 
leyes federales, así como las Constituciones y leyes locales, respectivamente, para proveer al 
debido cumplimiento de las bases que se contienen en el mismo. Las contribuciones locales y 
las participaciones a que se refieren los incisos a) al c) de la fracción IV, se percibirán por los 
Municipios a partir del 1o. de enero de 1984. 
 
 
D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983. 
 
DECRETO QUE ADICIONA UN PÁRRAFO PENÚLTIMO AL ARTÍCULO 4°. 
 
ARTICULO UNICO.- La presente adición entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21. 
 
ARTICULO UNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 1983. 
 
UNICO.- Este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
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D.O.F. 14 DE ENERO DE 1985. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 8 DE FEBRERO DE 1985. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 7 DE ABRIL DE 1986. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 65, 66 Y 69, Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS DÉCIMO 
SÉPTIMO Y DECIMO OCTAVO TRANSITORIOS. 
 
ARTICULO 1o.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación y las Reformas a los Artículos 65, 66 y 69 surtirán sus efectos a partir del 1o. de 
septiembre de 1989. 
 
ARTICULO 2o.- Los Artículos Transitorios Décimo Séptimo y Décimo Octavo de la Constitución 
surtirán sus efectos a partir del 1o. de septiembre de 1988. 
 
 
D.O.F. 7 DE ABRIL DE 1986. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 106 Y 107. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor a los sesenta días siguientes al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 15 DE DICIEMBRE DE 1986. 
 
ARTICULO UNICO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1986. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el 1o. de enero de 1987. 
 
 
D.O.F. 17 DE MARZO DE 1987. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 17, 46, 115 Y 116. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Las legislaturas de los estados, en el plazo de un año, computado a partir de la 
vigencia de este Decreto, procederán a reformar y adicionar las constituciones y leyes locales, 
para proveer el debido cumplimiento de las disposiciones de este Decreto. 
 
 
D.O.F. 17 DE MARZO DE 1987. 
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DECRETO QUE REFORMA EL PÁRRAFO SEXTO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 74. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente decreto entrará en vigor a partir del 1o. de septiembre de 1989. 
 
 
D.O.F. 10 DE AGOSTO DE 1987. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-H DEL ARTÍCULO 73, LA FRACCIÓN I-B DEL 
ARTÍCULO 104 Y UN PÁRRAFO FINAL A LA FRACCIÓN V DEL ARTÍCULO 107; REFORMA EL 
ARTÍCULO 94, EL PRIMER Y SEGUNDO PÁRRAFOS DEL ARTÍCULO 97, EL ARTÍCULO 101, Y EL 
INCISO A) DE LA FRACCIÓN III, EL PRIMER PÁRRAFO Y EL INCISO B) DE LA FRACCIÓN V Y LAS 
FRACCIONES VI, VIII Y XI DEL ARTÍCULO 107; DEROGA LOS PÁRRAFOS SEGUNDO, TERCERO Y 
CUARTO DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 104 Y EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 107. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día 15 de enero de 1988, previa su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 10 DE AGOSTO DE 1987. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 73 FRACCIÓN VI, 79 FRACCIÓN V, 89 FRACCIONES II 
Y XVII, 110 PRIMER PÁRRAFO, 111 PRIMER PÁRRAFO Y 127 Y SE DEROGA LA FRACCIÓN VI DEL 
ARTÍCULO 74. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal serán electos 
simultáneamente a los Diputados Federales que integrarán la LIV Legislatura del Congreso de la 
Unión, en la forma y términos que señale la ley respectiva. 
 
TERCERO.- La Ley sobre Justicia en Materia de Faltas de Policía y Buen Gobierno del Distrito 
Federal y su Reglamento, así como las disposiciones administrativas relativas al Distrito Federal, 
en las materias a que se refiere el inciso A) de la base 3a. de la fracción VI del artículo 73 de la 
Constitución, continuarán vigentes hasta en tanto la Asamblea de Representantes del Distrito 
Federal dicte los bandos, ordenanzas y reglamentos correspondientes, en los términos del 
presente Decreto. 
 
CUARTO.- En tanto se instala la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, los 
nombramientos de Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal continuarán 
siendo sometidos por el Presidente de la República, a la aprobación de la Cámara de Diputados 
del Congreso de la Unión, o de la Comisión Permanente, en su caso. 
 
QUINTO.- Las elecciones de los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal, se regirán en 
lo conducente, y hasta en tanto se expida el ordenamiento correspondiente, por las normas que 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el Código Federal Electoral contienen 
en materia de elección de los Diputados Federales al Congreso de la Unión. 
 
SEXTO.- Los debates de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, se regirán hasta en 
tanto se expida el ordenamiento a que se refiere el inciso I) de la base 3a. del artículo 73 
Constitucional, por lo dispuesto en el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso 
General de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEPTIMO.- El Colegio Electoral de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal que 
calificará la elección de 1988, habrá de reunirse para este fin, durante la primera quincena del 
mes de octubre, del propio año de la elección. 
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D.O.F. 10 DE AGOSTO DE 1987. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 78 Y ADICIONA UN ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO 
TRANSITORIO. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 10 DE AGOSTO DE 1987. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 27 Y ADICIONA LA FRACCIÓN 
XXIX-G DEL ARTÍCULO 73. 
 
ARTICULO UNICO.- La presente reforma y adición a la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 11 DE MAYO DE 1988. 
 
UNICO.- Este Decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 6 DE ABRIL DE 1990. 
 
PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- En tanto no se establezca el servicio del Registro Nacional Ciudadano, los 
ciudadanos deberán inscribirse en los padrones electorales. 
 
TERCERO.- Los diputados electos a la LIV Legislatura del Congreso de la Unión durarán en sus 
funciones hasta el 31 de octubre de 1991. 
 
CUARTO.- Los senadores electos por tres años a la LIV Legislatura durarán en su cargo hasta el 31 
de octubre de 1991. Los senadores electos por seis años a las LIV y LV Legislaturas del Congreso 
de la Unión durarán en funciones hasta el 31 de octubre de 1994. 
 
QUINTO.- La Comisión Permanente se integra con 37 miembros en los términos del Artículo 78 
de esta Constitución a partir del primer receso de la LIV Legislatura al H. Congreso de la Unión. 
 
SEXTO.- En tanto se expida por el Congreso de la Unión la nueva ley reglamentaria en materia 
electoral, seguirá en vigor el Código Federal Electoral. 
 
 
D.O.F. 27 DE JUNIO DE 1990. 
 
Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Artículo Segundo.- En tanto se expiden las nuevas normas aplicables, las instituciones de banca 
y crédito y las sucursales en México de bancos extranjeros que cuenten con concesión del 
Gobierno Federal continuarán rigiéndose por las disposiciones legales y reglamentarias 
vigentes. 
 
 
D.O.F. 6 DE ENERO DE 1992. 
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ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- A partir de la entrada en vigor de este Decreto y en tanto no se 
modifique la legislación reglamentaria en materia agraria, continuarán aplicándose sus 
disposiciones, incluidas las relativas a las autoridades e instancias competentes y a la 
organización interna de los ejidos y comunidades, siempre que no se opongan a lo establecido 
en este mismo Decreto. 
 
ARTICULO TERCERO.- La Secretaría de la Reforma Agraria, el Cuerpo Consultivo Agrario, las 
comisiones agrarias mixtas y las demás autoridades competentes, continuarán desahogando los 
asuntos que se encuentren actualmente en trámite en materia de ampliación o dotación de 
tierras, bosques y aguas; creación de nuevos centros de población, y restitución, reconocimiento 
y titulación de bienes comunales, de conformidad con las disposiciones legales que 
reglamenten dichas cuestiones y que estén vigentes al momento de entrar en vigor el presente 
Decreto. 
 
Los expedientes de los asuntos arriba mencionados, sobre los cuales no se haya dictado 
resolución definitiva al momento de entrar en funciones los tribunales agrarios, se pondrán en 
estado de resolución y se turnarán a éstos para que, conforme a su ley orgánica, resuelvan en 
definitiva, de conformidad con las disposiciones legales a que se refiere el párrafo anterior. 
 
Los demás asuntos de naturaleza agraria que se encuentren en trámite o se presenten a partir 
de la entrada en vigor de este Decreto, y que conforme a la ley que se expida deban pasar a ser 
de la competencia de los tribunales agrarios, se turnarán a éstos una vez que entren en 
funciones para que resuelvan en definitiva. 
 
 
D.O.F. 28 DE ENERO DE 1992. 
 
DECRETO QUE REFORMA LAS FRACCIONES I, II, III Y IV DEL ARTÍCULO 3; PÁRRAFO QUINTO DEL 
ARTÍCULO 5; ARTÍCULO 24; FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 27, EL ARTÍCULO 130 Y ADICIONA 
EL ARTÍCULO DECIMOSÉPTIMO TRANSITORIO. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 28 DE ENERO DE 1992. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 102. 
 
ARTICULO 1o.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO 2o.- En tanto se establecen los organismos de protección de los derechos humanos 
en los Estados en los términos del presente Decreto, la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos podrá seguir conociendo de las quejas que deban ser de competencia local. 
 
Los Estados que ya cuenten con dichos organismos, recibirán las quejas aún no resueltas que 
hayan sido presentadas ante la Comisión Nacional en un término de 30 días naturales contados 
a partir de la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial de la Federación. 
 
Las Legislaturas de los Estados dispondrán de un año a partir de la publicación de este Decreto 
para establecer los organismos de protección de los Derechos Humanos. 
 
 
D.O.F. 28 DE ENERO DE 1992. 
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DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 5 DE MARZO DE 1993. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1993. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 82. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 20 DE AGOSTO DE 1993. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL PÁRRAFO CUARTO Y ADICIONA LOS PÁRRAFOS SEXTO Y 
SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 28, REFORMA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73 Y LA FRACCIÓN XIII 
BIS DEL APARTADO B DEL ARTÍCULO 123. 
 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- En tanto se expide la ley del banco central, reglamentaria del artículo 28 de esta 
Constitución, continuará en vigor la Ley Orgánica del Banco de México. 
 
 
D.O.F. 3 DE SEPTIEMBRE DE 1993. 
 
DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 41, 54, 56, 60, 63, 74, Y 100. 
 
Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
Artículo Segundo. Permanecerán en sus cargos los actuales Magistrados del Tribunal Federal 
Electoral electos por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, según Decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de octubre de 1990. 
 
Artículo Tercero. En la elección federal de 1994 se elegirán, para cada Estado y el Distrito Federal, 
dos senadores de mayoría relativa y uno de primera minoría a las Legislaturas LVI y LVII del 
Congreso de la Unión, quienes durarán en funciones del 1o. de noviembre de 1994 a la fecha del 
término del ejercicio de la última legislatura citada. Para esta elección, los partidos políticos 
deberán registrar una lista con dos fórmulas de candidatos en cada entidad federativa. 
 
(DEROGADO SEGUNDO PÁRRAFO, D.O.F. 22 DE AGOSTO DE 1996) 
 
Artículo Cuarto. Los diputados federales a la LVI Legislatura durarán en su encargo del 1o. de 
noviembre de 1994 a la fecha en que concluya la citada legislatura. 
 
Artículo Quinto. La elección federal para integrar la LVI Legislatura de la Cámara de Diputados 
del H. Congreso de la Unión, se realizará con base en la distribución de los distritos uninominales 
y las cinco circunscripciones plurinominales en que se dividió el país para el proceso electoral 
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federal de 1991. Para la elección federal de 1997, por la que se integrará la LVII Legislatura, se hará 
la nueva distribución de distritos uninominales con base en los resultados definitivos del censo 
general de población de 1990. 
 
Artículo Sexto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a las reformas establecidas 
en el presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 3 DE SEPTIEMBRE DE 1993. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 16, 19, 20 Y 119 Y DEROGA LA FRACCIÓN XVIII DEL 
ARTÍCULO 107. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto por el Artículo Segundo 
Transitorio. 
 
SEGUNDO.- Lo previsto en el párrafo primero de la fracción I, del artículo 20 Constitucional del 
presente Decreto, entrará en vigor al año contado a partir de la presente publicación. 
 
 
D.O.F. 3 DE SEPTIEMBRE DE 1993. 
 
DECRETO QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 65 Y 66. 
 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El período ordinario correspondiente a noviembre y diciembre del año de 1993 y los 
períodos ordinarios correspondientes al año de 1994, se celebrarán de acuerdo con las fechas 
que han venido rigiendo en los términos del Decreto de reformas publicado el 7 de abril de 1986. 
 
TERCERO.- A partir del 15 de marzo de 1995 los períodos de sesiones ordinarias se celebrarán de 
acuerdo con las fechas establecidas por el presente Decreto. 
 
CUARTO.- Los diputados que se elijan a la LVI legislatura del Congreso de la Unión durarán en 
sus funciones del 1o. de noviembre de 1994 al 31 (sic) agosto de 1997. 
 
QUINTO.- Los senadores que se elijan a las LVI y LVII legislaturas del Congreso de la Unión 
durarán en sus funciones del 1o. de noviembre de 1994 al 31 de agosto del año 2000. 
 
Los senadores que se elijan en 1997 durarán en sus funciones del 1o. de noviembre de dicho año, 
al 31 de agosto del año 2000. 
 
 
D.O.F. 25 DE OCTUBRE DE 1993. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor treinta días después de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación, salvo lo dispuesto en los siguientes transitorios. 
 
SEGUNDO.- La Asamblea de Representantes del Distrito Federal electa para el periodo 
noviembre de 1991 a noviembre de 1994, continuará teniendo las facultades establecidas en la 
fracción VI del artículo 73 de esta Constitución vigentes al momento de entrar en vigor el 
presente Decreto. 
 
TERCERO.- La III Asamblea de Representantes del Distrito Federal, tendrá las facultades que le 
otorga el presente Decreto, y será la que se integre para el periodo que comenzará el 15 de 
noviembre de 1994 y concluirá el 16 de septiembre de 1997. 
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CUARTO.- A partir del 15 de marzo de 1995, los periodos de sesiones ordinarias de la Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal se celebrarán de acuerdo con las fechas establecidas por el 
presente decreto. 
 
QUINTO.- El primer nombramiento para el cargo de Jefe del Distrito Federal, en los términos de 
este Decreto se verificará en el mes de diciembre de 1997 y el periodo constitucional respectivo 
concluirá el 2 de diciembre del año 2000. En tanto dicho Jefe asume su encargo, el gobierno del 
Distrito Federal seguirá a cargo del Presidente de la República de acuerdo con la base 1a. de la 
fracción VI del artículo 73 de esta Constitución vigente al momento de entrar en vigor el 
presente Decreto. El Ejecutivo Federal mantendrá la facultad de nombrar y remover libremente 
al titular del órgano u órganos de gobierno del Distrito Federal y continuará ejerciendo para el 
Distrito Federal, en lo conducente, las facultades establecidas en la fracción I del artículo 89 de 
esta Constitución. 
 
SEXTO.- Los consejos de ciudadanos por demarcación territorial se elegirán e instalarán en 1995, 
conforme a las disposiciones del Estatuto de Gobierno y las leyes respectivas. 
 
SEPTIMO.- Los servidores públicos que se readscriban a la administración pública del Distrito 
Federal y sus dependencias conservarán todos sus derechos laborales. 
 
OCTAVO.- Las iniciativas de leyes de ingresos, y de decretos de presupuesto de egresos del 
Distrito Federal para los ejercicios 1995, 1996 y 1997, así como las cuentas públicas de 1995 y 1996 
serán enviados a la Asamblea de Representantes por el Presidente de la República. La cuenta 
pública correspondiente a 1994 será revisada por la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión. 
 
NOVENO.- En tanto se reforman y expidan las disposiciones que coordinen el sistema fiscal 
entre la Federación y el Distrito Federal, continuarán aplicándose las normas que sobre la 
materia rijan al entrar en vigor el presente Decreto. 
 
DECIMO.- En tanto se expidan las nuevas normas aplicables al Distrito Federal continuarán 
rigiendo las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. 
 
DECIMO PRIMERO.- El Congreso de la Unión conservará la facultad de legislar, en el ámbito 
local, en las materias de orden común, civil y penal para el Distrito Federal, en tanto se expidan 
los ordenamientos de carácter federal correspondientes, a cuya entrada en vigor, corresponderá 
a la Asamblea de Representantes legislar sobre el particular, en los términos del presente 
Decreto. 
 
 
D.O.F. 19 DE ABRIL DE 1994. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 1 DE JULIO DE 1994. 
 
ARTICULO UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el día 31 de diciembre de 1999. 
 
 
D.O.F. 31 DE DICIEMBRE DE 1994. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en los artículos Octavo y Noveno 
siguientes. 
 
SEGUNDO.- Los actuales Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluirán sus 
funciones a la entrada en vigor del presente Decreto. Recibirán una pensión igual a la que para 
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casos de retiro forzoso prevé el "Decreto que establece las Causas de Retiro Forzoso o Voluntario 
de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación". 
 
A los Ministros citados en el párrafo anterior, no les serán aplicables los impedimentos a que se 
refieren el último párrafo del artículo 94 y el tercer párrafo del artículo 101, reformados por virtud 
del presente Decreto. 
 
De regresar al ejercicio de sus funciones, de conformidad con el procedimiento previsto en el 
artículo 96 reformado por virtud del presente Decreto, se suspenderá el derecho concedido en 
el primer párrafo de este artículo, durante el tiempo en que continúen en funciones. 
 
TERCERO.- Para la nominación y aprobación de los primeros ministros que integrarán la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, conforme a las reformas previstas en el presente 
Decreto, el titular del Ejecutivo Federal propondrá ante la Cámara de Senadores, a 18 personas, 
de entre las cuales dicha Cámara aprobará, en su caso, los nombramientos de 11 ministros, con el 
voto de las dos terceras partes de sus miembros. 
 
CUARTO.- Para los efectos del primer párrafo del artículo 97 de este Decreto de Reformas, la ley 
que reglamente la selección, ingreso, promoción o remoción de los miembros del Poder Judicial 
Federal, distinguirá los casos y procedimientos que deban resolverse conforme a las fracciones I, 
II y III del artículo 109 de la Constitución. 
 
La Cámara de Senadores, previa comparecencia de las personas propuestas, emitirá su 
resolución dentro del improrrogable plazo de treinta días naturales. 
 
El período de los Ministros, vencerá el último día de noviembre del año 2003, del 2006, del 2009 
y del 2012, para cada dos de ellos y el último día de noviembre del año 2015, para los tres 
restantes. Al aprobar los nombramientos, el Senado deberá señalar cuál de los períodos 
corresponderá a cada Ministro. 
 
Una vez aprobado el nombramiento de, por lo menos, siete Ministros, se realizará una sesión 
solemne de apertura e instalación, en la cual se designará al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 
 
QUINTO.- Los magistrados de Circuito y el Juez de Distrito electos la primera vez para integrar el 
Consejo de la Judicatura Federal, serán Consejeros por un período que vencerá el último día de 
noviembre del año 2001. El período de uno de los Consejeros designados por el Senado y el 
designado por el Ejecutivo, vencerá el último día de noviembre de 1999 y el correspondiente al 
Consejero restante, el último día de noviembre del año 1997. El Senado y el Ejecutivo Federal 
deberán designar a sus representantes dentro de los treinta días naturales siguientes a la 
entrada en vigor del presente Decreto e indicarán cuál de los períodos corresponde a cada 
Consejero. 
 
El Consejo quedará instalado una vez designados cinco de sus miembros, siempre y cuando uno 
de ellos sea su Presidente. 
 
SEXTO.- En tanto quedan instalados la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la 
Judicatura Federal, en términos de los transitorios Tercero y Quinto anteriores, la última 
Comisión de Gobierno y Administración de la propia Corte, ejercerá las funciones de ésta y 
atenderá los asuntos administrativos del Poder Judicial de la Federación. En esa virtud, lo 
señalado en el artículo segundo transitorio será aplicable, en su caso, a los miembros de la 
citada Comisión, una vez que haya quedado formalmente instalada la Suprema Corte de 
Justicia, en términos de lo dispuesto en el presente Decreto. 
 
Corresponde a la propia Comisión convocar a la sesión solemne de apertura e instalación a que 
se refiere el artículo Tercero transitorio, así como tomar las medidas necesarias para que la 
primera insaculación de los Magistrados de Circuito y del Juez de Distrito que serán Consejeros, 
se haga en los días inmediatos siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 
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La Comisión dejará de funcionar una vez que haya dado cuenta de los asuntos atendidos 
conforme a los párrafos anteriores, a la Suprema Corte o al Consejo de la Judicatura Federal, 
según corresponda, cuando estos últimos se encuentren instalados. 
 
SEPTIMO.- El Magistrado, el Juez de Primera Instancia y el Juez de Paz electos la primera vez 
para integrar el Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, serán Consejeros por un período 
que vencerá el último día de noviembre del año 2001. El período de uno de los Consejeros 
designados por la Asamblea de Representantes del Distrito Federal y el designado por el Jefe 
del Departamento del Distrito Federal vencerá el último día de noviembre de 1999, y el 
correspondiente al Consejero restante, el último día de noviembre de 1997. La Asamblea y el Jefe 
del Departamento deberán designar a sus representantes dentro de los treinta días naturales 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto e indicarán cuál de los períodos 
corresponde a cada Consejero. 
 
El Consejo quedará instalado una vez designados cinco de sus miembros. 
 
El Pleno del Tribunal Superior de Justicia continuará a cargo de los asuntos administrativos, 
hasta en tanto quede constituido el Consejo. Asimismo, tomará las medidas necesarias para que 
la elección del Magistrado y del Juez de Primera Instancia que serán Consejeros, se haga en los 
días inmediatos siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
OCTAVO.- Las reformas al artículo 105, entrarán en vigor en la misma fecha en que entre en vigor 
la ley reglamentaria correspondiente. 
 
NOVENO.- Los procesos a que aluden los artículos que se reforman, iniciados con anterioridad 
continuarán tramitándose conforme a las disposiciones vigentes al entrar en vigor el presente 
Decreto. 
 
Las reformas a la fracción XVI del artículo 107, entrarán en vigor en la misma fecha en que entren 
en vigor las reformas a la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales. 
 
DECIMO.- Los conflictos de carácter laboral entre el Poder Judicial de la Federación y sus 
servidores, iniciados con anterioridad, continuarán tramitándose conforme a las disposiciones 
vigentes, al entrar en vigor el presente Decreto, ante el Consejo de la Judicatura Federal o la 
Suprema Corte de Justicia, según corresponda, una vez integrados conforme a los artículos 
Tercero y Quinto transitorios anteriores. 
 
DECIMO PRIMERO.- En tanto se expidan las disposiciones legales, reglamentarias y acuerdos 
generales a que se refieren los preceptos constitucionales que se reforman por el presente 
Decreto, seguirán aplicándose los vigentes al entrar en vigor las reformas, en lo que no se 
opongan a éstas. 
 
DECIMO SEGUNDO.- Los derechos laborales de los servidores públicos del Poder Judicial de la 
Federación serán respetados íntegramente. 
 
 
D.O.F. 2 DE MARZO DE 1995. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 3 DE JULIO DE 1996. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 22 DE AGOSTO DE 1996. 
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PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, con excepción de lo previsto en los artículos siguientes. 
 
SEGUNDO. Las adiciones contenidas en la fracción II del artículo 105 del presente Decreto, 
únicamente por lo que se refiere a las legislaciones electorales de los Estados, que por los 
calendarios vigentes de sus procesos la jornada electoral deba celebrarse antes del primero de 
abril de 1997, entrarán en vigor a partir del 1o. de enero de 1997. 
 
Para las legislaciones electorales federal y locales que se expidan antes del 1o. de abril de 1997 
con motivo de las reformas contenidas en el presente Decreto, por única ocasión, no se aplicará 
el plazo señalado en el párrafo cuarto de la fracción II del artículo 105. 
 
Las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción 
entre una norma de carácter general electoral y la Constitución, que se ejerciten en los términos 
previstos por el Artículo 105 fracción II de la misma y este Decreto, antes del 1o. de abril de 1997, 
se sujetarán a las siguientes disposiciones especiales: 
 
a) El plazo a que se refiere el segundo párrafo de la fracción II del artículo mencionado, para el 
ejercicio de la acción, será de quince días naturales; y 
 
b) La Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá resolver la acción ejercida en un plazo no 
mayor a quince días hábiles, contados a partir de la presentación del escrito inicial. 
 
Las reformas al artículo 116 contenidas en el presente Decreto no se aplicarán a las disposiciones 
constitucionales y legales de los Estados que deban celebrar procesos electorales cuyo inicio 
haya ocurrido u ocurra antes del 1o. de enero de 1997. En estos casos, dispondrán de un plazo de 
un año contado a partir de la conclusión de los procesos electorales respectivos, para adecuar su 
marco constitucional y legal al precepto citado. 
 
Todos los demás Estados, que no se encuentren comprendidos en la excepción del párrafo 
anterior, deberán adecuar su marco constitucional y legal a lo dispuesto por el artículo 116 
modificado por el presente Decreto, en un plazo que no excederá de seis meses contado a partir 
de su entrada en vigor. 
 
TERCERO. A más tardar el 31 de octubre de 1996 deberán estar nombrados el consejero 
Presidente y el Secretario Ejecutivo del Consejo General del Instituto Federal Electoral, así como 
los ocho nuevos consejeros electorales y sus suplentes, que sustituirán a los actuales Consejeros 
Ciudadanos, quienes no podrán ser reelectos. En tanto se hacen los nombramientos o se 
reforma la ley de la materia, el Consejo General del Instituto Federal Electoral seguirá ejerciendo 
las competencias y funciones que actualmente le señala el Código Federal de Instituciones y 
Procedimientos Electorales. 
 
CUARTO. En la elección federal de 1997 se elegirán, a la Quincuagésima Séptima Legislatura, 
treinta y dos senadores según el principio de representación proporcional, mediante el sistema 
de listas votadas en una sola circunscripción plurinominal nacional, y durarán en funciones del 
1o. de noviembre de 1997 a la fecha en que concluya la señalada Legislatura. La asignación se 
hará mediante una fórmula que tome en cuenta el cociente natural y el resto mayor; y se hará 
en orden decreciente de las listas respectivas. Se deroga el segundo párrafo del Artículo Tercero 
de los Artículos Transitorios del Decreto de fecha 2 de septiembre de 1993, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 3 del mismo mes y año, por el que se reformaron los Artículos 41, 54, 
56, 60, 63, 74 y 100 de esta Constitución. 
 
QUINTO. Los nuevos Magistrados Electorales deberán designarse a más tardar el 31 de octubre 
de 1996 y, por esta ocasión, requerirán para su elección del voto de las tres cuartas partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Senadores. 
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SEXTO. En tanto se expiden o reforman las leyes correspondientes, el Tribunal Federal Electoral 
seguirá ejerciendo las competencias y funciones que actualmente le señala el Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
SÉPTIMO. El Jefe de Gobierno del Distrito Federal se elegirá en el año de 1997 y ejercerá su 
mandato, por esta única vez, hasta el día 4 de diciembre del año 2000. 
 
OCTAVO. La norma que determina la facultad para expedir las disposiciones que rijan las 
elecciones locales en el Distrito Federal señalada en el inciso f) de la fracción V del apartado C 
del artículo 122 de este Decreto, entrará en vigor el 1o. de enero de 1998. Para la elección en 1997 
del Jefe de Gobierno y los diputados a la Asamblea del Distrito Federal, se aplicará el Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
NOVENO. El requisito a que se refiere el párrafo segundo de la fracción I de la BASE SEGUNDA, 
del apartado C del artículo 122, que prohibe acceder a Jefe de Gobierno si se hubiese 
desempeñado tal cargo con cualquier carácter, debe entenderse aplicable a todo ciudadano 
que haya sido titular de dicho órgano, aunque lo haya desempeñado bajo distinta 
denominación. 
 
DÉCIMO. Lo dispuesto en la fracción II de la BASE TERCERA, del apartado C del artículo 122, que 
se refiere a la elección de los titulares de los órganos político-administrativos en las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, entrará en vigor el 1o. de enero del año 2000; en 
1997, se elegirán en forma indirecta, en los términos que señale la ley. 
 
DECIMOPRIMERO. La norma que establece la facultad de la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal para legislar en materias civil y penal para el Distrito Federal entrará en vigor el 1o. de 
enero de 1999. 
 
DECIMOSEGUNDO. Continuarán bajo jurisdicción federal los inmuebles sitos en el Distrito 
Federal, que estén destinados al servicio que prestan los Poderes Federales, así como cualquier 
otro bien afecto al uso de dichos poderes. 
 
DECIMOTERCERO. Todos los ordenamientos que regulan hasta la fecha a los órganos locales en 
el Distrito Federal seguirán vigentes en tanto no se expidan por los órganos competentes 
aquellos que deban sustituirlos conforme a las disposiciones y las bases señaladas en este 
Decreto. 
 
 
D.O.F. 20 DE MARZO DE 1997. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al año siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 22 DE JULIO DE 2004) 
SEGUNDO.- Quienes hayan perdido su nacionalidad mexicana por nacimiento, por haber 
adquirido voluntariamente una nacionalidad extranjera y si se encuentran en pleno goce de sus 
derechos, podrán beneficiarse de lo dispuesto en el artículo 37, apartado A), constitucional, 
previa solicitud que hagan a la Secretaría de Relaciones Exteriores, en cualquier tiempo. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 26 DE FEBRERO DE 1999) 
TERCERO.- Las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de este Decreto, 
seguirán aplicándose a los nacidos o concebidos durante su vigencia, únicamente en todo 
aquello que les favorezca, sin perjuicio de los beneficios que les otorga la reforma contenida en 
el presente decreto. 
 
CUARTO.- En tanto el Congreso de la Unión emita las disposiciones correspondientes en materia 
de nacionalidad, seguirá aplicándose la Ley de Nacionalidad vigente, en lo que no se oponga al 
presente Decreto. 
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QUINTO.- El último párrafo del apartado C) del artículo 37, entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 26 DE FEBRERO DE 1999. 
 
UNICO.- Esta reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 8 DE MARZO DE 1999. 
 
Unico.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 11 DE JUNIO DE 1999. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los actuales Consejeros de la Judicatura Federal, con excepción del Presidente del 
Consejo, concluirán sus funciones a la entrada en vigor del presente decreto. 
 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia, el Senado y el Ejecutivo Federal deberán designar a los 
Consejeros de la Judicatura Federal, de conformidad con el artículo 100 constitucional 
reformado, a más tardar dentro de los treinta días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
presente decreto. 
 
Por única vez, el período de los Consejeros designados por la Suprema Corte de Justicia vencerá 
el último día de noviembre de 2002, de 2004 y de 2006; el de los designados por el senado el 
último día de noviembre de 2003 y 2007; y el designado por el Ejecutivo Federal, el último día de 
noviembre de 2005. Al designar Consejeros, se deberá señalar cual de los períodos 
corresponderá a cada uno. 
 
TERCERO.- En tanto queda instalado el Consejo de la Judicatura Federal, en términos del 
transitorio que antecede, funcionará una comisión temporal compuesta por el Presidente del 
Consejo y por los funcionarios que dependan directamente del propio Consejo. Dicha comisión 
proveerá los trámites y resolverá los asuntos administrativos de notoria urgencia que se 
presenten, salvo los relacionados con nombramientos, adscripción, ratificación y remoción de 
jueces y magistrados. Una vez instalado el Consejo, dará cuenta al pleno de las medidas 
tomadas, a fin de que éste acuerde lo que proceda. 
 
CUARTO.- Los procesos a que aluden los artículos que se reforman, iniciados con anterioridad a 
la entrada en vigor del presente Decreto, continuarán tramitándose conforme a las 
disposiciones vigentes en el momento en que fueron iniciados. 
 
 
D.O.F. 28 DE JUNIO DE 1999. 
 
DECRETO QUE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-J AL ARTÍCULO 73. 
 
PRIMERO.- La presente adición entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Se fija como plazo máximo para la expedición de la ley reglamentaria de las 
atribuciones de la Federación en materia de deporte, el de un año. 
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D.O.F. 28 DE JUNIO DE 1999. 
 
DECRETO QUE ADICIONA UN PÁRRAFO QUINTO AL ARTÍCULO 4 Y REFORMA EL PRIMER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 25. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 28 DE JUNIO DE 1999. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XXIX-H Y ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-I AL ARTÍCULO 
73. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 29 DE JULIO DE 1999. 
 
Unico.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 30 DE JULIO DE 1999. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, salvo lo dispuesto en los siguientes transitorios. 
 
SEGUNDO.- La entidad de fiscalización superior de la Federación iniciará sus funciones el 1 de 
enero del año 2000. La revisión de la Cuenta Pública y las funciones de fiscalización a que se 
refieren las fracciones I a IV del artículo 79 reformado por este Decreto, se llevarán a cabo, en los 
términos del propio Decreto, a partir de la revisión de la Cuenta Pública correspondiente al año 
2001. 
 
La entidad de fiscalización superior de la Federación revisará la Cuenta Pública de los años 1998, 
1999 y 2000 conforme a las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de este Decreto. 
 
Las referencias que se hacen en dichas disposiciones a la Contaduría Mayor de Hacienda de la 
Cámara de Diputados, se entenderán hechas a la entidad de fiscalización superior de la 
Federación. 
 
TERCERO.- En tanto la entidad de fiscalización superior de la Federación no empiece a ejercer 
las atribuciones a que se refiere este Decreto, la Contaduría Mayor de Hacienda continuará 
ejerciendo las atribuciones que actualmente tiene conforme al artículo 74, fracción IV, de la 
Constitución, su Ley Orgánica y demás disposiciones jurídicas aplicables vigentes hasta antes de 
la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Los servidores públicos de la Contaduría Mayor de Hacienda no serán afectados en forma 
alguna en sus derechos laborales con motivo de la entrada en vigor de este Decreto y de las 
leyes que en consecuencia se emitan. 
 
Una vez creada la entidad de fiscalización superior de la Federación, todos los recursos 
humanos, materiales y patrimoniales en general de la Contaduría Mayor de Hacienda, pasarán a 
formar parte de dicha entidad. 
 
CUARTO.- El Contador Mayor de Hacienda será titular de la entidad de fiscalización superior de 
la Federación hasta el 31 de diciembre de 2001; podrá ser ratificado para continuar en dicho 
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encargo hasta completar el período de ocho años a que se refiere el artículo 79 de esta 
Constitución. 
 
 
D.O.F. 13 DE SEPTIEMBRE DE 1999. 
 
PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. 
 
SEGUNDO.- Los actuales integrantes del Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, continuarán en su encargo hasta concluir el período para el que fueron 
designados, pudiendo, en su caso, ser propuestos y elegidos para un segundo período en los 
términos de lo dispuesto por el quinto párrafo del apartado B del Artículo 102 que se reforma por 
este Decreto. 
 
TERCERO.- En un plazo máximo de sesenta días, la Cámara de Senadores o, en su caso, la 
Comisión Permanente del Congreso de la Unión, deberá elegir al Presidente de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, conforme al procedimiento dispuesto por el apartado B del 
Artículo 102 que se reforma por este Decreto. Para tal efecto, se observarán las siguientes reglas: 
 
A.- La Comisión correspondiente de la Cámara de Senadores procederá a realizar una amplia 
auscultación entre las organizaciones sociales representativas de los distintos sectores de la 
sociedad, así como entre los organismos públicos y privados promotores o defensores de los 
Derechos Humanos. 
 
B.- Con base en la auscultación antes señalada, la Comisión podrá proponer la ratificación de la 
actual Titular de la Comisión Nacional de Derechos Humanos o, en su caso, integrar una terna 
de candidatos. 
 
CUARTO.- En tanto el Congreso de la Unión expide las reformas a la Ley de la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, ésta ejercerá sus atribuciones y competencias conforme a lo dispuesto 
por el presente Decreto y la ley reglamentaria vigente hasta dicha expedición. 
 
QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1999. 
 
ARTICULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor noventa días después de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación, salvo lo previsto en los artículos siguientes. 
 
ARTICULO SEGUNDO. Los Estados deberán adecuar sus constituciones y leyes conforme a lo 
dispuesto en este decreto a más tardar en un año a partir de su entrada en vigor. En su caso, el 
Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones a las leyes federales a más tardar el 30 de 
abril del año 2001. 
 
En tanto se realizan las adecuaciones a que se refiere el párrafo anterior, se continuarán 
aplicando las disposiciones vigentes. 
 
ARTICULO TERCERO. Tratándose de funciones y servicios que conforme al presente Decreto 
sean competencia de los municipios y que a la entrada en vigor de las reformas a que se refiere 
el artículo transitorio anterior sean prestados por los gobiernos estatales, o de manera 
coordinada con los municipios, éstos podrán asumirlos, previa aprobación del ayuntamiento. Los 
gobiernos de los estados dispondrán de lo necesario para que la función o servicio público de 
que se trate se transfiera al municipio de manera ordenada, conforme al programa de 
transferencia que presente el gobierno del estado, en un plazo máximo de 90 días contados a 
partir de la recepción de la correspondiente solicitud. 
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En el caso del inciso a) de la fracción III del artículo 115, dentro del plazo señalado en el párrafo 
anterior, los gobiernos estatales podrán solicitar a la legislatura correspondiente, conservar en 
su ámbito de competencia los servicios a que se refiere el citado inciso, cuando la transferencia 
de estado a municipio afecte, en perjuicio de la población, su prestación. La legislatura estatal 
resolverá lo conducente. 
 
En tanto se realiza la transferencia a que se refiere el primer párrafo, las funciones y servicios 
públicos seguirán ejerciéndose o prestándose en los términos y condiciones vigentes. 
 
ARTICULO CUARTO. Los estados y municipios realizarán los actos conducentes a efecto de que 
los convenios que, en su caso, hubiesen celebrado con anterioridad, se ajusten a lo establecido 
en este decreto y a las constituciones y leyes estatales. 
 
ARTICULO QUINTO. Antes del inicio del ejercicio fiscal de 2002, las legislaturas de los estados, en 
coordinación con los municipios respectivos, adoptarán las medidas conducentes a fin de que 
los valores unitarios de suelo que sirven de base para el cobro de las contribuciones sobre la 
propiedad inmobiliaria sean equiparables a los valores de mercado de dicha propiedad y 
procederán, en su caso, a realizar las adecuaciones correspondientes a las tasas aplicables para 
el cobro de las mencionadas contribuciones, a fin de garantizar su apego a los principios de 
proporcionalidad y equidad. 
 
ARTICULO SEXTO. En la realización de las acciones conducentes al cumplimiento del presente 
decreto, se respetarán los derechos y obligaciones contraídos previamente con terceros, así 
como los derechos de los trabajadores estatales y municipales. 
 
 
D.O.F. 7 DE ABRIL DE 2000. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 21 DE SEPTIEMBRE DE 2000. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XXV DEL ARTÍCULO 73. 
 
UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 21 DE SEPTIEMBRE DE 2000. 
 
DECRETO QUE DEROGA EL ÚLTIMO PÁRRAFO, REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO Y LA FRACCIÓN 
IV Y AGRUPA EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 20 EN UN APARTADO A Y SE ADICIONA EL 
APARTADO B. 
 
ARTICULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor a los seis meses de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTICULO SEGUNDO.- Las disposiciones legales vigentes continuarán aplicándose en lo que no 
se opongan al presente Decreto, en tanto se expiden las normas reglamentarias 
correspondientes. 
 
 
D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2001. 
 
ARTICULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
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ARTICULO SEGUNDO. Al entrar en vigor estas reformas, el Congreso de la Unión y las 
Legislaturas de las entidades federativas deberán realizar las adecuaciones a las leyes federales 
y constituciones locales que procedan y reglamenten lo aquí estipulado. 
 
ARTICULO TERCERO. Para establecer la demarcación territorial de los distritos electorales 
uninominales deberá tomarse en consideración, cuando sea factible, la ubicación de los pueblos 
y comunidades indígenas, a fin de propiciar su participación política. 
 
ARTICULO CUARTO. El titular del Poder Ejecutivo Federal dispondrá que el texto íntegro de la 
exposición de motivos y del cuerpo normativo del presente decreto, se traduzca a las lenguas de 
los pueblos indígenas del país y ordenará su difusión en sus comunidades. 
 
 
D.O.F. 14 DE JUNIO DE 2002. 
 
UNICO.- El presente Decreto entrará en vigor el 1o. de enero del segundo año siguiente al de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
 
La Federación, las entidades federativas y los municipios contarán con el periodo comprendido 
entre la publicación del presente Decreto y su entrada en vigor, para expedir las leyes o realizar 
las modificaciones necesarias, según sea el caso, a fin de proveer el debido cumplimiento del 
mismo, así como para incluir en sus respectivos presupuestos, una partida para hacer frente a su 
responsabilidad patrimonial. 
 
La aprobación de la reforma constitucional implicará necesariamente la adecuación a las 
disposiciones jurídicas secundarias, tanto en el ámbito federal como en el local, conforme a los 
criterios siguientes: 
 
a) El pago de la indemnización se efectuaría después de seguir los procedimientos para 
determinar que al particular efectivamente le corresponde dicha indemnización, y 
 
b) El pago de la indemnización estará sujeto a la disponibilidad presupuestaria del ejercicio fiscal 
de que se trate. 
 
Para la expedición de las leyes o la realización de las modificaciones necesarias para proveer al 
debido cumplimiento del decreto, se contaría con el periodo comprendido entre la publicación 
del decreto y su entrada en vigor. Según la fecha de aprobación del Decreto y su consiguiente 
publicación, el citado periodo no sería menor a un año ni mayor a dos. 
 
 
D.O.F. 12 DE NOVIEMBRE DE 2002. 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- La autoridad educativa federal deberá, a la entrada en vigor del presente Decreto, 
instalar comisiones técnicas y de consulta con las demás autoridades educativas del país que 
resulten pertinentes, para iniciar un proceso tendiente a la unificación estructural, curricular y 
laboral de los tres niveles constitucionales obligatorios, en un solo nivel de educación básica 
integrada. 
 
Tercero.- La autoridad educativa federal deberá, a la entrada en vigor del presente Decreto, 
instalar comisiones técnicas y de consulta con las demás autoridades educativas del país que 
resulten pertinentes, para iniciar un proceso tendiente a la revisión de los planes, programas y 
materiales de estudio, para establecer, en el ejercicio de sus funciones constitucionales, los 
nuevos programas de estudio de la educación preescolar obligatoria para todo el país, así como 
preparar al personal docente y directivo de este nivel, de acuerdo a la nueva realidad educativa 
que surge de este Decreto. 
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Cuarto.- Con el objetivo de impulsar la equidad en la calidad de los servicios de educación 
preescolar en el país, la autoridad educativa deberá prever lo necesario para dar cumplimiento a 
lo que dispone el artículo 2o. de la Ley Reglamentaria del artículo 5o. constitucional en materia 
de profesiones, en el sentido de que la impartición de la educación preescolar es una profesión 
que necesita título para su ejercicio, sin perjuicio de los derechos adquiridos de quienes a la 
fecha imparten este nivel educativo. 
 
Quinto.- La educación preescolar será obligatoria para todos en los siguientes plazos: en el tercer 
año de preescolar a partir del ciclo 2004-2005; el segundo año de preescolar, a partir del ciclo 
2005-2006; el primer año de preescolar, a partir del ciclo 2008-2009. En los plazos señalados, el 
Estado mexicano habrá de universalizar en todo el país, con calidad, la oferta de este servicio 
educativo. 
 
Sexto.- Los presupuestos federal, estatales, del Distrito Federal y municipales incluirán los 
recursos necesarios para: la construcción, ampliación y equipamiento de la infraestructura 
suficiente para la cobertura progresiva de los servicios de educación preescolar; con sus 
correspondientes programas de formación profesional del personal docente así como de 
dotación de materiales de estudio gratuito para maestros y alumnos. Para las comunidades 
rurales alejadas de los centros urbanos y las zonas donde no haya sido posible establecer 
infraestructura para la prestación del servicio de educación preescolar, las autoridades 
educativas federales en coordinación con las locales, establecerán los programas especiales que 
se requieran y tomarán las decisiones pertinentes para asegurar el acceso de los educandos a 
los servicios de educación primaria. 
 
Séptimo.- Los gobiernos estatales y del Distrito Federal celebrarán con el gobierno federal 
convenios de colaboración que les permitan cumplir con la obligatoriedad de la educación 
preescolar en los términos establecidos en los artículos anteriores. 
 
Octavo.- Al entrar en vigor el presente Decreto, deberán impulsarse las reformas y adiciones a la 
Ley General de Educación y demás disposiciones legales aplicables en la materia. 
 
 
D.O.F. 29 DE SEPTIEMBRE DE 2003. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 29 DE OCTUBRE DE 2003. 
 
ÚNICO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 5 DE ABRIL DE 2004. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 22 DE JULIO DE 2004. 
 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 30 DE JULIO DE 2004. 
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ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 2 DE AGOSTO DE 2004. 
 
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- Al entrar en vigor el presente decreto, deberán impulsarse las reformas y adiciones 
a la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones 
legales aplicables en la materia. 
 
 
D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 2004. 
 
UNICO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 20 DE JUNIO DE 2005. 
 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 28 DE NOVIEMBRE DE 2005. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 8 DE DICIEMBRE DE 2005. 
 
PRIMERO.- La reforma entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
SEGUNDO.- La Cámara de Senadores establecerá dentro del periodo ordinario de sesiones 
inmediato siguiente a la entrada en vigor del presente decreto, la Comisión de Límites de las 
Entidades Federativas, la cual se integrará y funcionará en los términos de la ley reglamentaria 
que al efecto se expida, así como por las disposiciones que para el caso dispongan la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y el Reglamento para su 
Gobierno Interior. 
 
TERCERO.- Las controversias que a la entrada en vigor de este decreto se encuentren en trámite 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación con motivo de conflictos limítrofes entre 
entidades federativas, serán remitidas de inmediato, con todos sus antecedentes, a la Cámara 
de Senadores, a fin de que ésta en términos de sus atribuciones constitucionales proceda a 
establecerlos de manera definitiva mediante decreto legislativo. 
 
 
D.O.F. 9 DE DICIEMBRE DE 2005. 
 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 12 DE DICIEMBRE DE 2005. 
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PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor a los tres meses siguientes de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. Los Estados de la Federación y el Distrito Federal contarán con seis meses a partir de 
la entrada en vigor del Decreto, para crear las leyes, instituciones y órganos que se requieran 
para la aplicación del presente Decreto. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2009) 
La Federación contará con un año a partir de la entrada en vigor del presente decreto, para 
expedir las leyes y establecer las instituciones y los órganos que se requieran en el orden federal 
para la implementación del sistema de justicia integral para adolescentes. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2009) 
TERCERO. Los asuntos en trámite hasta el momento en que entren en vigor las leyes y se 
implementen las instituciones y los órganos a que se refiere el transitorio anterior se concluirán 
conforme a la legislación con que se iniciaron. Los asuntos que se encuentren pendientes de 
resolución en el momento en que inicie la operación del nuevo sistema se remitirán a la 
autoridad que resulte competente para que continúe en el conocimiento de éstos hasta su 
conclusión. 
 
 
D.O.F. 7 DE ABRIL DE 2006. 
 
Primero.- El Presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- En tanto se expide la Ley general a que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta 
Constitución, continuará en vigor la Ley de Información Estadística y Geográfica, y demás 
disposiciones legales y administrativas aplicables. Asimismo, subsistirán los nombramientos, 
poderes, mandatos, comisiones y, en general, las delegaciones y facultades concedidas, a los 
servidores públicos del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática. 
 
Tercero.- A la entrada en vigor de la Ley a que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta 
Constitución, los recursos financieros y materiales, así como los trabajadores adscritos al 
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, órgano desconcentrado de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se transferirán al organismo creado en los términos 
del presente Decreto. Los trabajadores que pasen a formar parte del nuevo organismo se 
seguirán rigiendo por el apartado B del Artículo 123 de esta Constitución y de ninguna forma 
resultarán afectados en sus derechos laborales y de seguridad social. 
 
Cuarto.- Conforme a las disposiciones aplicables, el régimen presupuestario del organismo 
creado en los términos del presente Decreto, deberá garantizar la libre administración, la no-
transferencia y la suficiencia de recursos públicos. Lo anterior, a efecto de que el organismo esté 
en condiciones de dar cumplimiento a los planes y programas que formule en observancia de la 
Ley a que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta Constitución. 
 
Quinto.- Los asuntos que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la entrada en 
vigor de este Decreto, se seguirán substanciando ante el Instituto Nacional de Estadística, 
Geografía e Informática, y posteriormente ante el organismo creado en los términos del 
presente Decreto. 
 
Sexto.- Dentro de los 180 días naturales, posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto, el 
Congreso de la Unión deberá emitir la Ley a la que se refiere el apartado B del Artículo 26 de esta 
Constitución. 
 
Séptimo.- Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 14 DE SEPTIEMBRE DE 2006. 
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ÚNICO.- El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 4 DE DICIEMBRE DE 2006. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN XXIX-H DEL ARTÍCULO 73. 
 
Artículo Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Artículo Segundo.- En tanto no se modifique la legislación que regula la materia de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos federales, ésta continuará 
rigiéndose por las disposiciones legales vigentes al momento de su aplicación. 
 
 
D.O.F. 4 DE DICIEMBRE DE 2006. 
 
DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 1. 
 
ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 12 DE FEBRERO DE 2007. 
 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 19 DE JUNIO DE 2007. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN VI, DEL ARTÍCULO 82. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 19 DE JUNIO DE 2007. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 55. 
 
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor a partir del día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 20 DE JULIO DE 2007. 
 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN X DEL ARTÍCULO 73. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales en lo que se opongan al contenido del 
presente Decreto. Lo anterior será sin perjuicio de las disposiciones normativas que para tal 
efecto expidan las entidades federativas como complemento para la prevención de accidentes, 
la seguridad pública y la protección civil, siempre y cuando se sujeten a lo que establezca la ley 
de la materia. 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 45 

 
 
D.O.F. 20 DE JULIO DE 2007. 
 
DECRETO QUE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 6. 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- La Federación, los Estados y el Distrito Federal, en sus respectivos ámbitos de 
competencia, deberán expedir las leyes en materia de acceso a la información pública y 
transparencia, o en su caso, realizar las modificaciones necesarias, a más tardar un año después 
de la entrada en vigor de este Decreto. 
 
Tercero.- La Federación, los Estados y el Distrito Federal deberán contar con sistemas 
electrónicos para que cualquier persona pueda hacer uso remoto de los mecanismos de acceso 
a la información y de los procedimientos de revisión a los que se refiere este Decreto, a más 
tardar en dos años a partir de la entrada en vigor del mismo. Las leyes locales establecerán lo 
necesario para que los municipios con población superior a setenta mil habitantes y las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal cuenten en el mismo plazo con los sistemas 
electrónicos respectivos. 
 
 
D.O.F. 2 DE AGOSTO DE 2007. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto iniciará su vigencia el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El Congreso de la Unión al inicio de la vigencia del presente Decreto hará las 
adecuaciones correspondientes a la legislación federal, conforme a lo estipulado en este 
Decreto. Los estados y el Distrito Federal deberán adecuar sus leyes conforme a las 
disposiciones del presente Decreto a más tardar seis meses después de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 15 DE AGOSTO DE 2007. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales en lo que se opongan al contenido del 
presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 27 DE SEPTIEMBRE DE 2007. 
 
Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 13 DE NOVIEMBRE DE 2007. 
 
Artículo Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
Artículo Segundo. Por única vez el Instituto Federal Electoral deberá establecer, conforme a las 
bases legales que se expidan, tope de gastos para campaña presidencial en el año 2008, sólo 
para efecto de determinar el monto total del financiamiento privado que podrá obtener 
anualmente cada partido político. 
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Artículo Tercero. El Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones que correspondan en 
las leyes federales en un plazo máximo de treinta días naturales contados a partir del inicio de la 
vigencia de este Decreto. 
 
Artículo Cuarto. Para los efectos de lo establecido en el tercer párrafo de la base V del artículo 41 
de esta Constitución, en un plazo no mayor a 30 días naturales contados a partir de la entrada 
en vigor del presente Decreto, la Cámara de Diputados procederá a integrar el Consejo General 
del Instituto Federal Electoral conforme a las siguientes bases: 
 
a) Elegirá a un nuevo consejero Presidente, cuyo mandato concluirá el 30 de octubre de 2013; 
llegado el caso, el así nombrado podrá ser reelecto por una sola vez, en los términos de lo 
establecido en el citado párrafo tercero del artículo 41 de esta Constitución; 
 
b) Elegirá, dos nuevos consejeros electorales, cuyo mandato concluirá el 30 de octubre de 2016; 
 
c) Elegirá, de entre los ocho consejeros electorales en funciones a la entrada en vigor de este 
Decreto, a tres que concluirán su mandato el 15 de agosto de 2008 y a tres que continuarán en 
su encargo hasta el 30 de octubre de 2010; 
 
d) A más tardar el 15 de agosto de 2008, elegirá a tres nuevos consejeros electorales que 
concluirán su mandato el 30 de octubre de 2013. 
 
Los consejeros electorales y el consejero Presidente del Consejo General del Instituto Federal 
Electoral, en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto, continuarán en sus cargos 
hasta en tanto la Cámara de Diputados da cumplimiento a lo dispuesto en el presente artículo. 
Queda sin efectos el nombramiento de consejeros electorales suplentes del Consejo General del 
Instituto Federal Electoral establecido por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación de fecha 31 de octubre de 2003. 
 
Artículo Quinto. Para los efectos de la renovación escalonada de los Magistrados Electorales de 
la Sala Superior y de las salas regionales del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación a que se refiere el artículo 99 de esta Constitución, se estará a lo que determine la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
 
Artículo Sexto. Las legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
deberán adecuar su legislación aplicable conforme a lo dispuesto en este Decreto, a más tardar 
en un año a partir de su entrada en vigor; en su caso, se observará lo dispuesto en el artículo 105, 
fracción II, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Los Estados que a la entrada en vigor del presente Decreto hayan iniciado procesos electorales o 
estén por iniciarlos, realizarán sus comicios conforme lo establezcan sus disposiciones 
constitucionales y legales vigentes, pero una vez terminado el proceso electoral deberán realizar 
las adecuaciones a que se refiere el párrafo anterior en el mismo plazo señalado, contado a 
partir del día siguiente de la conclusión del proceso comicial respectivo. 
 
Artículo Séptimo. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 7 DE MAYO DE 2008. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, salvo lo previsto en el transitorio tercero siguiente. 
 
SEGUNDO. El Congreso de la Unión, así como las legislaturas de los Estados y del Distrito 
Federal, deberán aprobar las leyes y, en su caso, las reformas que sean necesarias para dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el presente Decreto, a más tardar en un plazo de un año, 
contado a partir de la fecha de entrada en vigor del mismo, salvo en el caso de lo dispuesto en el 
artículo 74, fracción IV constitucional. 
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TERCERO. Las fechas aplicables para la presentación de la Cuenta Pública y el informe del 
resultado sobre su revisión, entrarán en vigor a partir de la Cuenta Pública correspondiente al 
ejercicio fiscal 2008. 
 
CUARTO. Las Cuentas Públicas anteriores a la correspondiente al ejercicio fiscal 2008 se 
sujetarán a lo siguiente: 
 
I. La Cámara de Diputados, dentro de los 180 días naturales posteriores a la entrada en vigor de 
este Decreto, deberá concluir la revisión de las Cuentas Públicas correspondientes a los 
ejercicios fiscales 2002, 2003, 2004 y 2005. 
 
II. Las Cuentas Públicas correspondientes a los ejercicios fiscales 2006 y 2007 serán revisadas en 
los términos de las disposiciones aplicables en la materia antes de la entrada en vigor de este 
Decreto. 
 
III. La Cámara de Diputados deberá concluir la revisión de la Cuenta Pública del ejercicio fiscal 
de 2006 durante el año 2008. 
 
IV. La Cuenta Pública correspondiente al ejercicio fiscal 2007 será presentada a más tardar el 15 
de mayo de 2008, el informe del resultado el 15 de marzo de 2009 y su revisión deberá concluir 
en 2009. 
 
 
D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en los artículos transitorios siguientes. 
 
Segundo. El sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y 
decimotercero; 17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, 
entrará en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin exceder el 
plazo de ocho años, contado a partir del día siguiente de la publicación de este Decreto. 
 
En consecuencia, la Federación, los Estados y el Distrito Federal, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, deberán expedir y poner en vigor las modificaciones u ordenamientos legales 
que sean necesarios a fin de incorporar el sistema procesal penal acusatorio. La Federación, los 
Estados y el Distrito Federal adoptarán el sistema penal acusatorio en la modalidad que 
determinen, sea regional o por tipo de delito. 
 
En el momento en que se publiquen los ordenamientos legales a que se refiere el párrafo 
anterior, los poderes u órgano legislativos competentes deberán emitir, asimismo, una 
declaratoria que se publicará en los órganos de difusión oficiales, en la que señale expresamente 
que el sistema procesal penal acusatorio ha sido incorporado en dichos ordenamientos y, en 
consecuencia, que las garantías que consagra esta Constitución empezarán a regular la forma y 
términos en que se substanciarán los procedimientos penales. 
 
Tercero. No obstante lo previsto en el artículo transitorio segundo, el sistema procesal penal 
acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 17, párrafos tercero, 
cuarto y sexto; 19, 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, entrará en vigor al día siguiente de 
la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación, en las entidades 
federativas que ya lo hubieren incorporado en sus ordenamientos legales vigentes, siendo 
plenamente válidas las actuaciones procesales que se hubieren practicado con fundamento en 
tales ordenamientos, independientemente de la fecha en que éstos entraron en vigor. Para tal 
efecto, deberán hacer la declaratoria prevista en el artículo transitorio Segundo. 
 
Cuarto. Los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del nuevo 
sistema procesal penal acusatorio previsto en los artículos 16, párrafos segundo y decimotercero; 
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17, párrafos tercero, cuarto y sexto; 19; 20 y 21, párrafo séptimo, de la Constitución, serán 
concluidos conforme a las disposiciones vigentes con anterioridad a dicho acto. 
 
Quinto. El nuevo sistema de reinserción previsto en el párrafo segundo del artículo 18, así como 
el régimen de modificación y duración de penas establecido en el párrafo tercero del artículo 21, 
entrarán en vigor cuando lo establezca la legislación secundaria correspondiente, sin que pueda 
exceder el plazo de tres años, contados a partir del día siguiente de la publicación de este 
Decreto. 
 
Sexto. Las legislaciones en materia de delincuencia organizada de las entidades federativas, 
continuarán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad conferida en el 
artículo 73, fracción XXI, de esta Constitución. Los procesos penales iniciados con fundamento 
en dichas legislaciones, así como las sentencias emitidas con base en las mismas, no serán 
afectados por la entrada en vigor de la legislación federal. Por lo tanto, deberán concluirse y 
ejecutarse, respectivamente, conforme a las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor 
de esta última. 
 
Séptimo. El Congreso de la Unión, a más tardar dentro de seis meses a partir de la publicación 
de este Decreto, expedirá la ley que establezca el Sistema Nacional de Seguridad Pública. Las 
entidades federativas expedirán a más tardar en un año, a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto, las leyes en esta materia. 
 
Octavo. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los estados y el órgano legislativo del 
Distrito Federal, deberán destinar los recursos necesarios para la reforma del sistema de justicia 
penal. Las partidas presupuestales deberán señalarse en el presupuesto inmediato siguiente a la 
entrada en vigor del presente decreto y en los presupuestos sucesivos. Este presupuesto deberá 
destinarse al diseño de las reformas legales, los cambios organizacionales, la construcción y 
operación de la infraestructura, y la capacitación necesarias para jueces, agentes del Ministerio 
Público, policías, defensores, peritos y abogados. 
 
Noveno. Dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto se creará 
una instancia de coordinación integrada por representantes de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, además del sector académico y la sociedad civil, así como de las 
Conferencias de Seguridad Pública, Procuración de Justicia y de Presidentes de Tribunales, la 
cual contará con una secretaría técnica, que coadyuvará y apoyará a las autoridades locales y 
federales, cuando así se lo soliciten. 
 
Décimo. La Federación creará un fondo especial para el financiamiento de las actividades de la 
secretaría técnica a que se refiere el artículo transitorio octavo. Los fondos se otorgarán en 
función del cumplimiento de las obligaciones y de los fines que se establezcan en la Ley. 
 
Décimo Primero. En tanto entra en vigor el sistema procesal acusatorio, los agentes del 
Ministerio Público que determine la ley podrán solicitar al juez el arraigo domiciliario del 
indiciado tratándose de delitos graves y hasta por un máximo de cuarenta días. 
 
Esta medida será procedente siempre que sea necesaria para el éxito de la investigación, la 
protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado 
se sustraiga a la acción de la justicia. 
 
 
D.O.F. 15 DE AGOSTO DE 2008. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan el presente decreto. 
 
 
D.O.F. 29 DE AGOSTO DE 2008. 
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Único.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 26 DE SEPTIEMBRE DE 2008. 
 
Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. Las Legislaturas de los Estados deberán realizar las adecuaciones que correspondan a 
sus Constituciones Locales, así como a su legislación secundaria en un plazo máximo de treinta 
días naturales contados a partir del inicio de la vigencia de este Decreto. 
 
 
D.O.F. 30 DE ABRIL DE 2009. 
 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO NOVENO AL ARTÍCULO 4o.; SE REFORMA LA 
FRACCIÓN XXV Y SE ADICIONA UNA FRACCIÓN XXIX-Ñ AL ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. Todos los actos jurídicos emitidos y fundamentados en las leyes anteriores y en la Ley 
Federal del Derecho de Autor vigente, tales como registros de obras y contratos, reservas de 
derechos otorgadas, resoluciones a procedimientos entre otros, así como los celebrados entre 
particulares, contratos, convenios, sucesiones testamentarias, conservarán su validez. 
 
 
D.O.F. 30 DE ABRIL DE 2009. 
 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-O AL ARTÍCULO 73 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El Congreso de la Unión deberá expedir la ley en la materia en un plazo no mayor de 
12 meses, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Tercero.- En tanto el Congreso de la Unión expide la ley respectiva a la facultad que se otorga en 
este Decreto, continuarán vigentes las disposiciones que sobre la materia hayan dictado las 
legislaturas de las entidades federativas, en tratándose de datos personales en posesión de 
particulares. 
 
 
D.O.F. 4 DE MAYO DE 2009. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. Las legislaciones en materia de secuestro de las entidades federativas, continuarán en 
vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad conferida en el artículo 73, 
fracción XXI, de esta Constitución. Los procesos penales iniciados con fundamento en dichas 
legislaciones, así como las sentencias emitidas con base en las mismas, no serán afectados por 
la entrada en vigor de la legislación general. Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, 
respectivamente, conforme a las disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de esta 
última. 
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D.O.F. 1 DE JUNIO DE 2009. 
 
Artículo Único.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2009. 
 
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 24 DE AGOSTO DE 2009. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. Las disposiciones que contravengan el presente Decreto quedarán sin 
efecto. 
 
Segundo. Las remuneraciones que en el actual ejercicio sean superiores a la máxima establecida 
en el presente Decreto, deberán ser ajustadas o disminuidas en los presupuestos de egresos 
correspondientes al ejercicio fiscal del año siguiente a aquél en que haya entrado en vigor el 
presente Decreto. 
 
Tercero. A partir del ejercicio fiscal del año siguiente a aquél en que haya entrado en vigor el 
presente Decreto las percepciones de los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
los magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, los magistrados de 
Circuito, los jueces de Distrito, los consejeros de la Judicatura Federal, los integrantes del 
Consejo General del Instituto Federal Electoral y los magistrados y jueces de los Poderes 
Judiciales Estatales, que actualmente estén en funciones, se sujetarán a lo siguiente: 
 
a) Las retribuciones nominales señaladas en los presupuestos vigentes superiores al monto 
máximo previsto en la base II del artículo 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, se mantendrán durante el tiempo que dure su encargo. 
 
b) Las remuneraciones adicionales a las nominales, tales como gratificaciones, premios, 
recompensas, bonos, estímulos, comisiones, compensaciones, y cualquier remuneración en 
dinero o especie, sólo se podrán mantener en la medida en que la remuneración total no exceda 
el máximo establecido en la base II del artículo 127 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
 
c) Los incrementos a las retribuciones nominales o adicionales sólo podrán realizarse si la 
remuneración total no excede el monto máximo antes referido. 
 
Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, en el ámbito de su competencia, deberán expedir o adecuar la legislación, de 
conformidad con los términos del presente Decreto, dentro de un plazo de 180 días naturales 
siguientes a su entrada en vigor. 
 
Quinto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, en el ámbito de su competencia, deberán tipificar y sancionar penal y 
administrativamente las conductas de los servidores públicos cuya finalidad sea eludir lo 
dispuesto en el presente Decreto, dentro de un plazo de 180 días naturales siguientes a su 
entrada en vigor. 
 
 
D.O.F. 27 DE ABRIL DE 2010. 
 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 51 

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 29 DE JULIO DE 2010. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar las adecuaciones legislativas que 
correspondan en un plazo máximo de un año contado a partir del inicio de la vigencia de este 
Decreto. 
 
 
D.O.F. 13 DE ABRIL DE 2011. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 6 DE JUNIO DE 2011. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor a los 120 días de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión expedirá las reformas legales correspondientes dentro de los 
120 días posteriores a la publicación del presente Decreto. 
 
Tercero. Los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor del presente 
Decreto, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones 
aplicables vigentes a su inicio, salvo por lo que se refiere a las disposiciones relativas al 
sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como el cumplimiento y 
ejecución de las sentencias de amparo. 
 
Cuarto. Para la integración de jurisprudencia por reiteración no se tomarán en cuenta las tesis 
aprobadas en los asuntos resueltos conforme a lo dispuesto en las disposiciones vigentes con 
anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 10 DE JUNIO DE 2011. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. La ley a que se refiere el tercer párrafo del artículo 1o. constitucional sobre reparación 
deberá ser expedida en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor del 
presente decreto. 
 
Tercero. La ley a que se refiere el artículo 11 constitucional sobre el asilo, deberá ser expedida en 
un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. 
 
Cuarto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 29 constitucional en 
materia de suspensión del ejercicio de los derechos y las garantías, en un plazo máximo de un 
año, contado a partir del inicio de la vigencia de este decreto. 
 
Quinto. El Congreso de la Unión expedirá la Ley Reglamentaria del artículo 33 constitucional, en 
materia de expulsión de extranjeros en un plazo máximo de un año contado a partir del inicio de 
la vigencia de este decreto. En tanto se expida la ley referida, este artículo se seguirá aplicando 
en los términos del texto vigente. 
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Sexto. Los casos previstos en el segundo párrafo del artículo 97 constitucional, que estén 
pendientes de resolución al momento de entrar en vigor la reforma, los continuará 
desahogando la Suprema Corte de Justicia de la Nación hasta su conclusión. 
 
Séptimo. En lo que se refiere al Apartado B del artículo 102 constitucional y a la autonomía de los 
organismos locales de derechos humanos, las legislaturas locales deberán realizar las 
adecuaciones que correspondan en un plazo máximo de un año contados (sic) a partir del inicio 
de la vigencia de este decreto. 
 
Octavo. El Congreso de la Unión adecuará la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos en un plazo máximo de un año, contado a partir del inicio de la vigencia de este 
decreto. 
 
Noveno. Se derogan todas las disposiciones que contravengan el presente decreto. 
 
 
D.O.F. 14 DE JULIO DE 2011. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley General para Prevenir y Sancionar la 
Trata de Personas, en un plazo no mayor a los 180 días siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 17 DE AGOSTO DE 2011. 
 
ÚNICO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 
 
 
D.O.F. 12 DE OCTUBRE DE 2011. 
 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PÁRRAFO DECIMO AL ARTÍCULO 4o. Y SE REFORMA 
LA FRACCIÓN XXIX-J DEL ARTICULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. 
 
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. En el plazo de un año, a partir de la publicación del presente Decreto, el Congreso de 
la Unión expedirá la legislación general reglamentaria del artículo cuarto constitucional en 
materia de cultura física y deporte 
 
 
D.O.F. 12 DE OCTUBRE DE 2011. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS PÁRRAFOS SEXTO Y SÉPTIMO DEL ARTÍCULO 4o. Y 
SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-P AL ARTÍCULO 73, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 13 DE OCTUBRE DE 2011. 
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ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 8 DE FEBRERO DE 2012. 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El Congreso de la Unión, contará con un plazo de 180 días para incorporar las 
disposiciones relativas al derecho a un medio ambiente sano y las responsabilidades por el daño 
y deterioro ambiental. 
 
Tercero.- El Congreso de la Unión, contará con un plazo de 360 días para emitir una Ley General 
de Aguas. 
 
 
D.O.F. 9 DE FEBRERO DE 2012. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. La obligatoriedad del Estado de garantizar la educación media superior, como deber 
del mismo de ofrecer un lugar para cursarla a quien teniendo la edad típica hubiera concluido la 
educación básica, se realizará de manera gradual y creciente a partir del ciclo escolar 2012-2013 y 
hasta lograr la cobertura total en sus diversas modalidades en el país a más tardar en el ciclo 
escolar 2021-2022, con la concurrencia presupuestal de la Federación y de las entidades 
federativas, y en los términos establecidos en los instrumentos del Sistema Nacional y los 
Sistemas Estatales de Planeación Democrática del Desarrollo. 
 
Tercero. Para dar cumplimiento al principio de obligatoriedad, en los presupuestos federal, de 
las entidades federativas y de los municipios, se incluirán los recursos necesarios; asimismo, se 
establecerán los mecanismos para impulsar la implementación de presupuestos plurianuales 
que aseguren a largo plazo los recursos económicos crecientes para infraestructura de la 
educación media superior. 
 
Cuarto. Dentro de los 180 días siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso 
de la Unión y las legislaturas de los estados, deberán adecuar en el ámbito de sus respectivas 
competencias, la Ley General de Educación y demás disposiciones legales aplicables en la 
materia. 
 
 
D.O.F. 25 DE JUNIO DE 2012. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar las reformas a las leyes secundarias que 
correspondan en un plazo máximo de hasta seis meses, contados a partir del día siguiente de la 
entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Tercero. Las autoridades federales podrán ejercer la facultad de atracción a que se refiere el 
presente Decreto, después de la entrada en vigor de las reformas a la ley secundaria, que al 
efecto expida el Honorable Congreso de la Unión. 
 
 
D.O.F. 9 DE AGOSTO DE 2012. 
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ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación para hacer cumplir 
lo dispuesto en el presente Decreto, a más tardar en un año contando a partir de la entrada en 
vigor del mismo. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Los Congresos de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
deberán realizar las adecuaciones necesarias a su legislación secundaria, derivadas del presente 
Decreto en un plazo no mayor a un año, contado a partir de su entrada en vigor. 
 
ARTÍCULO CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 15 DE OCTUBRE DE 2012. 
 
ÚNICO. La presente reforma entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, y quedarán derogadas todas las disposiciones normativas que 
contravengan a este decreto. 
 
 
D.O.F. 30 DE NOVIEMBRE DE 2012. 
 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 26 DE FEBRERO DE 2013. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Ejecutivo Federal someterá a la Cámara de Senadores las ternas para la designación 
de los integrantes de la Junta de Gobierno del Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación, en un plazo máximo de sesenta días naturales a partir de la publicación del presente 
Decreto en el Diario Oficial de la Federación, que deberá recaer en personas con capacidad y 
experiencia en las materias de la competencia del Instituto. 
 
Para asegurar la renovación escalonada de los integrantes, los primeros nombramientos se 
realizarán por los periodos siguientes: 
 
I. Dos nombramientos por un periodo de cinco años; 
 
II. Dos nombramientos por un periodo de seis años, y 
 
III. Un nombramiento por un periodo de siete. 
 
El Ejecutivo Federal deberá determinar el periodo que corresponda a cada uno de los miembros, 
al someter su designación a la aprobación de la Cámara de Senadores. 
 
Para la conformación de la Primera Junta de Gobierno del Instituto, el Ejecutivo Federal 
someterá a la aprobación de la Cámara de Senadores cinco ternas para que de entre ellas se 
designen a los cinco integrantes que la constituirán. La presentación de ternas en el futuro 
corresponderá a la renovación escalonada que precisa el párrafo segundo de este artículo. 
 
El primer Presidente de la Junta de Gobierno del Instituto durará en su encargo cuatro años. 
 
Tercero. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación, así como las reformas a la Ley General de Educación correspondientes, a más 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 55 

tardar en un plazo de seis meses contado a partir de la fecha de publicación del presente 
Decreto. 
 
En tanto el Congreso de la Unión expide la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la 
Educación, el Instituto Nacional creado por este Decreto ejercerá sus atribuciones y 
competencia conforme al Decreto por el que se reforma el diverso por el que se crea el Instituto 
Nacional para la Evaluación de la Educación, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 
16 de mayo de 2012, en lo que no se oponga al presente Decreto. Para estos efectos, las 
atribuciones previstas en dicho ordenamiento para el Órgano de Gobierno y la Junta Técnica 
serán ejercidas por la Junta de Gobierno del Instituto, y las de la Presidencia por el Presidente de 
la Junta de Gobierno. 
 
Cuarto. Los recursos materiales y financieros, así como los trabajadores adscritos al organismo 
descentralizado Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, pasan a formar parte del 
Instituto que se crea en los términos del presente Decreto. 
 
Quinto. Para el debido cumplimiento de lo dispuesto por los artículos 3o. y 73, fracción XXV, de 
esta Constitución, el Congreso de la Unión y las autoridades competentes deberán prever al 
menos lo siguiente: 
 
I. La creación de un Sistema de Información y Gestión Educativa. Al efecto, durante el año 2013 el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía realizará un censo de escuelas, maestros y alumnos, 
que permita a la autoridad tener en una sola plataforma los datos necesarios para la operación 
del sistema educativo y que, a su vez, permita una comunicación directa entre los directores de 
escuela y las autoridades educativas; 
 
II. El uso de la evaluación del desempeño docente para dar mayor pertinencia y capacidades al 
sistema nacional de formación, actualización, capacitación y superación profesional para 
maestros, en el marco de la creación de un servicio profesional docente. La evaluación de los 
maestros debe tener, como primer propósito, el que ellos y el sistema educativo cuenten con 
referentes bien fundamentados para la reflexión y el diálogo conducentes a una mejor práctica 
profesional. El sistema educativo deberá otorgar los apoyos necesarios para que los docentes 
puedan, prioritariamente, desarrollar sus fortalezas y superar sus debilidades, y 
 
III. Las adecuaciones al marco jurídico para: 
 
a) Fortalecer la autonomía de gestión de las escuelas ante los órdenes de gobierno que 
corresponda con el objetivo de mejorar su infraestructura, comprar materiales educativos, 
resolver problemas de operación básicos y propiciar condiciones de participación para que 
alumnos, maestros y padres de familia, bajo el liderazgo del director, se involucren en la 
resolución de los retos que cada escuela enfrenta. 
 
b) Establecer en forma paulatina y conforme a la suficiencia presupuestal escuelas de tiempo 
completo con jornadas de entre 6 y 8 horas diarias, para aprovechar mejor el tiempo disponible 
para el desarrollo académico, deportivo y cultural. En aquellas escuelas que lo necesiten, 
conforme a los índices de pobreza, marginación y condición alimentaria se impulsarán 
esquemas eficientes para el suministro de alimentos nutritivos a los alumnos a partir de 
microempresas locales, y 
 
c) Prohibir en todas las escuelas los alimentos que no favorezcan la salud de los educandos. 
 
Al efecto, el Poder Legislativo hará las adecuaciones normativas conducentes y preverá en ellas 
los elementos que permitan al Ejecutivo Federal instrumentar esta medida. El Ejecutivo Federal 
la instrumentará en un plazo de 180 días naturales, contados a partir del día siguiente al de la 
entrada en vigor de las normas que al efecto expida el Congreso de la Unión. 
 
Sexto. Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan el presente Decreto. 
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D.O.F. 5 DE JUNIO DE 2013. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. El Ejecutivo Federal tendrá un plazo de 16 meses para iniciar las leyes reglamentarias 
pertinentes a la presente reforma. 
 
 
D.O.F. 11 DE JUNIO DE 2013. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. Las medidas de fomento a la competencia en televisión, radio, telefonía y servicios 
de datos, deberán aplicarse en todos los segmentos de forma que se garantice en su conjunto la 
competencia efectiva en la radiodifusión y telecomunicaciones. 
 
TERCERO. El Congreso de la Unión realizará las adecuaciones necesarias al marco jurídico 
conforme al presente Decreto dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes a su 
entrada en vigor, y deberá: 
 
I. Establecer tipos penales especiales que castiguen severamente prácticas monopólicas y 
fenómenos de concentración; 
 
II. Regular el organismo público a que se refiere el artículo 6o. que se adiciona en virtud del 
presente Decreto. Pasarán a este organismo público los recursos humanos, financieros y 
materiales del organismo descentralizado denominado Organismo Promotor de Medios 
Audiovisuales; 
 
III. Establecer los mecanismos para homologar el régimen de permisos y concesiones de 
radiodifusión, a efecto de que únicamente existan concesiones, asegurando una diversidad de 
medios que permita distinguir las concesiones de uso comercial, público, privado y social que 
incluyen las comunitarias e indígenas; 
 
IV. Regular el derecho de réplica; 
 
V. Establecer la prohibición de difundir publicidad engañosa o subrepticia; 
 
VI. Establecer los mecanismos que aseguren la promoción de la producción nacional 
independiente; 
 
VII. Establecer prohibiciones específicas en materia de subsidios cruzados o trato preferencial, 
consistentes con los principios de competencia, para el efecto de que los operadores de 
radiodifusión o telecomunicaciones no otorguen subsidios a los servicios que proporcionan, por 
sí o a través de sus empresas subsidiarias, filiales, afiliadas o que pertenezcan al mismo grupo de 
interés económico. Cada concesionario deberá fijar tarifas mínimas, consistentes con los 
principios de competencia, para la emisión de anuncios, las cuales serán presentadas ante la 
autoridad para su registro público; 
 
VIII. Determinar los criterios conforme a los cuales el Instituto Federal de Telecomunicaciones 
otorgará las autorizaciones para el acceso a la multiprogramación, bajo los principios de 
competencia y calidad, garantizado el derecho a la información y atendiendo de manera 
particular la concentración nacional y regional de frecuencias, incluyendo en su caso, el pago de 
las contraprestaciones debidas; 
 
IX. Crear un Consejo Consultivo del Instituto Federal de Telecomunicaciones, integrado por 
miembros honorarios y encargado de fungir como órgano asesor en la observancia de los 
principios establecidos en los artículos 6o. y 7o. constitucionales, y 
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X. Aprobar las leyes, reformas y adiciones que deriven del presente Decreto. 
 
CUARTO. En el mismo plazo referido en el artículo anterior, el Congreso de la Unión deberá 
expedir un solo ordenamiento legal que regule de manera convergente, el uso, 
aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, las redes de telecomunicaciones, así 
como la prestación de servicios de radiodifusión y telecomunicaciones. 
 
La ley establecerá que las concesiones serán únicas, de forma que los concesionarios puedan 
prestar todo tipo de servicios a través de sus redes, siempre que cumplan con las obligaciones y 
contraprestaciones que les imponga el Instituto Federal de Telecomunicaciones y en su caso, las 
contraprestaciones correspondientes. 
 
El Instituto Federal de Telecomunicaciones, una vez que haya determinado los concesionarios 
que tienen el carácter de agente económico preponderante en términos de la fracción III del 
artículo Octavo Transitorio de este Decreto, establecerá, dentro de los sesenta días naturales 
siguientes, mediante lineamientos de carácter general, los requisitos, términos y condiciones 
que los actuales concesionarios de radiodifusión, telecomunicaciones y telefonía deberán 
cumplir para que se les autorice la prestación de servicios adicionales a los que son objeto de su 
concesión o para transitar al modelo de concesión única, siempre que se encuentren en 
cumplimiento de las obligaciones previstas en las leyes y en sus títulos de concesión. La 
autorización a que se refiere este párrafo podrá otorgarse a los agentes económicos 
preponderantes sólo cuando se encuentren en cumplimiento de las medidas que se les hayan 
impuesto conforme a lo previsto en las fracciones III y IV del artículo Octavo Transitorio de este 
Decreto. El Instituto deberá resolver sobre la procedencia o improcedencia de las autorizaciones 
a que se refiere este párrafo dentro de los sesenta días naturales siguientes a la presentación de 
las solicitudes respectivas y, en el primer caso, determinará las contraprestaciones 
correspondientes. 
 
QUINTO. A la entrada en vigor del presente Decreto se permitirá la inversión extranjera directa 
hasta el cien por ciento en telecomunicaciones y comunicación vía satélite. 
 
Se permitirá la inversión extranjera directa hasta un máximo del cuarenta y nueve por ciento en 
radiodifusión. Dentro de este máximo de inversión extranjera se estará a la reciprocidad que 
exista en el país en el que se encuentre constituido el inversionista o el agente económico que 
controle en última instancia a éste, directa o indirectamente. 
 
La transición digital terrestre culminará el 31 de diciembre de 2015. Los Poderes de la Unión 
estarán obligados a promover, en el ámbito de sus competencias, la implementación de equipos 
receptores y decodificadores necesarios para la adopción de esta política de gobierno 
garantizando, a su vez, los recursos presupuestales que resulten necesarios. Los concesionarios y 
permisionarios están obligados a devolver, en cuanto culmine el proceso de transición a la 
televisión digital terrestre, las frecuencias que originalmente les fueron concesionadas por el 
Estado, a fin de garantizar el uso eficiente del espectro radioeléctrico, la competencia y el uso 
óptimo de la banda de 700 MHz. 
 
SEXTO. Con el objeto de asegurar el escalonamiento en el cargo de los Comisionados de la 
Comisión Federal de Competencia Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones, los 
primeros Comisionados nombrados en cada uno de esos órganos concluirán su encargo el 
último día de febrero de los años 2016, 2017, 2018, 2019, 2020, 2021 y 2022. 
 
El Ejecutivo Federal, al someter los nombramientos a la ratificación del Senado de la República, 
señalará los periodos respectivos. 
 
Para los nombramientos de los primeros Comisionados, tanto de la Comisión Federal de 
Competencia Económica como del Instituto Federal de Telecomunicaciones, deberá observarse 
lo siguiente: 
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I. El Comité de Evaluación a que se refiere el artículo 28 de la Constitución deberá enviar al 
Ejecutivo Federal las listas de aspirantes respectivas, dentro de los sesenta días naturales 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto; 
 
II. Una vez recibidas las listas, el Ejecutivo Federal deberá remitir sus propuestas al Senado de la 
República dentro de los diez días naturales siguientes; 
 
III. El Senado de la República, una vez reunido, contará con un plazo de diez días naturales para 
resolver sobre la propuesta, y 
 
IV. En caso de que respecto de una misma vacante el Senado de la República no apruebe en dos 
ocasiones la designación del Ejecutivo Federal, corresponderá a éste la designación directa del 
comisionado respectivo, a partir de la lista de aspirantes presentada por el Comité de Evaluación 
a que se refiere el artículo 28 de la Constitución. 
 
SÉPTIMO. En tanto se integran los órganos constitucionales conforme a lo dispuesto en el 
artículo Sexto Transitorio, continuarán en sus funciones, conforme al marco jurídico vigente a la 
entrada en vigor del presente Decreto, los órganos desconcentrados Comisión Federal de 
Competencia y Comisión Federal de Telecomunicaciones. Los recursos humanos, financieros y 
materiales de los órganos desconcentrados referidos pasarán a los órganos constitucionales que 
se crean por virtud de este Decreto. 
 
Los procedimientos iniciados con anterioridad a la integración de la Comisión Federal de 
Competencia Económica y del Instituto Federal de Telecomunicaciones, continuarán su trámite 
ante estos órganos en términos de la legislación aplicable al momento de su inicio. Las 
resoluciones que recaigan en estos procedimientos, sólo podrán ser impugnadas en términos 
de lo dispuesto por el presente Decreto mediante juicio de amparo indirecto. 
 
Asimismo, los juicios y recursos en trámite, continuarán hasta su conclusión conforme a la 
legislación vigente a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Si no se hubieren realizado las adecuaciones al marco jurídico previstas en el artículo Tercero 
Transitorio a la fecha de la integración de la Comisión Federal de Competencia Económica y del 
Instituto Federal de Telecomunicaciones, éstos ejercerán sus atribuciones conforme a lo 
dispuesto por el presente Decreto y, en lo que no se oponga a éste, en las leyes vigentes en 
materia de competencia económica, radiodifusión y telecomunicaciones. 
 
OCTAVO. Una vez constituido el Instituto Federal de Telecomunicaciones conforme a lo 
dispuesto en el artículo Sexto Transitorio, deberá observarse lo siguiente: 
 
I. Los concesionarios que presten servicios de televisión radiodifundida están obligados a 
permitir a los concesionarios de televisión restringida la retransmisión de su señal, de manera 
gratuita y no discriminatoria, dentro de la misma zona de cobertura geográfica, en forma 
íntegra, simultánea y sin modificaciones, incluyendo la publicidad y con la misma calidad de la 
señal que se radiodifunde. 
 
Los concesionarios que presten servicios de televisión restringida están obligados a retransmitir 
la señal de televisión radiodifundida, de manera gratuita y no discriminatoria, dentro de la 
misma zona de cobertura geográfica, en forma íntegra, simultánea y sin modificaciones, 
incluyendo la publicidad y con la misma calidad de la señal que se radiodifunde, e incluirla sin 
costo adicional en los servicios contratados por los suscriptores y usuarios. Los concesionarios de 
televisión restringida vía satélite, sólo deberán retransmitir obligatoriamente las señales 
radiodifundidas de cobertura del cincuenta por ciento o más del territorio nacional. Todos los 
concesionarios de televisión restringida deberán retransmitir las señales radiodifundidas por 
instituciones públicas federales. 
 
Los concesionarios de telecomunicaciones o de televisión radiodifundida que hayan sido 
declarados con poder sustancial en cualquiera de los mercados de telecomunicaciones o 
radiodifusión o como agentes económicos preponderantes en los términos de este Decreto, no 
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tendrán derecho a la regla de gratuidad de los contenidos de radiodifusión o de la retransmisión 
gratuita; lo que en ningún caso se reflejará como costo adicional en los servicios contratados por 
los suscriptores y usuarios. Estos concesionarios deberán acordar las condiciones y precios de 
los contenidos radiodifundidos o de la retransmisión. En caso de diferendo, el Instituto Federal 
de Telecomunicaciones determinará la tarifa bajo los principios de libre competencia y 
concurrencia. El Instituto Federal de Telecomunicaciones sancionará con la revocación de la 
concesión a los agentes económicos preponderantes o con poder sustancial que se beneficien 
directa o indirectamente de la regla de gratuidad, a través de otros concesionarios, sin perjuicio 
del pago de las contraprestaciones que correspondan. También se revocará la concesión a estos 
últimos. 
 
Las obligaciones de ofrecer y retransmitir gratuitamente los contenidos radiodifundidos 
perderán su vigencia simultáneamente cuando existan condiciones de competencia en los 
mercados de radiodifusión y telecomunicaciones. Esta declaración será realizada por el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones en los términos que establezca la ley. En este caso, los 
concesionarios estarán en libertad de acordar los precios y condiciones de la retransmisión de 
contenidos radiodifundidos. En caso de diferendo el Instituto Federal de Telecomunicaciones 
determinará la tarifa que deberá estar orientada a costos. 
 
II. Para dar cabal cumplimiento al Programa de Licitación y Adjudicación de Frecuencias de 
Televisión Radiodifundida Digital, el Instituto Federal de Telecomunicaciones publicará, en un 
plazo no mayor a ciento ochenta días naturales a partir de su integración, las bases y 
convocatorias para licitar nuevas concesiones de frecuencias de televisión radiodifundida que 
deberán ser agrupadas a efecto de formar por lo menos dos nuevas cadenas de televisión con 
cobertura nacional, bajo los principios de funcionamiento eficiente de los mercados, máxima 
cobertura nacional de servicios, derecho a la información y función social de los medios de 
comunicación, y atendiendo de manera particular las barreras de entrada y las características 
existentes en el mercado de televisión abierta. No podrán participar en las licitaciones aquellos 
concesionarios o grupos relacionados con vínculos de tipo comercial, organizativo, económico o 
jurídico, que actualmente acumulen concesiones para prestar servicios de radiodifusión de 12 
MHz de espectro radioeléctrico o más en cualquier zona de cobertura geográfica. 
 
III. El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá determinar la existencia de agentes 
económicos preponderantes en los sectores de radiodifusión y de telecomunicaciones, e 
impondrá las medidas necesarias para evitar que se afecte la competencia y la libre 
concurrencia y, con ello, a los usuarios finales. Dichas medidas se emitirán en un plazo no mayor 
a ciento ochenta días naturales contados a partir de su integración, e incluirán en lo aplicable, 
las relacionadas con información, oferta y calidad de servicios, acuerdos en exclusiva, 
limitaciones al uso de equipos terminales entre redes, regulación asimétrica en tarifas e 
infraestructuras de red, incluyendo la desagregación de sus elementos esenciales y, en su caso, 
la separación contable, funcional o estructural de dichos agentes. 
 
Para efectos de lo dispuesto en este Decreto, se considerará como agente económico 
preponderante, en razón de su participación nacional en la prestación de los servicios de 
radiodifusión o telecomunicaciones, a cualquiera que cuente, directa o indirectamente, con una 
participación nacional mayor al cincuenta por ciento, medido este porcentaje ya sea por el 
número de usuarios, suscriptores, audiencia, por el tráfico en sus redes o por la capacidad 
utilizada de las mismas, de acuerdo con los datos con que disponga el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones. 
 
Las obligaciones impuestas al agente económico preponderante se extinguirán en sus efectos 
por declaratoria del Instituto Federal de Telecomunicaciones una vez que conforme a la ley 
existan condiciones de competencia efectiva en el mercado de que se trate. 
 
IV. El Instituto Federal de Telecomunicaciones, en un plazo no mayor a ciento ochenta días 
naturales contados a partir de su integración, establecerá las medidas que permitan la 
desagregación efectiva de la red local del agente preponderante en telecomunicaciones de 
manera que otros concesionarios de telecomunicaciones puedan acceder, entre otros, a los 
medios físicos, técnicos y lógicos de conexión entre cualquier punto terminal de la red pública 
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de telecomunicaciones y el punto de acceso a la red local pertenecientes a dicho agente. Estas 
medidas también serán aplicables al agente económico con poder sustancial en el mercado 
relevante de servicios al usuario final. 
 
Las medidas a que se refiere el párrafo anterior deberán considerar como insumo esencial todos 
los elementos necesarios para la desagregación efectiva de la red local. En particular, los 
concesionarios podrán elegir los elementos de la red local que requieran del agente 
preponderante y el punto de acceso a la misma. Las citadas medidas podrán incluir la 
regulación de precios y tarifas, condiciones técnicas y de calidad, así como su calendario de 
implantación con el objeto de procurar la cobertura universal y el aumento en la penetración de 
los servicios de telecomunicaciones. 
 
V. El Instituto Federal de Telecomunicaciones revisará, dentro de los ciento ochenta días 
naturales siguientes a su integración, los títulos de concesión vigentes, a efecto de verificar el 
cumplimiento de sus términos, condiciones y modalidades. 
 
VI. En un plazo de ciento ochenta días naturales siguientes a su integración, el Instituto Federal 
de Telecomunicaciones recabará la información necesaria a fin de constituir el Registro Público 
de Concesiones a que se refiere el artículo 28 de la Constitución. 
 
NOVENO. En relación con las resoluciones a que se refieren las fracciones III y IV del artículo 
anterior, se estará a lo siguiente: 
 
I. Se pronunciarán de conformidad con el procedimiento que establezca la legislación vigente 
en la fecha de su emisión y a falta de disposición expresa, conforme a la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo; 
 
II. Únicamente podrán ser impugnadas mediante el juicio de amparo indirecto y no serán objeto 
de suspensión, tal y como lo establece el artículo 28 de la Constitución, reformado en virtud del 
presente Decreto. Las normas generales aplicadas durante el procedimiento y los actos 
intraprocesales sólo podrán reclamarse en el amparo promovido contra la resolución referida, y 
 
III. No admitirán recurso administrativo alguno y solamente podrán ser impugnadas a través del 
juicio de amparo indirecto en los términos de la fracción anterior. 
 
El incumplimiento de las medidas contempladas en las citadas resoluciones será sancionado en 
términos de las disposiciones aplicables. El incumplimiento a la separación contable, funcional o 
estructural dará lugar a la revocación de los títulos de concesión. 
 
DÉCIMO. Los medios públicos que presten el servicio de radiodifusión deberán contar con 
independencia editorial; autonomía de gestión financiera; garantías de participación ciudadana; 
reglas claras para la transparencia y rendición de cuentas; defensa de sus contenidos; opciones 
de financiamiento; pleno acceso a tecnologías, y reglas para la expresión de diversidades 
ideológicas, étnicas y culturales. 
 
DÉCIMO PRIMERO. Para que la publicidad en radio y televisión sea equilibrada, la ley dotará al 
Instituto Federal de Telecomunicaciones de atribuciones para vigilar el cumplimiento de los 
tiempos máximos que la misma señale para la transmisión de mensajes comerciales. 
 
La ley deberá asegurar que la programación dirigida a la población infantil respete los valores y 
principios a que se refiere el artículo 3o. de la Constitución, así como las normas en materia de 
salud y establecerá lineamientos específicos que regulen la publicidad pautada en la 
programación destinada al público infantil. El Instituto contará con facultades para supervisar su 
cumplimiento. 
 
Asimismo, corresponderá al Instituto resolver cualquier desacuerdo en materia de retransmisión 
de contenidos, con excepción de la materia electoral. 
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DÉCIMO SEGUNDO. El Consejo de la Judicatura Federal deberá establecer Tribunales 
Colegiados de Circuito y Juzgados de Distrito especializados en materia de competencia 
económica, radiodifusión y telecomunicaciones, en un plazo no mayor a sesenta días naturales 
contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
El Consejo de la Judicatura Federal emitirá acuerdos de carácter general en los que se preverán 
la forma de asignación de los asuntos y la rotación de jueces y magistrados especializados que 
conocerán de los mismos, así como las medidas pertinentes para garantizar la independencia, 
objetividad e imparcialidad de los juzgados y tribunales a que se refiere el párrafo anterior. 
 
DÉCIMO TERCERO. La Cámara de Diputados, en el Presupuesto de Egresos de la Federación, 
aprobará las disposiciones necesarias para dotar de suficiencia presupuestaria a los órganos 
reguladores a que se refiere este Decreto para el desempeño de sus funciones, así como las 
previsiones presupuestarias para el buen funcionamiento del organismo a que se refiere el 
artículo 6o., Apartado B, fracción V, de la Constitución. 
 
DÉCIMO CUARTO. El Ejecutivo Federal tendrá a su cargo la política de inclusión digital universal, 
en la que se incluirán los objetivos y metas en materia de infraestructura, accesibilidad y 
conectividad, tecnologías de la información y comunicación, y habilidades digitales, así como los 
programas de gobierno digital, gobierno y datos abiertos, fomento a la inversión pública y 
privada en aplicaciones de telesalud, telemedicina y Expediente Clínico Electrónico y desarrollo 
de aplicaciones, sistemas y contenidos digitales, entre otros aspectos. 
 
Dicha política tendrá, entre otras metas, que por lo menos 70 por ciento de todos los hogares y 
85 por ciento de todas las micros, pequeñas y medianas empresas a nivel nacional, cuenten con 
accesos con una velocidad real para descarga de información de conformidad con el promedio 
registrado en los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos. Esta característica deberá ser ofrecida a precios competitivos internacionalmente. 
 
El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá realizar las acciones necesarias para 
contribuir con los objetivos de la política de inclusión digital universal. 
 
Asimismo, el Ejecutivo Federal elaborará las políticas de radiodifusión y telecomunicaciones del 
Gobierno Federal y realizará las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda 
ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal. Las entidades federativas harán lo propio en el ámbito de su competencia. 
 
DÉCIMO QUINTO. La Comisión Federal de Electricidad cederá totalmente a Telecomunicaciones 
de México su concesión para instalar, operar y explotar una red pública de telecomunicaciones y 
le transferirá todos los recursos y equipos necesarios para la operación y explotación de dicha 
concesión, con excepción de la fibra óptica, derechos de vía, torres, postería, edificios e 
instalaciones que quedarán a cargo de la Comisión Federal de Electricidad, garantizando a 
Telecomunicaciones de México el acceso efectivo y compartido a dicha infraestructura para su 
aprovechamiento eficiente, a fin de lograr el adecuado ejercicio de sus funciones y el 
cumplimiento de sus objetivos. Telecomunicaciones de México tendrá atribuciones y recursos 
para promover el acceso a servicios de banda ancha, planear, diseñar y ejecutar la construcción 
y el crecimiento de una robusta red troncal de telecomunicaciones de cobertura nacional, así 
como la comunicación vía satélite y la prestación del servicio de telégrafos. Lo anterior, de 
conformidad con los lineamientos y acuerdos emitidos por el Instituto Federal de 
Telecomunicaciones. 
 
DÉCIMO SEXTO. El Estado, a través del Ejecutivo Federal, en coordinación con el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones, garantizará la instalación de una red pública compartida de 
telecomunicaciones que impulse el acceso efectivo de la población a la comunicación de banda 
ancha y a los servicios de telecomunicaciones, de conformidad con los principios contenidos en 
el artículo 6o., Apartado B, fracción II del presente Decreto y las características siguientes: 
 
I. Iniciará la instalación antes de que concluya el año 2014, y estará en operación antes de que 
concluya el año 2018; 
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II. Contemplará el aprovechamiento de al menos 90 MHz del espectro liberado por la transición 
a la Televisión Digital Terrestre (banda 700 MHz), de los recursos de la red troncal de fibra óptica 
de la Comisión Federal de Electricidad y de cualquier otro activo del Estado que pueda utilizarse 
en la instalación y la operación de la red compartida; 
 
III. Podrá contemplar inversión pública o privada, identificando las necesidades presupuestales 
y, en su caso, las previsiones que deba aprobar la Cámara de Diputados; 
 
IV. Asegurará que ningún prestador de servicios de telecomunicaciones tenga influencia en la 
operación de la red; 
 
V. Asegurará el acceso a los activos requeridos para la instalación y operación de la red, así como 
el cumplimiento de su objeto y obligaciones de cobertura, calidad y prestación no 
discriminatoria de servicios; 
 
VI. Operará bajo principios de compartición de toda su infraestructura y la venta desagregada 
de todos sus servicios y capacidades, y prestará exclusivamente servicios a las empresas 
comercializadoras y operadoras de redes de telecomunicaciones, bajo condiciones de no 
discriminación y a precios competitivos. Los operadores que hagan uso de dicha compartición y 
venta desagregada se obligarán a ofrecer a los demás operadores y comercializadores las 
mismas condiciones que reciban de la red compartida, y 
 
VII. Promoverá que la política tarifaria de la red compartida fomente la competencia y que 
asegure la reinversión de utilidades para la actualización, el crecimiento y la cobertura universal. 
 
El Ejecutivo Federal, en el marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática, incluirá en 
los instrumentos programáticos respectivos, las acciones necesarias para el desarrollo de la red 
a que se refiere este artículo. 
 
DÉCIMO SÉPTIMO. En el marco del Sistema Nacional de Planeación Democrática, el Ejecutivo 
Federal incluirá en el Plan Nacional de Desarrollo y en los programas sectoriales, institucionales 
y especiales conducentes las siguientes acciones: 
 
I. El crecimiento de la red troncal prevista en el artículo Décimo Sexto Transitorio de este 
Decreto, ya sea mediante inversión pública, privada o mixta, para asegurar la máxima cobertura 
de servicios a la población; 
 
II. Un programa de banda ancha en sitios públicos que identifique el número de sitios a conectar 
cada año, hasta alcanzar la cobertura universal; 
 
III. Un estudio pormenorizado que identifique el mayor número posible de sitios públicos 
federales, ductos, postería y derechos de vía que deberán ser puestos a disposición de los 
operadores de telecomunicaciones y radiodifusión para agilizar el despliegue de sus redes. El 
programa deberá incluir la contraprestación que los concesionarios deberán pagar por el 
aprovechamiento correspondiente, bajo principios de acceso no discriminatorio y precios que 
promuevan el cumplimiento del derecho a que se refiere el artículo 6o., párrafo tercero, de la 
Constitución, siempre y cuando el concesionario ofrezca las mismas condiciones en el acceso a 
su propia infraestructura; 
 
IV. Un programa de trabajo para dar cabal cumplimiento a la política para la transición a la 
Televisión Digital Terrestre y los recursos presupuestales necesarios para ello, y 
 
V. Un Programa Nacional de Espectro Radioeléctrico que, de manera enunciativa y no limitativa, 
incluirá lo siguiente: 
 
a) Un programa de trabajo para garantizar el uso óptimo de las bandas 700 MHz y 2.5 GHz bajo 
principios de acceso universal, no discriminatorio, compartido y continuo, y 
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b) Un programa de trabajo para reorganizar el espectro radioeléctrico a estaciones de radio y 
televisión. 
 
El Instituto Federal de Telecomunicaciones deberá realizar las acciones necesarias para 
contribuir con los objetivos y metas fijados en el Plan Nacional de Desarrollo y demás 
instrumentos programáticos, relacionados con los sectores de radiodifusión y 
telecomunicaciones. 
 
DÉCIMO OCTAVO. Los derechos laborales de los trabajadores que presten sus servicios en las 
empresas y organismos dedicados a las actividades que comprende el presente Decreto se 
respetarán en todo momento de conformidad con la ley. 
 
 
D.O.F. 19 DE JULIO DE 2013. 
 
Único. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 30 DE SEPTIEMBRE DE 2013. 
 
PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. Quedará sin efecto toda disposición que contravenga el presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 8 DE OCTUBRE DE 2013. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación de conformidad con las disposiciones previstas en los artículos 
siguientes. 
 
SEGUNDO. La legislación única en las materias procedimental penal, de mecanismos 
alternativos de solución de controversias y de ejecución de penas que expida el Congreso de la 
Unión conforme al presente Decreto, entrará en vigor en toda la República a más tardar el día 
dieciocho de junio de dos mil dieciséis. 
 
La legislación vigente en las materias procedimental penal, de mecanismos alternativos de 
solución de controversias y de ejecución de penas expedida por el Congreso de la Unión, las 
legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal continuará en vigor 
hasta que inicie la vigencia de la legislación que respecto de cada una de dichas materias expida 
el Congreso de la Unión conforme al presente Decreto. 
 
TERCERO. Los procedimientos penales iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la 
legislación procedimental penal que establece el presente Decreto, serán concluidos conforme 
a las disposiciones vigentes al momento de iniciarse dichos procedimientos. 
 
 
D.O.F. 20 DE DICIEMBRE DE 2013. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. Los derechos laborales de los trabajadores que presten sus servicios en los 
organismos, las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal dedicadas a las 
actividades que comprende el presente Decreto se respetarán en todo momento de 
conformidad con la ley. 
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Tercero. La ley establecerá la forma y plazos, los cuales no podrán exceder dos años a partir de la 
publicación de este Decreto, para que los organismos descentralizados denominados Petróleos 
Mexicanos y Comisión Federal de Electricidad se conviertan en empresas productivas del 
Estado. En tanto se lleva a cabo esta transición, Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios quedan facultados para recibir asignaciones y celebrar los contratos a que se refiere 
el párrafo séptimo del artículo 27 que se reforma por este Decreto. Asimismo, la Comisión 
Federal de Electricidad podrá suscribir los contratos a que se refiere el párrafo sexto del artículo 
27 que se reforma por virtud de este Decreto. 
 
Cuarto. Dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente 
Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco 
jurídico, a fin de hacer efectivas las disposiciones del presente Decreto, entre ellas, regular las 
modalidades de contratación, que deberán ser, entre otras: de servicios, de utilidad o 
producción compartida, o de licencia, para llevar a cabo, por cuenta de la Nación, las actividades 
de exploración y extracción del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, 
incluyendo las que puedan realizar las empresas productivas del Estado con particulares, en 
términos de lo dispuesto por el artículo 27 de esta Constitución. En cada caso, el Estado definirá 
el modelo contractual que mejor convenga para maximizar los ingresos de la Nación. 
 
La ley establecerá las modalidades de las contraprestaciones que pagará el Estado a sus 
empresas productivas o a los particulares por virtud de las actividades de exploración y 
extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos que hagan por cuenta de la Nación. Entre 
otras modalidades de contraprestaciones, deberán regularse las siguientes: I) en efectivo, para 
los contratos de servicios; II) con un porcentaje de la utilidad, para los contratos de utilidad 
compartida; III) con un porcentaje de la producción obtenida, para los contratos de producción 
compartida; IV) con la transmisión onerosa de los hidrocarburos una vez que hayan sido 
extraídos del subsuelo, para los contratos de licencia, o V) cualquier combinación de las 
anteriores. La Nación escogerá la modalidad de contraprestación atendiendo siempre a 
maximizar los ingresos para lograr el mayor beneficio para el desarrollo de largo plazo. 
Asimismo, la ley establecerá las contraprestaciones y contribuciones a cargo de las empresas 
productivas del Estado o los particulares y regulará los casos en que se les impondrá el pago a 
favor de la Nación por los productos extraídos que se les transfieran. 
 
Quinto. Las empresas productivas del Estado que cuenten con una asignación o suscriban un 
contrato para realizar actividades de exploración y extracción de petróleo y demás 
hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, así como los particulares que suscriban un contrato 
con el Estado o alguna de sus empresas productivas del Estado, para el mismo fin, conforme a lo 
establecido en el presente Decreto, podrán reportar para efectos contables y financieros la 
asignación o contrato correspondiente y sus beneficios esperados, siempre y cuando se afirme 
en las asignaciones o contratos que el petróleo y todos los hidrocarburos sólidos, líquidos o 
gaseosos, que se encuentren en el subsuelo, son propiedad de la Nación. 
 
Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable a Petróleos Mexicanos y sus organismos 
subsidiarios durante el periodo de transición a que se refiere el transitorio tercero del presente 
Decreto. 
 
Sexto. La Secretaría del ramo en materia de Energía, con la asistencia técnica de la Comisión 
Nacional de Hidrocarburos, será la encargada de adjudicar a Petróleos Mexicanos las 
asignaciones a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución. 
 
El organismo deberá someter a consideración de la Secretaría del ramo en materia de Energía la 
adjudicación de las áreas en exploración y los campos que estén en producción, que esté en 
capacidad de operar, a través de asignaciones. Para lo anterior, deberá acreditar que cuenta con 
las capacidades técnicas, financieras y de ejecución necesarias para explorar y extraer los 
hidrocarburos de forma eficiente y competitiva. La solicitud se deberá presentar dentro de los 
noventa días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
La Secretaría del ramo en materia de Energía revisará la solicitud, con la asistencia técnica de la 
Comisión Nacional de Hidrocarburos, y emitirá la resolución correspondiente dentro del plazo de 
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ciento ochenta días naturales posteriores a la fecha de la solicitud de Petróleos Mexicanos, 
estableciendo en la misma la superficie, profundidad y vigencia de las asignaciones 
procedentes. Lo anterior tomando en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos: 
 
a) Para asignaciones de exploración de hidrocarburos: en las áreas en las que, a la fecha de 
entrada en vigor del presente Decreto, Petróleos Mexicanos haya realizado descubrimientos 
comerciales o inversiones en exploración, será posible que, con base en su capacidad de 
inversión y sujeto a un plan claramente establecido de exploración de cada área asignada, 
continúe con los trabajos en un plazo de tres años, prorrogables por un período máximo de dos 
años en función de las características técnicas del campo de que se trate y del cumplimiento de 
dicho plan de exploración, y en caso de éxito, que continúe con las actividades de extracción. De 
no cumplirse con el plan de exploración, el área en cuestión deberá revertirse al Estado. 
 
b) Para asignaciones de extracción de hidrocarburos: Petróleos Mexicanos mantendrá sus 
derechos en cada uno de los campos que se encuentren en producción a la fecha de entrada en 
vigor del presente Decreto. Deberá presentar un plan de desarrollo de dichos campos que 
incluya descripciones de los trabajos e inversiones a realizar, justificando su adecuado 
aprovechamiento y una producción eficiente y competitiva. 
 
Para la determinación de las características establecidas en cada asignación de extracción de 
hidrocarburos se considerará la coexistencia de distintos campos en un área determinada. Con 
base en lo anterior, se podrá establecer la profundidad específica para cada asignación, de 
forma que las actividades extractivas puedan ser realizadas, por separado, en aquellos campos 
que se ubiquen en una misma área pero a diferente profundidad, con el fin de maximizar el 
desarrollo de recursos prospectivos en beneficio de la Nación. 
 
En caso de que, como resultado del proceso de adjudicación de asignaciones para llevar a cabo 
las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o 
gaseosos a que hace mención este transitorio, se llegaran a afectar inversiones de Petróleos 
Mexicanos, éstas serán reconocidas en su justo valor económico en los términos que para tal 
efecto disponga la Secretaría del ramo en materia de Energía. El Estado podrá determinar una 
contraprestación al realizar una asignación. Las asignaciones no podrán ser transferidas sin 
aprobación de la Secretaría del ramo en materia de Energía. 
 
Petróleos Mexicanos podrá proponer a la Secretaría del ramo en materia de Energía, para su 
autorización, la migración de las asignaciones que se le adjudiquen a los contratos a que se 
refiere el artículo 27, párrafo séptimo, de esta Constitución. Para ello, la Secretaría del ramo en 
materia de Energía contará con la asistencia técnica de la Comisión Nacional de Hidrocarburos. 
 
En la migración de las asignaciones a contratos, cuando Petróleos Mexicanos elija contratar con 
particulares, a fin de determinar al particular contratista, la Comisión Nacional de Hidrocarburos 
llevará a cabo la licitación en los términos que disponga la ley. La ley preverá, al menos, que la 
Secretaría del ramo en materia de Energía establezca los lineamientos técnicos y contractuales, 
y que la Secretaría del ramo en materia de Hacienda será la encargada de establecer las 
condiciones fiscales. En estos casos, la administración del contrato estará sujeta a las mismas 
autoridades y mecanismos de control que aplicarán a los contratos suscritos por el Estado. 
 
Séptimo. Para promover la participación de cadenas productivas nacionales y locales, la ley 
establecerá, dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto, las bases y los porcentajes 
mínimos del contenido nacional en la proveeduría para la ejecución de las asignaciones y 
contratos a que se refiere el presente Decreto. 
 
La ley deberá establecer mecanismos para fomentar la industria nacional en las materias de 
este Decreto. 
 
Las disposiciones legales sobre contenido nacional deberán ajustarse a lo dispuesto en los 
tratados internacionales y acuerdos comerciales suscritos por México. 
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Octavo. Derivado de su carácter estratégico, las actividades de exploración y extracción del 
petróleo y de los demás hidrocarburos, así como el servicio público de transmisión y distribución 
de energía eléctrica, a que se refiere el presente Decreto se consideran de interés social y orden 
público, por lo que tendrán preferencia sobre cualquier otra que implique el aprovechamiento 
de la superficie y del subsuelo de los terrenos afectos a aquéllas. 
 
La ley preverá los términos y las condiciones generales de la contraprestación que se deberá 
cubrir por la ocupación o afectación superficial o, en su caso, la indemnización respectiva. 
 
Los títulos de concesiones mineras que se encuentren vigentes a la entrada en vigor de este 
Decreto y aquellos que se otorguen con posterioridad, no conferirán derechos para la 
exploración y extracción del petróleo y los demás hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, sin 
perjuicio de los derechos previstos en sus propias concesiones. Los concesionarios deberán 
permitir la realización de estas actividades. 
 
La ley preverá, cuando ello fuere técnicamente posible, mecanismos para facilitar la coexistencia 
de las actividades mencionadas en el presente transitorio con otras que realicen el Estado o los 
particulares. 
 
Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de 
la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico, a fin de establecer que los contratos y las 
asignaciones que el Estado suscriba con empresas productivas del Estado o con particulares 
para llevar a cabo, por cuenta de la Nación, las actividades de exploración y extracción del 
petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, serán otorgados a través de 
mecanismos que garanticen la máxima transparencia, por lo que se preverá que las bases y 
reglas de los procedimientos que se instauren al efecto, serán debidamente difundidas y 
públicamente consultables. 
 
Asimismo, la ley preverá y regulará: 
 
a) Que los contratos cuenten con cláusulas de transparencia, que posibiliten que cualquier 
interesado los pueda consultar; 
 
b) Un sistema de auditorías externas para supervisar la efectiva recuperación, en su caso, de los 
costos incurridos y demás contabilidad involucrada en la operación de los contratos, y 
 
c) La divulgación de las contraprestaciones, contribuciones y pagos previstos en los contratos. 
 
Décimo. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de 
la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico a fin de establecer, 
entre otras, las siguientes atribuciones de las dependencias y órganos de la Administración 
Pública Federal: 
 
a) A la Secretaría del ramo en materia de Energía: establecer, conducir y coordinar la política 
energética, la adjudicación de asignaciones y la selección de áreas que podrán ser objeto de los 
contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución, con la 
asistencia técnica de la Comisión Nacional de Hidrocarburos; el diseño técnico de dichos 
contratos y los lineamientos técnicos que deberán observarse en el proceso de licitación; así 
como el otorgamiento de permisos para el tratamiento y refinación del petróleo, y 
procesamiento de gas natural. En materia de electricidad, establecerá los términos de estricta 
separación legal que se requieren para fomentar el acceso abierto y la operación eficiente del 
sector eléctrico y vigilará su cumplimiento. 
 
b) A la Comisión Nacional de Hidrocarburos: la prestación de asesoría técnica a la Secretaría del 
ramo en materia de Energía; la recopilación de información geológica y operativa; la 
autorización de servicios de reconocimiento y exploración superficial; la realización de las 
licitaciones, asignación de ganadores y suscripción de los contratos para las actividades de 
exploración y extracción de hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos; la administración en 
materia técnica de asignaciones y contratos; la supervisión de los planes de extracción que 
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maximicen la productividad del campo en el tiempo, y la regulación en materia de exploración y 
extracción de hidrocarburos. 
 
c) A la Comisión Reguladora de Energía: en materia de hidrocarburos, la regulación y el 
otorgamiento de permisos para el almacenamiento, el transporte y la distribución por ductos de 
petróleo, gas, petrolíferos y petroquímicos; la regulación de acceso de terceros a los ductos de 
transporte y al almacenamiento de hidrocarburos y sus derivados, y la regulación de las ventas 
de primera mano de dichos productos. En materia de electricidad, la regulación y el 
otorgamiento de permisos para la generación, así como las tarifas de porteo para transmisión y 
distribución. 
 
d) A la Secretaría del ramo en materia de Hacienda, entre otras, el establecimiento de las 
condiciones económicas de las licitaciones y de los contratos a que se refiere el presente 
Decreto relativas a los términos fiscales que permitan a la Nación obtener en el tiempo ingresos 
que contribuyan a su desarrollo de largo plazo. 
 
La ley establecerá los actos u omisiones que den lugar a la imposición de sanciones, el 
procedimiento para ello, así como las atribuciones de cada dependencia u órgano para 
imponerlas y ejecutarlas. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de las demás facultades que a dichas autoridades les otorguen las 
leyes, en estas materias. 
 
La ley definirá los mecanismos para garantizar la coordinación entre los órganos reguladores en 
materia de energía y la Administración Pública Federal, para que, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, emitan sus actos y resoluciones de conformidad con las políticas 
públicas del Ejecutivo Federal. 
 
Décimo Primero. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el 
Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico a fin de regular las 
modalidades de contratación para que los particulares, por cuenta de la Nación, lleven a cabo, 
entre otros, el financiamiento, instalación, mantenimiento, gestión, operación y ampliación de la 
infraestructura necesaria para prestar el servicio público de transmisión y distribución de 
energía eléctrica, en términos de lo dispuesto en este Decreto. 
 
Décimo Segundo. Dentro del mismo plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, 
el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para que la Comisión 
Nacional de Hidrocarburos y la Comisión Reguladora de Energía, se conviertan en órganos 
reguladores coordinados en la materia, con personalidad jurídica propia, autonomía técnica y de 
gestión; asimismo, podrán disponer de los ingresos derivados de las contribuciones y 
aprovechamientos que la ley establezca por sus servicios en la emisión y administración de los 
permisos, autorizaciones, asignaciones y contratos, así como por los servicios relacionados con el 
Centro Nacional de Información de Hidrocarburos, que correspondan conforme a sus 
atribuciones, para financiar un presupuesto total que les permita cumplir con sus atribuciones. 
Para lo anterior, las leyes preverán, al menos: 
 
a) Que si al finalizar el ejercicio presupuestario, existiera saldo remanente de ingresos propios 
excedentes, la comisión respectiva instruirá su transferencia a un fideicomiso constituido para 
cada una de éstas por la Secretaría del ramo en materia de Energía, donde una institución de la 
banca de desarrollo operará como fiduciario. 
 
b) Que las comisiones respectivas instruirán al fiduciario la aplicación de los recursos de estos 
fideicomisos a la cobertura de gastos necesarios para cumplir con sus funciones en posteriores 
ejercicios respetando los principios a los que hace referencia el artículo 134 de esta Constitución 
y estando sujetos a la evaluación y el control de los entes fiscalizadores del Estado. 
 
c) En el caso de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, se dará prioridad al desarrollo y 
mantenimiento del Centro Nacional de Información de Hidrocarburos, mismo que contendrá al 
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menos la información de los estudios sísmicos, así como los núcleos de roca, obtenidos de los 
trabajos de exploración y extracción de hidrocarburos del país. 
 
Los fideicomisos no podrán acumular recursos superiores al equivalente de tres veces el 
presupuesto anual de la Comisión de que se trate, tomando como referencia el presupuesto 
aprobado para el último ejercicio fiscal. En caso de que existan recursos adicionales, éstos serán 
transferidos a la Tesorería de la Federación. 
 
Los fideicomisos a que hace referencia este transitorio estarán sujetos a las obligaciones en 
materia de transparencia conforme a la ley de la materia. Asimismo, cada Comisión deberá 
publicar en su sitio electrónico, por lo menos de manera trimestral, los recursos depositados en 
el fideicomiso respectivo, así como el uso y destino de dichos recursos y demás información que 
sea de interés público. 
 
La Cámara de Diputados realizará las acciones necesarias para proveer de recursos 
presupuestales a las comisiones, con el fin de que éstas puedan llevar a cabo su cometido. El 
Presupuesto aprobado deberá cubrir los capítulos de servicios personales, materiales y 
suministros, así como de servicios generales, necesarios para cumplir con sus funciones. 
 
Décimo Tercero. En el plazo de ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico, a fin de 
establecer que los comisionados de la Comisión Nacional de Hidrocarburos y de la Comisión 
Reguladora de Energía sólo podrán ser removidos de su encargo por las causas graves que se 
establezcan al efecto; que podrán ser designados, nuevamente, por única ocasión para cubrir un 
segundo período, y que su renovación se llevará a cabo de forma escalonada, a fin de asegurar el 
debido ejercicio de sus atribuciones. 
 
Los actuales comisionados concluirán los periodos para los que fueron nombrados, sujetándose 
a lo dispuesto en el párrafo anterior. Para nombrar a los comisionados de la Comisión Nacional 
de Hidrocarburos y de la Comisión Reguladora de Energía, el Presidente de la República 
someterá una terna a consideración del Senado, el cual, previa comparecencia de las personas 
propuestas, designará al comisionado que deberá cubrir la vacante. La designación se hará por 
el voto de las dos terceras partes de los miembros del Senado presentes, dentro del 
improrrogable plazo de treinta días. Si el Senado no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el 
cargo de comisionado la persona que, dentro de dicha terna, designe el Presidente de la 
República. 
 
En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la terna propuesta, el Presidente 
de la República, someterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. Si esta segunda terna 
fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de dicha terna designe el Presidente 
de la República. 
 
Se nombrarán dos nuevos comisionados por cada Comisión, de manera escalonada, en los 
términos de los dos párrafos anteriores. 
 
Décimo Cuarto. El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo será un 
fideicomiso público en el que el Banco de México fungirá como fiduciario. La Secretaría del ramo 
en materia de Hacienda realizará las acciones para la constitución y funcionamiento del 
fideicomiso público referido, una vez que se expidan las normas a que se refiere el transitorio 
cuarto del presente Decreto. 
 
El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo será el encargado de recibir 
todos los ingresos, con excepción de los impuestos, que correspondan al Estado Mexicano 
derivados de las asignaciones y contratos a que se refiere el párrafo séptimo del artículo 27 de 
esta Constitución. Los ingresos se administrarán y distribuirán conforme a la siguiente prelación 
y conforme se establezca en la ley para: 
 
1. Realizar los pagos establecidos en dichas asignaciones y contratos. 
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2. Realizar las transferencias a los Fondos de Estabilización de los Ingresos Petroleros y de 
Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas. Una vez que el Fondo de 
Estabilización de los Ingresos Petroleros, o su equivalente, haya alcanzado su límite máximo, los 
recursos asignados al Fondo se destinarán al ahorro de largo plazo mencionado en el numeral 5. 
Dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, 
el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico en 
materia del límite máximo del Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros y del Derecho 
sobre Hidrocarburos para el Fondo de Estabilización. 
 
3. Realizar las transferencias al Fondo de Extracción de Hidrocarburos; a los fondos de 
investigación en materia de hidrocarburos y sustentabilidad energética, y en materia de 
fiscalización petrolera. 
 
4. Transferir a la Tesorería de la Federación los recursos necesarios para que los ingresos 
petroleros del Gobierno Federal que se destinan a cubrir el Presupuesto de Egresos de la 
Federación de cada año, se mantengan en el cuatro punto siete por ciento del Producto Interno 
Bruto, que corresponde a la razón equivalente a la observada para los ingresos petroleros del 
año 2013. Para lo anterior, se consideran los rubros siguientes: Derecho ordinario sobre 
hidrocarburos, Derecho sobre hidrocarburos para el Fondo de Estabilización, Derecho 
extraordinario sobre exportación de petróleo crudo, Derecho para la investigación científica y 
tecnológica en materia de energía, Derecho para la fiscalización petrolera, Derecho sobre 
extracción de hidrocarburos, Derecho para regular y supervisar la exploración y explotación de 
hidrocarburos, Derecho especial sobre hidrocarburos y Derecho adicional sobre hidrocarburos. 
Para efectos del cumplimiento del monto establecido en este numeral, se considerarán 
incluidos los recursos transferidos acorde a los numerales 2 y 3. 
 
5. Destinar recursos al ahorro de largo plazo, incluyendo inversión en activos financieros. 
 
Únicamente cuando el saldo de las inversiones en ahorro público de largo plazo, sea igual o 
mayor al tres por ciento del Producto Interno Bruto del año previo al que se trate, el Comité 
Técnico del Fondo podrá destinar recursos del saldo acumulado del Fondo para lo siguiente: 
 
a) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del incremento observado el año anterior 
en el saldo del ahorro de largo plazo, al Fondo para el sistema de pensión universal conforme a 
lo que señale su ley; 
 
b) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del incremento observado el año anterior 
en el saldo del ahorro de largo plazo, para financiar proyectos de inversión en ciencia, tecnología 
e innovación, y en energías renovables; 
 
c) Hasta por un monto equivalente a treinta por ciento del incremento observado el año anterior 
en el saldo del ahorro de largo plazo, en fondear un vehículo de inversión especializado en 
proyectos petroleros, sectorizado en la Secretaría del ramo en materia de Energía y, en su caso, 
en inversiones en infraestructura para el desarrollo nacional, y 
 
d) Hasta por un monto equivalente a diez por ciento del incremento observado el año anterior 
en el saldo del ahorro de largo plazo; en becas para la formación de capital humano en 
universidades y posgrados; en proyectos de mejora a la conectividad; así como para el desarrollo 
regional de la industria. Con excepción del programa de becas, no podrán emplearse recursos 
para gasto corriente. 
 
La asignación de recursos que corresponda a los incisos a), b), c) y d) anteriores no deberán 
tener como consecuencia que el saldo destinado a ahorro de largo plazo se reduzca por debajo 
de tres por ciento del Producto Interno Bruto del año anterior. Sujeto a lo anterior y con la 
aprobación de las dos terceras partes de los miembros presentes, la Cámara de Diputados podrá 
modificar los límites y los posibles destinos mencionados en los incisos a), b), c) y d) de este 
numeral. Una vez que el saldo acumulado del ahorro público de largo plazo sea equivalente o 
superior al diez por ciento del Producto Interno Bruto del año previo al que se trate, los 
rendimientos financieros reales anuales asociados a los recursos del Fondo Mexicano del 
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Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo destinados a ahorro de largo plazo serán 
transferidos a la Tesorería de la Federación. Los recursos transferidos a estos destinos serán 
adicionales a las transferencias que se realicen de acuerdo al numeral 4 del presente transitorio. 
 
En caso de una reducción significativa en los ingresos públicos, asociada a una caída en el 
Producto Interno Bruto, a una disminución pronunciada en el precio del petróleo o a una caída 
en la plataforma de producción de petróleo, y una vez que se hayan agotado los recursos en el 
Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros o su equivalente, la Cámara de Diputados 
podrá aprobar, mediante votación de las dos terceras partes de sus miembros presentes, la 
integración de recursos de ahorro público de largo plazo al Presupuesto de Egresos de la 
Federación, aún cuando el saldo de ahorro de largo plazo se redujera por debajo de tres por 
ciento del Producto Interno Bruto del año anterior. La integración de estos recursos al 
Presupuesto de Egresos de la Federación se considerarán incluidos en la transferencia acorde 
con el numeral 4 del presente transitorio. 
 
El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo estará sujeto a las 
obligaciones en materia de transparencia de conformidad con la ley. Asimismo, deberá publicar 
por medios electrónicos y por lo menos de manera trimestral, la información que permita dar 
seguimiento a los resultados financieros de las asignaciones y los contratos a que se refiere el 
párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución, así como el destino de los ingresos del 
Estado Mexicano conforme a los párrafos anteriores. 
 
El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo se constituirá durante 2014 
y comenzará sus operaciones en el 2015. 
 
Décimo Quinto. El Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo contará con 
un Comité Técnico integrado por tres miembros representantes del Estado y cuatro miembros 
independientes. Los miembros representantes del Estado serán los titulares de las Secretarías 
de los ramos en materia de Hacienda y de Energía, así como el Gobernador del Banco de 
México. Los miembros independientes serán nombrados por el titular del Ejecutivo Federal, con 
aprobación de las dos terceras partes de los miembros presentes del Senado de la República. El 
titular de la Secretaría del ramo en materia de Hacienda fungirá como Presidente del Comité 
Técnico. 
 
El Comité Técnico del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo tendrá, 
entre otras, las siguientes atribuciones: 
 
a) Determinar la política de inversiones para los recursos de ahorro de largo plazo de 
conformidad con lo establecido en el numeral 5 del transitorio anterior. 
 
b) Instruir a la institución fiduciaria para que realice las transferencias a la Tesorería de la 
Federación de conformidad con lo establecido en el transitorio anterior. 
 
c) Recomendar a la Cámara de Diputados, a más tardar el veintiocho de febrero de cada año, la 
asignación de los montos correspondientes a los rubros generales establecidos en los incisos a), 
b), c) y d) del transitorio anterior. La Cámara de Diputados aprobará, con las modificaciones que 
estime convenientes, la asignación antes mencionada. En este proceso, la Cámara de Diputados 
no podrá asignar recursos a proyectos o programas específicos. En caso de que la Cámara de 
Diputados no se pronuncie acerca de la recomendación del Comité Técnico a más tardar el 
treinta de abril del mismo año, se considerará aprobada. Con base en la asignación aprobada 
por la Cámara de Diputados, el Ejecutivo Federal determinará los proyectos y programas 
específicos a los que se asignarán los recursos en cada rubro, para su inclusión en el Proyecto de 
Presupuesto de Egresos de la Federación del año de que se trate. En el proceso de aprobación 
de dicho Proyecto, la Cámara de Diputados podrá reasignar los recursos destinados a los 
proyectos específicos dentro de cada rubro, respetando la distribución de recursos en rubros 
generales que ya se hayan aprobado. 
 
Lo anterior sin perjuicio de otros recursos que se establezcan en el Presupuesto de Egresos de la 
Federación para proyectos y programas de inversión. 
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Décimo Sexto. Dentro de los plazos que se señalan a continuación, el Poder Ejecutivo Federal 
deberá proveer los siguientes decretos: 
 
a) A más tardar dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigor de la Ley 
Reglamentaria del artículo 27 Constitucional en el Ramo del Petróleo, emitirá el Decreto de 
creación del organismo público descentralizado denominado Centro Nacional de Control del 
Gas Natural, encargado de la operación del sistema nacional de ductos de transporte y 
almacenamiento. En dicho Decreto se establecerá la organización, funcionamiento y facultades 
del citado Centro. 
 
El Decreto proveerá lo necesario para que Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios o 
divisiones transfieran los recursos necesarios para que el Centro Nacional de Control del Gas 
Natural adquiera y administre la infraestructura para el transporte por ducto y almacenamiento 
de gas natural que tengan en propiedad para dar el servicio a los usuarios correspondientes. 
 
El Decreto también preverá que Petróleos Mexicanos y sus organismos subsidiarios, transfieran 
de forma inmediata al Centro Nacional de Control del Gas Natural los contratos que tengan 
suscritos, a efecto de que el Centro sea quien los administre. 
 
El Centro Nacional de Control del Gas Natural dará a Petróleos Mexicanos el apoyo necesario, 
hasta por doce meses posteriores a su creación, para que continúe operando la infraestructura 
para el transporte por ducto y almacenamiento de gas natural que le brinde servicio en 
condiciones de continuidad, eficiencia y seguridad. 
 
b) A más tardar dentro de los doce meses siguientes a la entrada en vigor de la ley 
reglamentaria de la industria eléctrica, emitirá el Decreto por el que se crea el Centro Nacional 
de Control de Energía como organismo público descentralizado, encargado del control 
operativo del sistema eléctrico nacional; de operar el mercado eléctrico mayorista; del acceso 
abierto y no indebidamente discriminatorio a la red nacional de transmisión y las redes 
generales de distribución, y las demás facultades que se determinen en la ley y en su Decreto de 
creación. En dicho Decreto se establecerá la organización, funcionamiento y facultades del 
citado Centro. 
 
El Decreto proveerá lo conducente para que la Comisión Federal de Electricidad transfiera los 
recursos que el Centro Nacional de Control de Energía requiera para el cumplimiento de sus 
facultades. 
 
El Centro Nacional de Control de Energía dará a la Comisión Federal de Electricidad el apoyo 
necesario, hasta por doce meses posteriores a su creación, para que continúe operando sus 
redes del servicio público de transmisión y distribución en condiciones de continuidad, 
eficiencia y seguridad. 
 
Décimo Séptimo. Dentro de los trescientos sesenta y cinco días naturales siguientes a la entrada 
en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco 
jurídico, para establecer las bases en las que el Estado procurará la protección y cuidado del 
medio ambiente, en todos los procesos relacionados con la materia del presente Decreto en los 
que intervengan empresas productivas del Estado, los particulares o ambos, mediante la 
incorporación de criterios y mejores prácticas en los temas de eficiencia en el uso de energía, 
disminución en la generación de gases y compuestos de efecto invernadero, eficiencia en el uso 
de recursos naturales, baja generación de residuos y emisiones, así como la menor huella de 
carbono en todos sus procesos. 
 
En materia de electricidad, la ley establecerá a los participantes de la industria eléctrica 
obligaciones de energías limpias y reducción de emisiones contaminantes. 
 
Décimo Octavo. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría del ramo en materia de 
Energía y en un plazo no mayor a trescientos sesenta y cinco días naturales contados a partir de 
la entrada en vigor del presente Decreto, deberá incluir en el Programa Nacional para el 
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Aprovechamiento Sustentable de la Energía, una estrategia de transición para promover el uso 
de tecnologías y combustibles más limpios. 
 
Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión 
emitirá una ley que tenga por objeto regular el reconocimiento, la exploración y la explotación 
de recursos geotérmicos para el aprovechamiento de la energía del subsuelo dentro de los 
límites del territorio nacional, con el fin de generar energía eléctrica o destinarla a usos diversos. 
 
Décimo Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el 
Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para crear la Agencia Nacional 
de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como 
órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría del ramo en materia de Medio 
Ambiente, con autonomía técnica y de gestión, que disponga de los ingresos derivados de las 
contribuciones y aprovechamientos que la ley establezca por sus servicios para financiar un 
presupuesto total que le permita cumplir con sus atribuciones. 
 
La Agencia tendrá dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad 
industrial, operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector 
hidrocarburos, incluyendo las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, 
así como el control integral de residuos. En la organización, funcionamiento y facultades de la 
Agencia, se deberá prever al menos: 
 
a) Que si al finalizar el ejercicio presupuestario, existiera saldo remanente de ingresos propios 
excedentes, la Agencia instruirá su transferencia a un fideicomiso constituido por la Secretaría 
del ramo en materia de Medio Ambiente, donde una institución de la banca de desarrollo 
operará como fiduciario. 
 
b) Que la Agencia instruirá al fiduciario la aplicación de los recursos de este fideicomiso a la 
cobertura de gastos necesarios para cumplir con sus funciones en posteriores ejercicios 
respetando los principios a los que hace referencia el artículo 134 de esta Constitución y estando 
sujeta a la evaluación y el control de los entes fiscalizadores del Estado. 
 
El fideicomiso no podrá acumular recursos superiores al equivalente de tres veces el 
presupuesto anual de la Agencia, tomando como referencia el presupuesto aprobado para el 
último ejercicio fiscal. En caso de que existan recursos adicionales, éstos serán transferidos a la 
Tesorería de la Federación. 
 
El fideicomiso a que hace referencia este transitorio estará sujeto a las obligaciones en materia 
de transparencia derivadas de la ley. Asimismo, la Agencia deberá publicar en su sitio 
electrónico, por lo menos de manera trimestral, los recursos depositados en el fideicomiso, así 
como el uso y destino de dichos recursos. 
 
La Cámara de Diputados realizará las acciones necesarias para proveer de recursos 
presupuestales a la Agencia, con el fin de que ésta pueda llevar a cabo su cometido. El 
presupuesto aprobado deberá cubrir los capítulos de servicios personales, materiales y 
suministros, así como de servicios generales, necesarios para cumplir con sus funciones. 
 
Vigésimo. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto de este Decreto, el Congreso de la 
Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para regular a las empresas productivas del 
Estado, y establecerá al menos que: 
 
I. Su objeto sea la creación de valor económico e incrementar los ingresos de la Nación, con 
sentido de equidad y responsabilidad social y ambiental. 
 
II. Cuenten con autonomía presupuestal y estén sujetas sólo al balance financiero y al techo de 
servicios personales que, a propuesta de la Secretaría del ramo en materia de Hacienda, apruebe 
el Congreso de la Unión. Su régimen de remuneraciones será distinto del previsto en el artículo 
127 de esta Constitución. 
 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 73 

III. Su organización, administración y estructura corporativa sean acordes con las mejores 
prácticas a nivel internacional, asegurando su autonomía técnica y de gestión, así como un 
régimen especial de contratación para la obtención de los mejores resultados de sus 
actividades, de forma que sus órganos de gobierno cuenten con las facultades necesarias para 
determinar su arreglo institucional. 
 
IV. Sus órganos de gobierno se ajusten a lo que disponga la ley y sus directores sean nombrados 
y removidos libremente por el Titular del Ejecutivo Federal o, en su caso, removidos por el 
Consejo de Administración. Para el caso de empresas productivas del Estado que realicen las 
actividades de exploración y extracción de petróleo y demás hidrocarburos sólidos, líquidos o 
gaseosos en términos de lo previsto por el párrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución, 
la ley deberá establecer, entre otras disposiciones, que su Consejo de Administración se 
conforme de la siguiente manera: cinco consejeros del Gobierno Federal, incluyendo el 
Secretario del Ramo en materia de Energía quien lo presidirá y tendrá voto de calidad, y cinco 
consejeros independientes. 
 
V. Se coordinen con el Ejecutivo Federal, a través de la dependencia competente, con objeto de 
que sus operaciones de financiamiento no conduzcan a un incremento en el costo de 
financiamiento del resto del sector público o bien, contribuyan a reducir las fuentes de 
financiamiento del mismo. 
 
VI. Cuenten, en términos de lo establecido en las leyes correspondientes, con un régimen 
especial en materia de adquisiciones, arrendamientos, servicios y obras públicas, presupuestaria, 
deuda pública, responsabilidades administrativas y demás que se requieran para la eficaz 
realización de su objeto, de forma que les permita competir con eficacia en la industria o 
actividad de que se trate. 
 
Una vez que los organismos descentralizados denominados Petróleos Mexicanos y sus 
organismos subsidiarios, y Comisión Federal de Electricidad, se conviertan en empresas 
productivas del Estado de conformidad con las leyes que se expidan para tal efecto en términos 
del transitorio tercero de este Decreto, no les serán aplicables las disposiciones relativas a la 
autonomía contenidas en las fracciones anteriores, sino hasta que conforme a las nuevas 
disposiciones legales se encuentren en funciones sus consejos de administración y estén en 
operación los mecanismos de fiscalización, transparencia y rendición de cuentas. 
 
Los consejeros profesionales de Petróleos Mexicanos en funciones a la entrada en vigor del 
presente Decreto permanecerán en sus cargos hasta la conclusión de los periodos por los cuales 
fueron nombrados, o bien hasta que dicho organismo se convierta en empresa productiva del 
Estado y sea nombrado el nuevo Consejo de Administración. Los citados consejeros podrán ser 
considerados para formar parte del nuevo Consejo de Administración de la empresa productiva 
del Estado, conforme al procedimiento que establezca la ley. 
 
Vigésimo Primero. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el 
Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico, a fin de establecer los 
mecanismos legales suficientes para prevenir, investigar, identificar y sancionar severamente a 
los asignatarios, contratistas, permisionarios, servidores públicos, así como a toda persona física 
o moral, pública o privada, nacional o extranjera, que participen en el sector energético, cuando 
realicen actos u omisiones contrarios a la ley, entre otros, los que tengan como objeto o 
consecuencia directa o indirecta influir en la toma de decisión de un servidor público, del 
personal o de los consejeros de las empresas productivas del Estado para obtener un beneficio 
económico personal directo o indirecto. 
 
 
D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 2013. 
 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UNA FRACCIÓN XXIX-R AL ARTÍCULO 73 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
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Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El Congreso de la Unión expedirá la ley general correspondiente en un plazo no 
mayor a 180 días a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. Para ello, solicitará 
previamente la opinión de las entidades federativas. 
 
Tercero.- Las Legislaturas de las Entidades Federativas adecuarán las legislaciones 
correspondientes a lo dispuesto en el presente Decreto y a la ley general que apruebe el 
Congreso de la Unión en un plazo no mayor a 60 días a partir de la entrada en vigor de dicha ley 
general. 
 
 
D.O.F. 27 DE DICIEMBRE DE 2013. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL INCISO E) Y SE ADICIONA EL INCISO O) DE LA 
FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 116, SE REFORMA EL ARTÍCULO 122, APARTADO C, BASE PRIMERA, 
FRACCIÓN V, INCISO F) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 7 DE FEBRERO DE 2014. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley General del Artículo 6o. de esta 
Constitución, así como las reformas que correspondan a la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental, a la Ley Federal de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, a 
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral y los demás 
ordenamientos necesarios, en un plazo de un año contado a partir de la fecha de publicación del 
presente Decreto. 
 
TERCERO. Los Comisionados que actualmente conforman el Instituto Federal de Acceso a la 
Información y Protección de Datos podrán formar parte del nuevo organismo autónomo en el 
ámbito federal, previa petición formal al Senado de la República dentro de los diez días 
siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto únicamente por el tiempo que reste al 
nombramiento del que fueron objeto en el Instituto que se extingue, siempre y cuando su 
petición sea aprobada por el voto de las dos terceras partes de los Senadores presentes. En este 
caso, la Cámara de Senadores deberá resolver en un plazo de diez días, de lo contrario se 
entenderá la negativa a su petición. 
 
En tanto se integra el organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución, 
continuarán en sus funciones, conforme al orden jurídico vigente al entrar en vigor el presente 
Decreto, los comisionados del actual Instituto Federal de Acceso a la Información y Protección 
de Datos. 
 
La designación de los comisionados del organismo garante que se crea mediante la 
modificación del artículo 6o. constitucional materia del presente Decreto, será realizada a más 
tardar 90 días después de su entrada en vigor, conforme a lo siguiente: 
 
I. En el supuesto de que la totalidad de los comisionados del Instituto Federal de Acceso a la 
Información y Protección de Datos soliciten su continuidad en el cargo y obtengan la respectiva 
aprobación en los términos del párrafo primero de esta disposición transitoria, formarán parte 
del organismo garante del derecho de acceso a la información que se crea mediante el presente 
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Decreto, hasta la fecha de terminación del período para el que fueron originariamente 
designados, conforme a lo dispuesto por el siguiente artículo transitorio. 
 
II. En el caso de que sólo alguna, alguno, algunas o algunos de los comisionados del Instituto 
Federal de Acceso a la Información y Protección de Datos soliciten continuar en el cargo y 
obtengan la aprobación a que se refiere el párrafo primero de este precepto, continuarán en el 
ejercicio del cargo en el nuevo organismo hasta el término de la designación que se les confirió 
originariamente para formar parte del Instituto que se extingue; asimismo, se designarán los 
comisionados a que se refieren los incisos a) y b) del siguiente artículo transitorio, quienes 
ejercerán el cargo en los periodos señalados en los respectivos incisos. 
 
En esta hipótesis, los comisionados que formen parte del nuevo organismo en virtud de que los 
comisionados del citado Instituto no soliciten o no obtengan la aprobación para continuar en 
esa función, tendrán los períodos de desempeño siguientes: 
 
a) Si ha fenecido el mandato de la comisionada que concluye el encargo el 9 de enero de 2014, el 
nombramiento concluirá el 31 de marzo de 2018; 
 
b) Si el nombramiento es en razón de la no continuación del comisionado que habría concluido 
el encargo el 13 de abril de 2019, el mismo se hará hasta esa fecha. 
 
c) Si el nombramiento es en razón de la no continuación del comisionado que habría concluido 
el encargo el 17 de junio de 2016, el mismo se hará hasta esa fecha. 
 
d) Si el o los nombramientos son en razón de la no continuación de una o de ambas 
comisionadas que habría o habrían concluido el encargo el 11 de septiembre de 2016, el o los 
mismos se harán hasta esa fecha. 
 
III. En el supuesto de que ninguno de los actuales comisionados del Instituto Federal de Acceso 
a la Información y Protección de Datos solicite al Senado o reciba la aprobación para formar 
parte del organismo garante del derecho de acceso a la información que se crea por medio del 
presente Decreto, y para asegurar la renovación escalonada con motivo de los nombramientos 
que se realizarán, el Senado de la República especificará el período de ejercicio para cada 
comisionado, tomando en consideración lo siguiente: 
 
a) Nombrará a dos comisionados, cuyos mandatos concluirán el 31 de marzo de 2018. 
 
b) Nombrará a dos comisionados, cuyos mandatos concluirán el 31 de marzo de 2020. 
 
c) Nombrará a dos comisionados, cuyos mandatos concluirán el 31 de marzo de 2022, y 
 
d) Nombrará a un comisionado, cuyo mandato concluirá el 31 de marzo de 2023. 
 
CUARTO. La designación de los dos nuevos comisionados del organismo garante que establece 
el artículo 6o. de esta Constitución será realizada a más tardar 90 días después de la entrada en 
vigor de este Decreto. 
 
Para asegurar la renovación escalonada de los comisionados en los primeros nombramientos, el 
Senado de la República especificará el período de ejercicio para cada comisionado tomando en 
consideración lo siguiente: 
 
a) Nombrará a un comisionado, cuyo mandato concluirá el 1 de noviembre de 2017. 
 
b) Nombrará a un nuevo comisionado, cuyo mandato concluirá el 31 de marzo de 2020. 
 
c) Quien sustituya al comisionado que deja su encargo el 9 de enero de 2014, concluirá su 
mandato el 31 de marzo de 2018. 
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d) Quien sustituya al comisionado que deja su encargo el 13 de abril de 2019, concluirá su 
mandato el 31 de marzo de 2026. 
 
e) Quien sustituya al comisionado que deja su encargo el 17 de junio de 2016, concluirá su 
mandato el 1 de noviembre de 2021. 
 
f) Quienes sustituyan a los comisionados que dejan su encargo el 11 de septiembre de 2016, uno 
concluirá su mandato el 1 de noviembre de 2022 y el otro concluirá su mandato el 1 de 
noviembre de 2023. 
 
QUINTO. Las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del Distrito Federal tendrán 
un plazo de un año, contado a partir de su entrada en vigor, para armonizar su normatividad 
conforme a lo establecido en el presente Decreto. 
 
SEXTO. El organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución podrá ejercer las 
facultades de revisión y de atracción a que se refiere el presente Decreto, posterior a la entrada 
en vigor de las reformas a la ley secundaria que al efecto expida el Honorable Congreso de la 
Unión. 
 
SÉPTIMO. En tanto se determina la instancia responsable encargada de atender los temas en 
materia de protección de datos personales en posesión de particulares, el organismo garante 
que establece el artículo 6o. de esta Constitución ejercerá las atribuciones correspondientes. 
 
OCTAVO. En tanto el Congreso de la Unión expide las reformas a las leyes respectivas en materia 
de transparencia, el organismo garante que establece el artículo 6o. de esta Constitución 
ejercerá sus atribuciones y competencias conforme a lo dispuesto por el presente Decreto y la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental vigente. 
 
NOVENO. Los asuntos que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la entrada en 
vigor de este Decreto se sustanciarán ante el organismo garante que establece el artículo 6o. de 
esta Constitución, creado en los términos del presente Decreto. 
 
DÉCIMO. Los recursos financieros y materiales, así como los trabajadores adscritos al Instituto 
Federal de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, se transferirán al 
organismo público autónomo creado. Los trabajadores que pasen a formar parte del nuevo 
organismo se seguirán rigiendo por el apartado B del artículo 123 de esta Constitución y de 
ninguna forma resultarán afectados en sus derechos laborales y de seguridad social. 
 
 
D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 2014. 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo dispuesto en los transitorios siguientes. 
 
SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá expedir las normas previstas en el inciso a) de la 
fracción XXI, y en la fracción XXIX-U del artículo 73 de esta Constitución, a más tardar el 30 de 
abril de 2014. Dichas normas establecerán, al menos, lo siguiente: 
 
I. La ley general que regule los partidos políticos nacionales y locales: 
 
a) Las normas, plazos y requisitos para su registro legal y su intervención en los procesos 
electorales federales y locales; 
 
b) Los derechos y obligaciones de sus militantes y la garantía de acceso a los órganos 
imparciales de justicia intrapartidaria; 
 
c) Los lineamientos básicos para la integración de sus órganos directivos; la postulación de sus 
candidatos y, en general, la conducción de sus actividades de forma democrática; así como la 
transparencia en el uso de los recursos; 
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d) Los contenidos mínimos de sus documentos básicos; 
 
e) Los procedimientos y las sanciones aplicables al incumplimiento de sus obligaciones; 
 
f) El sistema de participación electoral de los partidos políticos a través de la figura de 
coaliciones, conforme a lo siguiente: 
 
1. Se establecerá un sistema uniforme de coaliciones para los procesos electorales federales y 
locales; 
 
2. Se podrá solicitar su registro hasta la fecha en que inicie la etapa de precampañas; 
 
3. La ley diferenciará entre coaliciones totales, parciales y flexibles. Por coalición total se 
entenderá la que establezcan los partidos políticos para postular a la totalidad de los candidatos 
en un mismo proceso electoral federal o local, bajo una misma plataforma electoral. Por 
coalición parcial se entenderá la que establezcan los partidos políticos para postular al menos el 
cincuenta por ciento de las candidaturas en un mismo proceso electoral federal o local, bajo una 
misma plataforma. Por coalición flexible se entenderá la que establezcan los partidos políticos 
para postular al menos el veinticinco por ciento de las candidaturas en un mismo proceso 
electoral federal o local, bajo una misma plataforma electoral; 
 
4. Las reglas conforme a las cuales aparecerán sus emblemas en las boletas electorales y las 
modalidades del escrutinio y cómputo de los votos; 
 
5. En el primer proceso electoral en el que participe un partido político, no podrá coaligarse, y 
 
g) Un sistema de fiscalización sobre el origen y destino de los recursos con los que cuenten los 
partidos políticos, las coaliciones y los candidatos, que deberá contener: 
 
1. Las facultades y procedimientos para que la fiscalización de los ingresos y egresos de los 
partidos políticos, las coaliciones y los candidatos se realice de forma expedita y oportuna 
durante la campaña electoral; 
 
2. Los lineamientos homogéneos de contabilidad, la cual deberá ser pública y de acceso por 
medios electrónicos; 
 
3. Los mecanismos por los cuales los partidos políticos, las coaliciones y las candidaturas 
independientes deberán notificar al órgano de fiscalización del Instituto Nacional Electoral, la 
información sobre los contratos que celebren durante las campañas o los procesos electorales, 
incluyendo la de carácter financiero y la relativa al gasto y condiciones de ejecución de los 
instrumentos celebrados. Tales notificaciones deberán realizarse previamente a la entrega de 
los bienes o la prestación de los servicios de que se trate; 
 
4. Las facultades del Instituto Nacional Electoral para comprobar el contenido de los avisos 
previos de contratación a los que se refiere el numeral anterior; 
 
5. Los lineamientos para asegurar la máxima publicidad de los registros y movimientos 
contables, avisos previos de contratación y requerimientos de validación de contrataciones 
emitidos por la autoridad electoral; 
 
6. La facultad de los partidos políticos de optar por realizar todos los pagos relativos a sus 
actividades y campañas electorales, por conducto del Instituto Nacional Electoral, en los 
términos que el mismo Instituto establezca mediante disposiciones de carácter general; 
 
7. La facultad de los partidos políticos de optar por realizar todos los pagos relativos a la 
contratación de publicidad exterior, por conducto del Instituto Nacional Electoral, y 
 
8. Las sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de sus obligaciones. 
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II. La ley general que regule los procedimientos electorales: 
 
a) La celebración de elecciones federales y locales el primer domingo de junio del año que 
corresponda, en los términos de esta Constitución, a partir del 2015, salvo aquellas que se 
verifiquen en 2018, las cuales se llevarán a cabo el primer domingo de julio; 
 
b) Los mecanismos de coordinación entre los órganos del Ejecutivo Federal en materia de 
inteligencia financiera y el Instituto Nacional Electoral, que permitan reportar a éste las 
disposiciones en efectivo que realice cualquier órgano o dependencia de la Federación, de las 
entidades federativas y de los municipios durante cualquier proceso electoral, cuando tales 
operaciones se consideren relevantes o inusuales de conformidad con los ordenamientos 
aplicables; 
 
c) Las reglas aplicables para transparentar el financiamiento, la metodología y los resultados de 
las encuestas que se difundan, relativas a las preferencias electorales, así como las fechas límite 
para llevar a cabo su difusión; 
 
d) Los términos en que habrán de realizarse debates de carácter obligatorio entre candidatos, 
organizados por las autoridades electorales; y las reglas aplicables al ejercicio de la libertad de 
los medios de comunicación para organizar y difundir debates entre candidatos a cualquier 
cargo de elección popular. La negativa a participar de cualquiera de los candidatos en ningún 
caso será motivo para la cancelación o prohibición del debate respectivo. La realización o 
difusión de debates en radio y televisión, salvo prueba en contrario, no se considerará como 
contratación ilegal de tiempos o como propaganda encubierta; 
 
e) Las modalidades y plazos de entrega de los materiales de propaganda electoral para efectos 
de su difusión en los tiempos de radio y televisión; 
 
f) Las sanciones aplicables a la promoción de denuncias frívolas. Para tales efectos se entenderá 
como denuncia frívola aquella que se promueva respecto a hechos que no se encuentren 
soportados en ningún medio de prueba o que no puedan actualizar el supuesto jurídico 
específico en que se sustente la queja o denuncia; 
 
g) La regulación de la propaganda electoral, debiendo establecer que los artículos 
promocionales utilitarios sólo podrán ser elaborados con material textil; 
 
h) Las reglas para garantizar la paridad entre géneros en candidaturas a legisladores federales y 
locales, e 
 
i) Las reglas, plazos, instancias y etapas procesales para sancionar violaciones en los 
procedimientos electorales. 
 
III. La ley general en materia de delitos electorales establecerá los tipos penales, sus sanciones, la 
distribución de competencias y las formas de coordinación entre la Federación y las entidades 
federativas. 
 
TERCERO.- El Congreso de la Unión deberá expedir, durante el segundo periodo de sesiones 
ordinarias del segundo año de ejercicio de la LXII Legislatura, la ley que reglamente el párrafo 
octavo del artículo 134 de esta Constitución, la que establecerá las normas a que deberán 
sujetarse los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la 
administración pública y de cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, y que 
garantizará que el gasto en comunicación social cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez, así como que respete los topes presupuestales, límites y 
condiciones de ejercicio que establezcan los presupuestos de egresos respectivos. 
 
CUARTO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 35; 41; 54; 55; 99; 
105 fracción II inciso f); 110 y 111 por lo que hace a la denominación del Instituto Nacional Electoral, 
y 116, fracción IV, de esta Constitución, entrarán en vigor en la misma fecha en que lo hagan las 
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normas a que se refiere el Transitorio Segundo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el 
transitorio Quinto siguiente. 
 
La adición del cuarto párrafo a la base I del artículo 41 de esta Constitución, relativa al porcentaje 
de votación necesaria para que los partidos políticos conserven su registro, entrará en vigor al 
día siguiente de la publicación del presente Decreto. 
 
Las reformas a que se refiere el primer párrafo del presente transitorio, respecto de entidades 
federativas que tengan procesos electorales en 2014, entrarán en vigor una vez que hayan 
concluido dichos procesos. 
 
QUINTO.- El Instituto Nacional Electoral deberá integrarse dentro de los ciento veinte días 
naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto y comenzará a ejercer sus 
atribuciones a partir de que entren en vigor las normas previstas en el Transitorio Segundo 
anterior. En caso de que a la fecha de integración del Instituto Nacional Electoral no hubieren 
entrado en vigor las normas previstas en el Transitorio Segundo anterior, dicho Instituto ejercerá 
las atribuciones que las leyes vigentes otorgan al Instituto Federal Electoral. 
 
Con el objeto de asegurar el escalonamiento en el cargo de los integrantes del Consejo General 
del Instituto Nacional Electoral, el comité de evaluación a que se refiere el inciso a) del párrafo 
quinto del Apartado A de la Base V del artículo 41, que se reforma por virtud del presente 
Decreto, deberá remitir a la Cámara de Diputados para su trámite en procesos separados, 
conforme a lo previsto en el referido párrafo: 
 
a) Tres listas para cubrir la elección de cada uno de los tres consejeros que durarán en su 
encargo tres años; 
 
b) Cuatro listas para cubrir la elección de cada uno de los cuatro consejeros que durarán en su 
encargo seis años; 
 
c) Tres listas para cubrir la elección de cada uno de los tres consejeros que durarán en su 
encargo nueve años, y 
 
d) Una lista para cubrir la elección del Presidente que durará en su encargo nueve años. 
 
Los consejeros del Instituto Federal Electoral que se encuentren en funciones al inicio del 
procedimiento de selección para la integración del Instituto Nacional Electoral, podrán 
participar en dicho proceso. 
 
SEXTO.- Una vez integrado y a partir de que entren en vigor las normas previstas en el 
Transitorio Segundo anterior, el Instituto Nacional Electoral deberá expedir los lineamientos 
para garantizar la incorporación de todos los servidores públicos del Instituto Federal Electoral y 
de los organismos locales en materia electoral, al Servicio Profesional Electoral Nacional, así 
como las demás normas para su integración total. 
 
SÉPTIMO.- Los recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales del Instituto Federal 
Electoral, pasarán a formar parte del Instituto Nacional Electoral una vez que quede integrado 
en términos del Transitorio Quinto anterior; sin menoscabo de los derechos laborales. 
 
OCTAVO.- Una vez integrado el Instituto Nacional Electoral y a partir de que entren en vigor las 
normas previstas en el Transitorio Segundo anterior, las funciones correspondientes a la 
capacitación electoral, así como la ubicación de las casillas y la designación de funcionarios de la 
mesa directiva, en los procesos electorales locales, se entenderán delegadas a los organismos 
públicos locales. 
 
En este caso, el Instituto Nacional Electoral podrá reasumir dichas funciones, por mayoría del 
Consejo General. 
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La delegación y reasunción posteriores de estas atribuciones se someterá a lo dispuesto en la 
Base V, Apartado C del artículo 41 de esta Constitución. 
 
NOVENO.- El Consejo General del Instituto Nacional Electoral designará a los nuevos consejeros 
de los organismos locales en materia electoral, en términos de lo dispuesto por el inciso c) de la 
fracción IV del artículo 116 de esta Constitución. Los actuales consejeros continuarán en su 
encargo hasta en tanto se realicen las designaciones a que se refiere el presente Transitorio. El 
Consejo General llevará a cabo los procedimientos para que el nombramiento de los consejeros 
electorales se verifique con antelación al siguiente proceso electoral posterior a la entrada en 
vigor de este Decreto. 
 
DÉCIMO.- Los Magistrados de los órganos jurisdiccionales locales en materia electoral, que se 
encuentren en funciones a la entrada en vigor de las normas previstas en el Transitorio 
Segundo, continuarán en su encargo hasta en tanto se realicen los nuevos nombramientos, en 
los términos previstos por la fracción IV, inciso c), del artículo 116 de esta Constitución. El Senado 
de la República llevará a cabo los procedimientos para que el nombramiento de los magistrados 
electorales se verifique con antelación al inicio del siguiente proceso electoral local posterior a la 
entrada en vigor de este Decreto. 
 
Los magistrados a que se refiere el párrafo anterior serán elegibles para un nuevo 
nombramiento. 
 
DÉCIMO PRIMERO.- La reforma al artículo 59 de esta Constitución será aplicable a los diputados 
y senadores que sean electos a partir del proceso electoral de 2018. 
 
DÉCIMO SEGUNDO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 69, 
párrafo tercero; 74, fracciones III y VII; 76, fracciones II y XI; 89, fracción II, párrafos segundo y 
tercero, y fracción XVII, entrarán en vigor el 1o. de diciembre de 2018. 
 
DÉCIMO TERCERO.- La reforma al artículo 116 de esta Constitución en materia de reelección de 
diputados locales, así como a diputados a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, no será 
aplicable a los legisladores que hayan protestado el cargo en la legislatura que se encuentre en 
funciones a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
DÉCIMO CUARTO.- La reforma al artículo 115 de esta Constitución en materia de reelección de 
presidentes municipales, regidores y síndicos no será aplicable a los integrantes que hayan 
protestado el cargo en el Ayuntamiento que se encuentre en funciones a la entrada en vigor del 
presente Decreto. 
 
DÉCIMO QUINTO.- Las reformas a los artículos 65; 74, fracción IV y 83 de esta Constitución 
entrarán en vigor el 1o. de diciembre de 2018, por lo que el período presidencial comprendido 
entre los años 2018 y 2024 iniciará el 1o. de diciembre de 2018 y concluirá el 30 de septiembre de 
2024. 
 
DÉCIMO SEXTO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 28; 29, 
párrafo primero; 69, párrafo segundo; 76, fracciones II, por lo que se refiere a la supresión de la 
ratificación del Procurador General de la República por el Senado y XII; 78, fracción V; 82, 
fracción VI; 84; 89, fracción IX; 90; 93, párrafo segundo; 95; 102, Apartado A; 105, fracciones II, 
incisos c) e i) y III; 107; 110 y 111 por lo que se refiere al Fiscal General de la República; 116, fracción 
IX y 119, párrafo primero de esta Constitución, entrarán en vigor en la misma fecha en que lo 
hagan las normas secundarias que expida el Congreso de la Unión necesarias por virtud de las 
adiciones, reformas y derogaciones a que se refiere el presente Transitorio, siempre que se haga 
por el propio Congreso la declaratoria expresa de entrada en vigor de la autonomía 
constitucional de la Fiscalía General de la República. 
 
(ADICIONADO, D.O.F. 27 DE AGOSTO DE 2018) 
Una vez realizada la declaratoria a que se refiere el párrafo anterior, la Cámara de Senadores 
iniciará de forma inmediata el procedimiento previsto en el Apartado A del artículo 102 de esta 
Constitución para la designación del Fiscal General de la República. Si la Cámara de Senadores 
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no estuviere reunida, la Comisión Permanente la convocará inmediatamente a sesión 
extraordinaria. 
 
(REFORMADO, D.O.F. 27 DE AGOSTO DE 2018) 
El Procurador General de la República que se encuentre en funciones al momento de expedirse 
la declaratoria a que se refiere el párrafo primero de este artículo, continuará en su encargo 
hasta en tanto el Senado designe al Fiscal General de la República. 
 
DÉCIMO SÉPTIMO.- Una vez que entren en vigor las disposiciones de este Decreto referidas en el 
Transitorio anterior, se procederá de la siguiente forma: 
 
I.- Los asuntos en los que la Procuraduría General de la República ejerza la representación de la 
Federación, así como aquellos en que haya ejercitado acciones de inconstitucionalidad en casos 
distintos a los previstos en el inciso i) de la fracción II, del artículo 105 de esta Constitución que se 
adiciona por virtud de este Decreto, que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de las 
disposiciones a que se refiere el Transitorio anterior, deberán remitirse dentro de los veinte días 
hábiles siguientes a la dependencia del Ejecutivo Federal que realiza la función de Consejero 
Jurídico del Gobierno. 
 
Los procedimientos señalados en el párrafo que antecede se suspenderán por un plazo de 
sesenta días hábiles, contados a partir de la entrada en vigor de las disposiciones a que se refiere 
el Transitorio anterior; en cada caso, la suspensión será decretada de oficio por los órganos 
jurisdiccionales ante los cuales se desahoguen dichos procedimientos, y 
 
II.- Los recursos humanos, financieros y materiales que la Procuraduría General de la República 
destine para la atención y desahogo de los procedimientos a que se refiere la fracción anterior, 
serán transferidos a la dependencia que realice las funciones de Consejero Jurídico del 
Gobierno. Los titulares de ambos órganos realizarán las previsiones necesarias para que dichos 
recursos queden transferidos el mismo día en que entren en vigor las disposiciones señaladas 
en el Transitorio anterior. 
 
DÉCIMO OCTAVO.- A partir de la entrada en vigor del presente Decreto el Senado nombrará por 
dos terceras partes de sus miembros presentes al titular de la Fiscalía Especializada en Atención 
de Delitos Electorales de la Procuraduría General de la República. El Ejecutivo Federal podrá 
objetar dicho nombramiento, en cuyo caso se procederá a un nuevo nombramiento en los 
términos de este párrafo. 
 
En el plazo de treinta días a partir de la entrada en vigor de este Decreto, el Procurador General 
de la República expedirá el acuerdo de creación de la fiscalía especializada en materia de delitos 
relacionados con hechos de corrupción, cuyo titular será nombrado por el Senado en los 
términos del párrafo anterior. 
 
Los titulares de las fiscalías nombrados en términos del presente transitorio durarán en su 
encargo hasta el treinta de noviembre de dos mil dieciocho, sin perjuicio de que puedan ser 
removidos libremente por el Procurador General de la República o, en su caso, del Fiscal General 
de la República. La remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los miembros 
presentes de la Cámara de Senadores dentro de un plazo de diez días hábiles, en cuyo caso el 
titular de la fiscalía de que se trate, será restituido en el ejercicio de sus funciones. 
 
DÉCIMO NOVENO.- A partir de la entrada en vigor de las reformas a que se refiere el transitorio 
Décimo Sexto anterior, los recursos humanos, presupuestales, financieros y materiales de la 
Procuraduría General de la República pasarán al órgano autónomo que el propio Decreto 
establece. 
 
VIGÉSIMO.- La reforma al artículo 26 de esta Constitución entrará en vigor al día siguiente de la 
publicación del presente Decreto. 
 
El Consejo General del Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
deberá integrarse dentro de los sesenta días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
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presente Decreto. Para dicho efecto, se deberán elegir dos consejeros por un periodo de dos 
años, dos por un periodo de tres años, dos por un periodo de cuatro años y un consejero 
presidente por un periodo de cuatro años. En caso de que en el plazo referido no quede 
integrado el órgano constitucional referido y hasta su integración, continuará en sus funciones 
el organismo descentralizado denominado Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social. 
 
Con excepción del Secretario de Desarrollo Social, los integrantes del Comité Directivo del 
organismo descentralizado referido en el párrafo anterior, que se encuentren en funciones a la 
entrada en vigor del presente Decreto, podrán ser considerados para integrar el nuevo órgano 
autónomo que se crea. 
 
El Congreso de la Unión deberá expedir la ley que regirá al órgano autónomo denominado 
Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social, dentro de los ciento 
veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
En tanto el Congreso de la Unión expide la Ley a que se refiere el párrafo anterior, el Consejo 
Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social que se crea por virtud del presente 
Decreto, una vez instalado, ejercerá sus atribuciones y competencias conforme a lo dispuesto en 
el mismo y en el Decreto por el que se regula el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo Social, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2005. 
 
VIGÉSIMO PRIMERO.- Los Consejeros del Instituto Federal Electoral que a la entrada en vigor del 
presente Decreto se encuentren en funciones, continuarán en su encargo hasta que se integre 
el Instituto Nacional Electoral, en términos de lo previsto por el Quinto Transitorio del presente 
Decreto; por lo que los actos jurídicos emitidos válidamente por el Instituto Federal Electoral en 
los términos de la legislación vigente, surtirán todos sus efectos legales. 
 
 
D.O.F. 17 DE JUNIO DE 2014. 
 
DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN OCTAVO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 4o. DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. A partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las Legislaturas de los Estados y 
la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, dispondrán de seis meses para establecer en sus 
haciendas o códigos financieros la exención de cobro del derecho por el registro de nacimiento 
y la expedición de la primera copia certificada del acta de nacimiento. 
 
TERCERO. El Congreso de la Unión en un plazo no mayor a seis meses a partir de la entrada en 
vigor del presente Decreto, y previa opinión de las entidades federativas y la autoridad 
competente en materia de registro nacional de población, deberá realizar las adecuaciones a la 
ley que determinen las características, diseño y contenido del formato único en materia de 
registro de población, así como para la expedición de toda acta del registro civil que deberá 
implementarse a través de mecanismos electrónicos y adoptarse por las propias entidades 
federativas del país y por las representaciones de México en el exterior. 
 
CUARTO. La Secretaría de Gobernación a través del Registro Nacional de Población, remitirá al 
Instituto Nacional Electoral la información recabada por las autoridades locales registrales 
relativas a los certificados de defunción. 
 
 
D.O.F. 17 DE JUNIO DE 2014. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 108 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
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PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. Las disposiciones que contravengan el presente Decreto quedarán sin efecto. 
 
 
D.O.F. 17 DE JUNIO DE 2014. 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 7 DE JULIO DE 2014. 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 22 DE MAYO DE 2015. 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- Las Legislaturas de las entidades federativas adecuarán sus respectivas 
Constituciones, así como la legislación correspondiente, conforme a lo dispuesto en el presente 
Decreto en un plazo no mayor a 180 días a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 26 DE MAYO DE 2015. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. La Ley reglamentaria en materia de responsabilidad hacendaria aplicable a las 
Entidades Federativas y los Municipios que deberá expedirse en términos de la fracción XXIX-W 
del artículo 73 del presente Decreto, así como las reformas que sean necesarias para cumplir lo 
previsto en este Decreto, deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación dentro de los 
90 días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Tercero. Dentro del plazo de 180 días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la ley 
reglamentaria a que se refiere el artículo anterior, las legislaturas de las Entidades Federativas 
realizarán las reformas necesarias para armonizar su legislación con este Decreto y la ley citada. 
 
Cuarto. Las Entidades Federativas y los Municipios se sujetarán a las disposiciones de este 
Decreto y a las de las leyes a que se refiere el Artículo Transitorio Segundo del mismo, a partir de 
la fecha de su entrada en vigor y respetarán las obligaciones que, con anterioridad a dicha fecha, 
hayan sido adquiridas con terceros en los términos de las disposiciones aplicables. 
 
Quinto. La ley reglamentaria establecerá la transitoriedad conforme a la cual entrarán en vigor 
las restricciones establecidas en relación a la contratación de obligaciones de corto plazo, a que 
se refiere el artículo 117, fracción VIII, último párrafo de este Decreto. 
 
Sexto. Las Entidades Federativas y los Municipios enviarán al Ejecutivo Federal y al Congreso de 
la Unión un informe sobre todos los empréstitos y obligaciones de pago vigentes a la entrada en 
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vigor del presente Decreto, en un plazo máximo de 60 días naturales, conforme a los 
lineamientos que aquél emita. 
 
Séptimo. La ley reglamentaria establecerá que en el registro a que se refiere el inciso 3o. de la 
fracción VIII del artículo 73 de este Decreto, se incluirán cuando menos los siguientes datos de 
cada empréstito u obligaciones: deudor, acreedor, monto, tasa de interés, plazo, tipo de garantía 
o fuente de pago, así como los que se determinen necesarios para efectos de fortalecimiento de 
la transparencia y acceso a la información. 
 
En tanto se implementa el referido registro, se pondrá a disposición de las comisiones 
legislativas competentes del Congreso de la Unión un reporte de las obligaciones y empréstitos 
a que se refiere el artículo 9 de la Ley de Coordinación Fiscal con la que actualmente cuenta el 
registro, a más tardar en un plazo de 30 días naturales; así como, aquella información adicional 
que las comisiones legislativas competentes soliciten a las autoridades relacionadas con la 
misma. Igualmente, se deberá informar cada cierre trimestral (marzo, junio, septiembre y 
diciembre), los empréstitos y obligaciones registrados en cada periodo, especificando en su 
caso, si fue utilizado para refinanciar o reestructurar créditos existentes. Lo anterior, con el 
objeto de que en tanto entra en vigor la ley reglamentaria y se implementa el registro, el 
Congreso de la Unión pueda dar puntual seguimiento al endeudamiento de los Estados y 
Municipios. Para tal efecto, la Auditoría Superior de la Federación, verificará el destino y 
aplicación de los recursos en los que se hubiera establecido como garantía recursos de origen 
federal. 
 
Las legislaturas de los Estados realizarán y publicarán por medio de sus entes fiscalizadores, una 
auditoría al conjunto de obligaciones del sector público, con independencia del origen de los 
recursos afectados como garantía, en un plazo no mayor a 90 días naturales a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto. 
 
Los servidores públicos y demás personal del Congreso de la Unión que tengan acceso a la 
información referente al presente Artículo Transitorio, serán responsables del manejo de la 
misma y responderán de los daños y perjuicios que en su caso ocasionen por su divulgación. 
 
Octavo. La ley reglamentaria a que se refiere el Artículo 73, fracción VIII, inciso 3o. de este 
Decreto, establecerá las modalidades y condiciones de deuda pública que deberán contratarse 
mediante licitación pública, así como los mecanismos que se determinen necesarios para 
efectos de asegurar condiciones de mercado o mejores que éstas y el fortalecimiento de la 
transparencia en los casos en que no se establezca como obligatorio. 
 
 
D.O.F. 27 DE MAYO DE 2015. 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del plazo de un año contado a partir de la entrada en 
vigor del presente Decreto, deberá aprobar las leyes generales a que se refieren las fracciones 
XXIV y XXIX-V del artículo 73 de esta Constitución, así como las reformas a la legislación 
establecida en las fracciones XXIV y XXIX-H de dicho artículo. Asimismo, deberá realizar las 
adecuaciones a la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, con el objeto de que la 
Secretaría responsable del control interno del Ejecutivo Federal asuma las facultades necesarias 
para el cumplimiento de lo previsto en el presente Decreto y en las leyes que derivan del mismo. 
 
Tercero. La ley a que se refiere la fracción XXIX-H del artículo 73 de la Constitución, establecerá 
que, observando lo dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa: 
 
a) Aprobará su proyecto de presupuesto, con sujeción a los criterios generales de política 
económica y los techos globales de gasto establecidos por el Ejecutivo Federal; 
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b) Ejercerá directamente su presupuesto aprobado por la Cámara de Diputados, sin sujetarse a 
las disposiciones emitidas por las secretarías de Hacienda y Crédito Público y de la Función 
Pública; 
 
c) Autorizará las adecuaciones presupuestarias sin requerir la autorización de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, siempre y cuando no rebase su techo global aprobado por la 
Cámara de Diputados; 
 
d) Determinará los ajustes que correspondan a su presupuesto en caso de disminución de 
ingresos durante el ejercicio fiscal, y 
 
e) Realizará los pagos, llevará la contabilidad y elaborará sus informes, a través de su propia 
tesorería, en los términos de las leyes aplicables. 
 
Cuarto. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, deberán, en el ámbito de sus respectivas competencias, expedir las leyes y 
realizar las adecuaciones normativas correspondientes, dentro de los ciento ochenta días 
siguientes a la entrada en vigor de las leyes generales a que se refiere el Segundo Transitorio del 
presente Decreto. 
 
Quinto. Las adiciones, reformas y derogaciones que por virtud del presente Decreto se hacen a 
los artículos 79, 108, 109, 113, 114, 116, fracción V y 122, BASE QUINTA, entrarán en vigor en la misma 
fecha en que lo hagan las leyes a que se refiere el Transitorio Segundo del presente Decreto. 
 
Sexto. En tanto se expiden y reforman las leyes a que se refiere el Segundo Transitorio, 
continuará aplicándose la legislación en materia de responsabilidades administrativas de los 
servidores públicos, así como de fiscalización y control de recursos públicos, en el ámbito federal 
y de las entidades federativas, que se encuentre vigente a la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto. 
 
Séptimo. Los sistemas anticorrupción de las entidades federativas deberán conformarse de 
acuerdo con las Leyes Generales que resulten aplicables, las constituciones y leyes locales. 
 
Octavo. Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que hayan sido 
nombrados a la fecha de entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del 
artículo 73, de esta Constitución, continuarán como Magistrados del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa por el tiempo que fueron nombrados. 
 
Los titulares de los órganos a que se refieren las adiciones y reformas que establece el presente 
Decreto en las fracciones VIII del artículo 74 y II del artículo 76, que se encuentren en funciones 
a la entrada en vigor del mismo, continuarán en su encargo en los términos en los que fueron 
nombrados. 
 
Los Magistrados de los Tribunales Contenciosos Administrativos cualquiera que sea su 
denominación en el ámbito de las entidades federativas, continuarán como magistrados de los 
Tribunales de Justicia Administrativa de cada entidad federativa, exclusivamente por el tiempo 
que hayan sido nombrados. 
 
El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa continuará funcionando con su 
organización y facultades actuales y substanciando los asuntos que actualmente se encuentran 
en trámite, hasta la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, del artículo 73, 
de este Decreto. 
 
Noveno. Los recursos humanos, materiales, financieros y presupuestales con que cuenta el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, incluyendo todos sus bienes y los derechos 
derivados de los fondos o fideicomisos vigentes, pasarán a formar parte del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa en los términos que determine la Ley a que se refiere la fracción XXIX-H, 
del artículo 73, de esta Constitución. 
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Décimo. Los trabajadores de base que se encuentren prestando sus servicios en el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, a la entrada en vigor de la Ley a que se refiere la 
fracción XXIX-H, del artículo 73, de esta Constitución, seguirán conservando su misma calidad y 
derechos laborales que les corresponden ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en 
los términos que dicha ley determine. 
 
Décimo Primero. La ley reglamentaria del segundo párrafo del artículo 113 Constitucional, 
reformado por virtud del presente Decreto, se entenderá referida al último párrafo del artículo 
109 Constitucional atendiendo a lo establecido en el Quinto Transitorio del presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 2 DE JULIO DE 2015. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. El Congreso de la Unión dentro de los 180 días naturales siguientes a la publicación 
de este Decreto en el Diario Oficial de la Federación, deberá expedir la legislación nacional en 
materia de justicia para adolescentes, previendo las disposiciones transitorias necesarias para 
diferenciar el inicio de su vigencia, en función de la etapa del proceso de implementación del 
Sistema Procesal Penal Acusatorio en que se encuentren. En razón de lo anterior, se abroga la 
Ley Federal de Justicia para Adolescentes, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de 
diciembre de 2012. 
 
La Ley para el Tratamiento de Menores Infractores para el Distrito Federal en materia de Fuero 
Común y para toda la República en materia de Fuero Federal, así como la legislación vigente en 
materia de justicia para adolescentes expedida por las Legislaturas de los Estados y la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal, continuarán en vigor hasta que inicie la vigencia de la legislación 
nacional que expida el Congreso de la Unión conforme al presente Decreto. 
 
TERCERO. Los procedimientos de justicia para adolescentes y la ejecución de las medidas 
sancionadoras, iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la legislación nacional que 
establece el presente Decreto, serán concluidos conforme a las disposiciones vigentes al 
momento de iniciarse dichos procedimientos y ejecución de medidas sancionadoras. 
 
CUARTO. El Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estados y la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal, deberán prever los recursos necesarios para la debida implementación, 
funcionamiento y desarrollo del sistema de justicia para adolescentes. Las partidas para tales 
propósitos deberán señalarse en los presupuestos de egresos correspondientes. 
 
 
D.O.F. 10 DE JULIO DE 2015. 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación en las materias que se 
adicionan por virtud del presente Decreto al artículo 73, fracción XXI, inciso a), dentro de los 180 
días siguientes a la entrada en vigor del mismo. 
 
La legislación a que se refiere el presente Transitorio deberá regular el Sistema Nacional de 
Búsqueda de Personas. 
 
TERCERO. La legislación en materia de desaparición forzada de personas, otras formas de 
privación de la libertad contrarias a la ley, tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes de las entidades federativas y de la Federación, continuará en vigor hasta en tanto 
entren en vigor las leyes generales que expida el Congreso de la Unión referidas en el Transitorio 
anterior. Los procesos penales iniciados con fundamento en dicha legislación, así como las 
sentencias emitidas con base en la misma, no serán afectados por la entrada en vigor de dichas 
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leyes generales. Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme las 
disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de estas últimas. 
 
 
D.O.F. 27 DE ENERO DE 2016. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE DECLARA REFORMADAS Y 
ADICIONADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE DESINDEXACIÓN DEL SALARIO MÍNIMO”.] 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- El valor inicial diario de la Unidad de Medida y Actualización, a la fecha de entrada en 
vigor del presente Decreto será equivalente al que tenga el salario mínimo general vigente 
diario para todo el país, al momento de la entrada en vigor del presente Decreto y hasta que se 
actualice dicho valor conforme al procedimiento previsto en el artículo quinto transitorio. 
 
El valor inicial mensual de la Unidad de Medida y Actualización a la fecha de entrada en vigor del 
presente Decreto, será producto de multiplicar el valor inicial referido en el párrafo anterior por 
30.4. Por su parte, el valor inicial anual será el producto de multiplicar el valor inicial mensual por 
12. 
 
Tercero.- A la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario 
mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía de 
las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así 
como en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán 
referidas a la Unidad de Medida y Actualización. 
 
Cuarto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo transitorio anterior, el Congreso de la Unión, 
las Legislaturas de los Estados, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, así como las 
Administraciones Públicas Federal, Estatales, del Distrito Federal y Municipales deberán realizar 
las adecuaciones que correspondan en las leyes y ordenamientos de su competencia, según sea 
el caso, en un plazo máximo de un año contado a partir de la entrada en vigor de este Decreto, a 
efecto de eliminar las referencias al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida 
o referencia y sustituirlas por las relativas a la Unidad de Medida y Actualización. 
 
Quinto.- El Congreso de la Unión deberá emitir la legislación reglamentaria para determinar el 
valor de la Unidad de Medida y Actualización, dentro de un plazo que no excederá de 120 días 
naturales siguientes a la fecha de publicación del presente Decreto. 
 
En tanto se promulga esta ley, se utilizará el siguiente método para actualizar el valor de la 
Unidad de Medida y Actualización: 
 
I. El valor diario se determinará multiplicando el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización del año inmediato anterior por el resultado de la suma de uno más la variación 
interanual del Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes de diciembre del año 
inmediato anterior. 
 
II. El valor mensual será el producto de multiplicar el valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización por 30.4. 
 
III. El valor anual será el producto de multiplicar el valor mensual de la Unidad de Medida y 
Actualización por 12. 
 
Así mismo la ley deberá prever la periodicidad, atendiendo al principio de anualidad, con que se 
deberá publicar la actualización de la Unidad de Medida y Actualización en el Diario Oficial de la 
Federación, así como los mecanismos de ajuste que en su caso procedan. 
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El valor inicial previsto en el segundo transitorio del presente Decreto, se actualizará conforme al 
procedimiento que se establezca una vez que se realicen las adecuaciones legales 
correspondientes. 
 
Sexto.- Los créditos vigentes a la entrada en vigor del presente Decreto cuyos montos se 
actualicen con base al salario mínimo y que hayan sido otorgados por el Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, el Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado u otras instituciones del Estado dedicadas al 
otorgamiento de crédito para la vivienda, continuarán actualizándose bajo los términos y 
condiciones que hayan sido estipulados. 
 
Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo anterior, en el evento de que el salario mínimo se 
incremente por encima de la inflación, las referidas instituciones no podrán actualizar el saldo 
en moneda nacional de este tipo de créditos a una tasa que supere el crecimiento porcentual de 
la Unidad de Medida y Actualización durante el mismo año. 
 
Las instituciones a que se refiere el primer párrafo podrán, a partir de la entrada en vigor de este 
Decreto y hasta 720 días naturales posteriores a la entrada en vigor del mismo, seguir otorgando 
créditos a la vivienda que se referencien o actualicen con base al salario mínimo. En el evento de 
que el salario mínimo se incremente por encima de la inflación, las citadas instituciones no 
podrán actualizar el saldo en moneda nacional de este tipo de créditos a una tasa que supere el 
crecimiento porcentual de la Unidad de Medida y Actualización durante el mismo año. 
 
El órgano de gobierno de cada institución podrá determinar el mecanismo más adecuado para 
implementar lo dispuesto en el presente artículo transitorio. 
 
Séptimo.- Los contratos y convenios de cualquier naturaleza, vigentes a la fecha de entrada en 
vigor de este Decreto que utilicen el salario mínimo como referencia para cualquier efecto, no se 
modificarán por la Unidad de Medida y Actualización, salvo que las partes acuerden 
expresamente lo contrario. Lo anterior, sin perjuicio de que, a partir de la entrada en vigor de 
este Decreto, los contratantes puedan utilizar como índice o referencia a la Unidad de Medida y 
Actualización. 
 
Octavo.- En los créditos, garantías, coberturas y otros esquemas financieros otorgados o 
respaldados por el Fondo de Operación y Financiamiento Bancario a la Vivienda o por la 
Sociedad Hipotecaria Federal, S.N.C., Institución de Banca de Desarrollo, en los que para 
procurar la accesibilidad del crédito a la vivienda se haya previsto como referencia del 
incremento del saldo del crédito o sus mensualidades el salario mínimo, en beneficio de los 
acreditados, las citadas entidades deberán llevar a cabo los actos y gestiones necesarias para 
que el monto máximo de ese incremento en el periodo establecido, no sea superior a la inflación 
correspondiente. Asimismo, el órgano de gobierno de cada entidad podrá determinar el 
mecanismo más adecuado para implementar lo dispuesto en el presente artículo transitorio. 
 
Noveno.- Se abrogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en el presente 
Decreto, excepto las disposiciones legales relativas a la unidad de cuenta denominada Unidad 
de Inversión o UDI. 
 
 
D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE DECLARAN REFORMADAS Y 
DEROGADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE LA REFORMA POLÍTICA DE LA CIUDAD DE MÉXICO”.] 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación, salvo disposición en contrario conforme a lo establecido en los 
artículos transitorios siguientes. 
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ARTÍCULO SEGUNDO.- Las normas de esta Constitución y los ordenamientos legales aplicables 
al Distrito Federal que se encuentren vigentes a la entrada en vigor del presente Decreto, 
continuarán aplicándose hasta que inicie la vigencia de aquellos que lo sustituyan. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las normas relativas a la elección de los poderes locales de la Ciudad de 
México se aplicarán a partir del proceso electoral para la elección constitucional del año 2018. Se 
faculta a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para que, una vez publicada la Constitución 
Política de la Ciudad de México, expida las leyes inherentes a la organización, funcionamiento y 
competencias de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial de la Ciudad, necesarias para que 
ejerzan las facultades que establezcan esta Constitución y la de la Ciudad de México, a partir del 
inicio de sus funciones. Dichas leyes entrarán en vigor una vez que lo haga la Constitución 
Política de la Ciudad de México. 
 
Lo dispuesto en el párrafo tercero de la Base II del Apartado A del artículo 122 constitucional 
contenido en el presente Decreto, no será aplicable a los diputados integrantes de la VII 
Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 
 
ARTÍCULO CUARTO.- Las normas relativas a la elección de las Alcaldías se aplicarán a partir del 
proceso electoral para la elección constitucional del año 2018. 
 
La elección de las Alcaldías en el año 2018 se realizará con base en la división territorial de las 
dieciséis demarcaciones territoriales del Distrito Federal vigente hasta la entrada en vigor del 
presente Decreto. Los Concejos de las dieciséis Alcaldías electos en 2018 se integrarán por el 
Alcalde y diez Concejales electos según los principios de mayoría relativa y de representación 
proporcional, en una proporción de sesenta por ciento por el primer principio y cuarenta por 
ciento por el segundo. 
 
Lo dispuesto en el inciso b) del párrafo tercero de la Base VI del Apartado A del artículo 122 
constitucional contenido en el presente Decreto, no será aplicable a los titulares de los órganos 
político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal electos en 2015, 
quienes no podrán ser postulados en los comicios de 2018 para integrar las Alcaldías. 
 
Se faculta a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal para que, una vez publicada la 
Constitución Política de la Ciudad de México, expida las leyes inherentes a la organización, 
funcionamiento y competencias necesarias para que las Alcaldías, a partir del inicio de sus 
funciones en 2018, ejerzan las facultades a que se refiere esta Constitución y la de la Ciudad de 
México. Dichas leyes entrarán en vigor una vez que lo haga la Constitución Política de la Ciudad 
de México. 
 
ARTÍCULO QUINTO.- Los órganos de gobierno electos en los años 2012 y 2015 permanecerán en 
funciones hasta la terminación del periodo para el cual fueron electos. En su desempeño se 
ajustarán al orden constitucional, legal y del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal destinado 
a normar las funciones a su cargo, que hubiere emanado o emane de los órganos competentes. 
Las facultades y atribuciones derivadas del presente Decreto de reformas constitucionales no 
serán aplicables a dichos órganos de gobierno, por lo que se sujetarán a las disposiciones 
constitucionales y legales vigentes con antelación a la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
ARTÍCULO SEXTO.- Las reformas al primer párrafo del Apartado B del artículo 123 y la Base XI del 
Apartado A del artículo 122 relativas al régimen jurídico de las relaciones de trabajo entre la 
Ciudad de México y sus trabajadores, entrarán en vigor a partir del día 1 de enero de 2020. 
 
En tanto la Legislatura de la Ciudad de México ejerce la atribución a que se refiere la Base XI del 
Apartado A del artículo 122 constitucional, las relaciones laborales entre la Ciudad de México y 
sus trabajadores que, hasta antes de la entrada en vigor del presente Decreto, se hubieren 
regido por la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado 
B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, continuarán 
normándose por dicha Ley, y los conflictos del trabajo que se susciten se conocerán y se 
resolverán por el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, hasta que se establezca la 
instancia competente en el ámbito local de la Ciudad de México. 
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Los trabajadores de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial de la Ciudad de México, sus 
demarcaciones territoriales y sus órganos autónomos, así como de las entidades paraestatales 
de la Administración Pública local conservarán los derechos adquiridos que deriven de la 
aplicación del orden jurídico que los rija, al momento de entrar en vigor el presente Decreto. 
 
Los órganos públicos de la Ciudad de México, que hasta antes de la entrada en vigor de este 
Decreto se encuentren incorporados al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, continuarán sujetos, al igual que sus trabajadores, al mismo régimen 
de seguridad social. 
 
Los órganos públicos de la Ciudad de México que no se encuentren incorporados al Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, podrán celebrar convenio, en los 
términos de la ley de dicho Instituto, para su incorporación y la afiliación de sus trabajadores. Lo 
anterior, siempre y cuando la Ciudad de México se encuentre al corriente en sus obligaciones 
con el Instituto y éste cuente con capacidad necesaria, en términos de su propia ley. 
 
ARTÍCULO SÉPTIMO.- La Asamblea Constituyente de la Ciudad de México se compondrá de cien 
diputados constituyentes, que serán elegidos conforme a lo siguiente: 
 
A. Sesenta se elegirán según el principio de representación proporcional, mediante una lista 
votada en una sola circunscripción plurinominal, en los siguientes términos: 
 
I. Podrán solicitar el registro de candidatos los partidos políticos nacionales mediante listas con 
fórmulas integradas por propietarios y suplentes, así como los ciudadanos mediante 
candidaturas independientes, integradas por fórmula de propietarios y suplentes. 
 
II. Tratándose de las candidaturas independientes, se observará lo siguiente: 
 
a) El registro de cada fórmula de candidatos independientes requerirá la manifestación de 
voluntad de ser candidato y contar cuando menos con la firma de una cantidad de ciudadanos 
equivalente al uno por ciento de la lista nominal de electores del Distrito Federal, dentro de los 
plazos que para tal efecto determine el Instituto Nacional Electoral. 
 
b) Con las fórmulas de candidatos que cumplan con los requisitos del inciso anterior, el Instituto 
Nacional Electoral integrará una lista de hasta sesenta fórmulas con los nombres de los 
candidatos, ordenados en forma descendente en razón de la fecha de obtención del registro. 
 
c) En la boleta electoral deberá aparecer un recuadro blanco a efecto de que el elector asiente 
su voto, en su caso, por la fórmula de candidatos independientes de su preferencia, 
identificándolos por nombre o el número que les corresponda. Bastará con que asiente el 
nombre o apellido del candidato propietario y, en todo caso, que resulte indubitable el sentido 
de su voto. 
 
d) A partir de los cómputos de las casillas, el Instituto Nacional Electoral hará el cómputo de 
cada una de las fórmulas de candidatos independientes, y establecerá aquellas que hubieren 
obtenido una votación igual o mayor al cociente natural de la fórmula de asignación de las 
diputaciones constituyentes. 
 
III. Las diputaciones constituyentes se asignarán: 
 
a) A las fórmulas de candidatos independientes que hubieren alcanzado una votación igual o 
mayor al cociente natural, que será el que resulte de dividir la votación válida emitida entre 
sesenta. 
 
b) A los partidos políticos las diputaciones restantes, conforme las reglas previstas en el artículo 
54 de la Constitución y en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales que 
resulten aplicables y en lo que no se oponga al presente Decreto. 
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Para esta asignación se establecerá un nuevo cociente que será resultado de dividir la votación 
emitida, una vez deducidos los votos obtenidos por los candidatos independientes, entre el 
número de diputaciones restantes por asignar. 
 
En la asignación de los diputados constituyentes se seguirá el orden que tuviesen los candidatos 
en las listas presentadas por los partidos políticos. 
 
c) Si después de aplicarse la distribución en los términos previstos en los incisos anteriores, 
quedaren diputaciones constituyentes por distribuir, se utilizará el resto mayor de votos que 
tuvieren partidos políticos y candidatos independientes. 
 
IV. Serán aplicables, en todo lo que no contravenga al presente Decreto, las disposiciones 
conducentes de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
V. Los partidos políticos no podrán participar en el proceso electoral a que se refiere este 
Apartado, a través de la figura de coaliciones. 
 
VI. Para ser electo diputado constituyente en los términos del presente Apartado, se observarán 
los siguientes requisitos: 
 
a) Ser ciudadano mexicano, por nacimiento, en el ejercicio de sus derechos; 
 
b) Tener veintiún años cumplidos el día de la elección; 
 
c) Ser originario del Distrito Federal o vecino de él con residencia efectiva de más de seis meses 
anteriores a la fecha de ella; 
 
d) Estar inscrito en el Registro Federal de Electores y contar con credencial para votar; 
 
e) No estar en servicio activo en el Ejército Federal ni tener mando de policía en el Distrito 
Federal, cuando menos sesenta días antes de la elección; 
 
f) No ser titular de alguno de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, salvo 
que se separen de sus cargos sesenta días antes del día de la elección; 
 
g) No ser Secretario o Subsecretario de Estado, ni titular de alguno de los organismos 
descentralizados o desconcentrados de la administración pública federal, salvo que se separen 
de sus cargos sesenta días antes del día de la elección; 
 
h) No ser Ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o miembro del Consejo de la 
Judicatura Federal, salvo que se separen de sus cargos sesenta días antes del día de la elección; 
 
i) No ser Magistrado, ni Secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación o del 
Tribunal Electoral del Distrito Federal, ni Consejero Presidente o consejero electoral de los 
Consejos General, locales, distritales o de demarcación territorial del Instituto Nacional Electoral 
o del Instituto Electoral del Distrito Federal, ni Secretario Ejecutivo, Director Ejecutivo o personal 
profesional directivo de dichos Institutos, ni pertenecer al Servicio Profesional Electoral Nacional, 
salvo que se separen definitivamente de sus cargos tres años antes del día de la elección; 
 
j) No ser legislador federal, ni diputado a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, ni Jefe 
Delegacional, salvo que se separen de sus cargos sesenta días antes del día de la elección; 
resultando aplicable en cualquier caso lo previsto en el artículo 125 de la Constitución; 
 
k) No ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia o del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Federal, ni miembro del Consejo de la Judicatura del Distrito Federal, 
ni Magistrado o Juez Federal en el Distrito Federal, salvo que se separen de sus cargos sesenta 
días antes del día de la elección; 
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l) No ser titular de alguno de los organismos con autonomía constitucional del Distrito Federal, 
salvo que se separen de sus cargos sesenta días antes del día de la elección; 
 
m) No ser Secretario en el Gobierno del Distrito Federal, ni titular de alguno de los organismos 
descentralizados o desconcentrados de la administración pública local, salvo que se separen de 
sus cargos sesenta días antes del día de la elección; 
 
n) No ser Ministro de algún culto religioso; y 
 
o) En el caso de candidatos independientes, no estar registrados en los padrones de afiliados de 
los partidos políticos, con fecha de corte a marzo de 2016, ni haber participado como 
precandidatos o candidatos a cargos de elección popular postulados por algún partido político o 
coalición, en las elecciones federales o locales inmediatas anteriores a la elección de la 
Asamblea Constituyente. 
 
VII. El Consejo General del Instituto Nacional Electoral emitirá la Convocatoria para la elección de 
los diputados constituyentes a más tardar dentro de los siguientes 15 días a partir de la 
publicación de este Decreto. El Acuerdo de aprobación de la Convocatoria a la elección, 
establecerá las fechas y los plazos para el desarrollo de las etapas del proceso electoral, en 
atención a lo previsto en el párrafo segundo del presente Transitorio. 
 
VIII. El proceso electoral se ajustará a las reglas generales que apruebe el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral. Dichas reglas deberán regular el proceso en atención a la finalidad 
del mismo y, en consecuencia, el Instituto podrá realizar ajustes a los plazos establecidos en la 
legislación electoral a fin de garantizar la ejecución de las actividades y procedimientos 
electorales. 
 
Los actos dentro del proceso electoral deberán circunscribirse a propuestas y contenidos 
relacionados con el proceso constituyente. Para tal efecto, las autoridades electorales 
correspondientes deberán aplicar escrutinio estricto sobre su legalidad. 
 
El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación será competente para resolver las 
impugnaciones derivadas del proceso electoral, en los términos que determinan las leyes 
aplicables. 
 
B. Catorce senadores designados por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Cámara, a propuesta de su Junta de Coordinación Política. 
 
C. Catorce diputados federales designados por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara, a propuesta de su Junta de Coordinación Política. 
 
Los legisladores federales designados como diputados constituyentes en términos del presente 
Apartado y el anterior, continuarán ejerciendo sus cargos federales de elección popular, sin que 
resulte aplicable el artículo 62 constitucional. 
 
D. Seis designados por el Presidente de la República. 
 
E. Seis designados por el Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 
 
F. Todos los diputados constituyentes ejercerán su encargo de forma honorífica, por lo que no 
percibirán remuneración alguna. 
 
La Asamblea Constituyente ejercerá en forma exclusiva todas las funciones de Poder 
Constituyente para la Ciudad de México y la elección para su conformación se realizará el primer 
domingo de junio de 2016 para instalarse el 15 de septiembre de ese año, debiendo aprobar la 
Constitución Política de la Ciudad de México, a más tardar el 31 de enero de 2017, por las dos 
terceras partes de sus integrantes presentes. 
 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 93 

Para la conducción de la sesión constitutiva de la Asamblea Constituyente, actuarán como Junta 
Instaladora los cinco diputados constituyentes de mayor edad. La Junta Instaladora estará 
constituida por un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios. El diputado constituyente 
que cuente con mayor antigüedad será el Presidente de la Junta Instaladora. Serán 
Vicepresidentes los diputados constituyentes que cuenten con las dos siguientes mayores 
antigüedades y, en calidad de Secretarios les asistirán los siguientes dos integrantes que 
cuenten con las sucesivas mayores antigüedades. 
 
La sesión de instalación de la Asamblea se regirá, en lo que resulte conducente, por lo previsto 
en el artículo 15 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Corresponderá a la Junta Instaladora conducir los trabajos para la aprobación del Reglamento 
para el Gobierno Interior de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México, mismo que 
deberá ser aprobado dentro de los diez días siguientes a la instalación de la Asamblea. Para su 
discusión y aprobación será aplicable en lo que resulte conducente el Reglamento Interior de la 
Cámara de Diputados. 
 
Es facultad exclusiva del Jefe de Gobierno del Distrito Federal elaborar y remitir el proyecto de 
Constitución Política de la Ciudad de México, que será discutido, en su caso modificado, 
adicionado, y votado por la Asamblea Constituyente, sin limitación alguna de materia. El Jefe de 
Gobierno deberá remitir el proyecto de la Constitución Política de la Ciudad de México a la 
Asamblea Constituyente a más tardar el día en que ésta celebre su sesión de instalación. 
 
Con la finalidad de cumplir con sus funciones, la Asamblea Constituyente de la Ciudad de 
México, deberá crear, al menos, tres comisiones para la discusión y aprobación de los 
dictámenes relativos al proyecto de Constitución. 
 
ARTÍCULO OCTAVO.- Aprobada y expedida la Constitución Política de la Ciudad de México, no 
podrá ser vetada por ninguna autoridad y será remitida de inmediato para que, sin más trámite, 
se publique en el Diario Oficial de la Federación y en la Gaceta Oficial del Distrito Federal. 
 
La Constitución Política de la Ciudad de México, entrará en vigor el día que ésta señale para la 
instalación de la Legislatura, excepto en lo que hace a la materia electoral, misma que será 
aplicable desde el mes de enero de 2017. En el caso de que sea necesario que se verifiquen 
elecciones extraordinarias, las mismas se llevarán a cabo de conformidad a la legislación 
electoral vigente al día de la publicación del presente Decreto. 
 
Se faculta a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, para legislar sobre los procedimientos e 
instituciones electorales que resultarán aplicables al proceso electoral 2017-2018. 
 
Al momento de la publicación de la Constitución Política de la Ciudad de México, cesarán las 
funciones de la Asamblea Constituyente. A partir de ello, las reformas y adiciones a la 
Constitución Política de la Ciudad de México se realizarán de conformidad con lo que la misma 
establezca. 
 
ARTÍCULO NOVENO.- La integración, organización y funcionamiento de la Asamblea 
Constituyente de la Ciudad de México se regirá exclusivamente por lo dispuesto en el presente 
Decreto y en el Reglamento para su Gobierno Interior, conforme a las bases siguientes: 
 
I. La Asamblea Constituyente de la Ciudad de México tendrá las facultades siguientes: 
 
a) Elegir, por el voto de sus dos terceras partes, a los integrantes de su Mesa Directiva, en los 
términos que disponga el Reglamento para su Gobierno Interior, dentro de los cinco días 
siguientes a la aprobación de éste. 
 
En el caso de que transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior, no se hubiere electo a 
la Mesa Directiva, la Junta Instaladora ejercerá las atribuciones y facultades que el Reglamento 
para el Gobierno Interior de la Asamblea Constituyente le otorga a aquélla y a sus integrantes, 
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según corresponda. La Junta Instaladora no podrá ejercer dichas atribuciones más allá del 5 de 
octubre de 2016. 
 
b) Sesionar en Pleno y en comisiones, de conformidad con las convocatorias que al efecto 
expidan su Mesa Directiva y los órganos de dirección de sus comisiones. 
 
c) Dictar todos los acuerdos necesarios para el cumplimiento de su función. 
 
d) Recibir el proyecto de Constitución Política de la Ciudad de México que le sea remitido por el 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal. 
 
e) Discutir, modificar, adicionar y votar el proyecto de Constitución Política de la Ciudad de 
México. 
 
f) Aprobar, expedir y ordenar la publicación de la Constitución Política de la Ciudad de México. 
 
II. La Asamblea Constituyente gozará de plena autonomía para el ejercicio de sus facultades 
como Poder Constituyente; ninguna autoridad podrá intervenir ni interferir en su instalación y 
funcionamiento. 
 
III. La Asamblea Constituyente de la Ciudad de México sesionará en la antigua sede del Senado 
de la República en Xicoténcatl. Corresponderá a dicha Cámara determinar la sede de la 
Asamblea Constituyente para su instalación, en caso de que por circunstancias de hecho no 
fuere posible ocupar el recinto referido. El pleno de la Asamblea Constituyente podrá 
determinar en cualquier momento, la habilitación de otro recinto para sesionar. 
 
IV. Los recintos que ocupe la Asamblea Constituyente de la Ciudad de México para el 
cumplimiento de su función, son inviolables. Las autoridades federales y del Distrito Federal 
deberán prestar el auxilio que les solicite el Presidente de la Asamblea Constituyente para 
salvaguardar la inviolabilidad de los recintos que ésta ocupe y para garantizar a sus integrantes 
el libre ejercicio de su función. 
 
V. La Asamblea Constituyente sesionará en Pleno y en comisiones, de conformidad con lo que 
disponga su Reglamento. Las sesiones del Pleno requerirán la asistencia, por lo menos, de la 
mayoría del total de sus integrantes y sus acuerdos se adoptarán con la votación de las dos 
terceras partes del total de sus integrantes. Las sesiones de las Comisiones requerirán la 
asistencia de la mayoría de sus integrantes y sus determinaciones se adoptarán con la votación 
de la mayoría de los presentes. En todos los casos las discusiones deberán circunscribirse al 
tema objeto del debate. 
 
VI. La Asamblea Constituyente de la Ciudad de México no podrá interferir, bajo ninguna 
circunstancia, en las funciones de los Poderes de la Unión ni de los órganos del Distrito Federal, 
ni tendrán ninguna facultad relacionada con el ejercicio del gobierno de la entidad. Tampoco 
podrá realizar pronunciamientos o tomar acuerdos respecto del ejercicio de los Gobiernos 
Federal o del Distrito Federal o de cualquier otro poder federal o local. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO.- El Congreso de la Unión, en la expedición de las leyes a que se refiere el 
párrafo tercero del Apartado B y el primer párrafo del Apartado C del artículo 122, deberá prever 
que las mismas entren en vigor en la fecha en que inicie la vigencia de la Constitución Política 
de la Ciudad de México. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Todos los inmuebles ubicados en la Ciudad de México que estén 
destinados al servicio que prestan los poderes de la Federación, así como cualquier otro bien 
afecto a éstos, continuarán bajo la jurisdicción de los poderes federales. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO.- Los jueces y magistrados del Tribunal Superior de Justicia del 
Distrito Federal se integrarán en el Poder Judicial de la Ciudad de México, una vez que éste 
inicie sus funciones, de conformidad con lo que establezca la Constitución Política de dicha 
entidad. 
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ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Los recursos de revisión interpuestos contra las resoluciones del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 104, fracción III de esta Constitución, que se encuentren pendientes de resolución 
a la entrada en vigor del presente Decreto, continuarán el trámite que corresponda conforme al 
régimen jurídico aplicable al momento de su interposición, hasta su total conclusión. 
 
En tanto en la Ciudad de México no se emitan las disposiciones legales para la presentación y 
sustanciación de los recursos de revisión interpuestos contra las resoluciones del Tribunal de 
Justicia Administrativa de la Ciudad de México, dichos recursos serán conocidos y resueltos por 
los Tribunales de la Federación, en los términos de la fracción III del artículo 104 constitucional. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO.- A partir de la fecha de entrada en vigor de este Decreto, todas las 
referencias que en esta Constitución y demás ordenamientos jurídicos se hagan al Distrito 
Federal, deberán entenderse hechas a la Ciudad de México. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO.- Los ciudadanos que hayan ocupado la titularidad del 
Departamento del Distrito Federal, de la Jefatura de Gobierno o del Ejecutivo local, designados o 
electos, en ningún caso y por ningún motivo podrán ocupar el de Jefe de Gobierno de la Ciudad 
de México, ni con el carácter de interino, provisional, sustituto o encargado de despacho. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO.- Las Alcaldías accederán a los recursos de los fondos y ramos 
federales en los términos que prevea la Ley de Coordinación Fiscal. 
 
ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO.- Dentro de las funciones que correspondan a las Alcaldías, la 
Constitución Política de la Ciudad de México y las leyes locales contemplarán, al menos, aquéllas 
que la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal vigente a la entrada en 
vigor del presente Decreto, señala para los titulares de los órganos político-administrativos de 
las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, con base en lo establecido por el artículo 122 
constitucional. 
 
Las competencias de las Alcaldías, a que se refiere el presente artículo Transitorio, deberán 
distribuirse entre el Alcalde y el Concejo de la Alcaldía, en atención a lo dispuesto en la Base VI 
del Apartado A del artículo 122 constitucional, reformado mediante el presente Decreto. 
 
 
D.O.F. 25 DE JULIO DE 2016. 
 
[N. DE E. TRANSITORIO DEL “DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA LA FRACCIÓN XXIX-X AL 
ARTÍCULO 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.] 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 15 DE AGOSTO DE 2016. 
 
[N. DE E. TRANSITORIO DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 11 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.] 
 
ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 5 DE FEBRERO DE 2017. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE DECLARAN REFORMADAS Y 
ADICIONADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE 
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CONTROVERSIAS, MEJORA REGULATORIA, JUSTICIA CÍVICA E ITINERANTE Y REGISTROS 
CIVILES”.] 
 
Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo.- En un plazo que no excederá de 180 días naturales siguientes a la entrada en vigor del 
presente Decreto, el Congreso de la Unión expedirá las leyes generales a que se refieren las 
fracciones XXIX-A, XXIX-R, XXIX-Y y XXIX-Z de esta Constitución. 
 
Tercero.- La ley general en materia de registros civiles a que se refiere la fracción XXIX-R del 
artículo 73 de esta Constitución deberá prever, al menos: la obligación de trabajar con formatos 
accesibles de inscripción; la estandarización de actas a nivel nacional; medidas de seguridad 
física y electrónica; la posibilidad de realizar trámites con firmas digitales; de realizar consultas y 
emisiones vía remota; el diseño de mecanismos alternos para la atención de comunidades 
indígenas y grupos en situación de especial vulnerabilidad y marginación; mecanismos 
homologados de captura de datos; simplificación de procedimientos de corrección, rectificación 
y aclaración de actas. 
 
Los documentos expedidos con antelación a la entrada en vigor de la ley a que se refiere el 
segundo transitorio del presente Decreto, continuarán siendo válidos conforme a las 
disposiciones vigentes al momento de su expedición. Asimismo, los procedimientos iniciados y 
las resoluciones emitidas con fundamento en dichas disposiciones deberán concluirse y 
ejecutarse, respectivamente, conforme a las mismas. 
 
Cuarto.- La legislación federal y local en materia de mecanismos alternativos de solución de 
controversias continuará vigente hasta en tanto entre en vigor la legislación a que se refiere el 
presente Decreto, por lo que los procedimientos iniciados y las sentencias emitidas con 
fundamento en las mismas, deberán concluirse y ejecutarse, conforme a lo previsto en aquéllas. 
 
Quinto.- La legislación en materia de mecanismos alternativos de solución de controversias de la 
federación y de las entidades federativas deberá ajustarse a lo previsto en la ley general que 
emita el Congreso de la Unión conforme al artículo 73, fracción XXIX-A de esta Constitución. 
 
Sexto.- La ley general en materia de mejora regulatoria a que se refiere el artículo 73, fracción 
XXIX-Y de esta Constitución deberá considerar al menos, lo siguiente: 
 
a) Un catálogo nacional de regulaciones, trámites y servicios federales, locales y municipales con 
el objetivo de generar seguridad jurídica a los particulares. 
 
b) Establecer la obligación para las autoridades de facilitar los trámites y la obtención de 
servicios mediante el uso de las tecnologías de la información, de conformidad con su 
disponibilidad presupuestaria. 
 
c) La inscripción en el catálogo será obligatoria para todas las autoridades en los términos en 
que la misma disponga. 
 
Séptimo.- La ley general en materia de justicia cívica e itinerante a que se refiere el artículo 73, 
fracción XXIX-Z de esta Constitución deberá considerar, al menos lo siguiente: 
 
a) Los principios a los que deberán sujetarse las autoridades para que la justicia itinerante sea 
accesible y disponible a los ciudadanos; 
 
b) Las bases para la organización y funcionamiento de la justicia cívica en las entidades 
federativas, y 
 
c) Los mecanismos de acceso a la justicia cívica e itinerante y la obligación de las autoridades de 
cumplir con los principios previstos por la ley. 
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Las legislaturas de las entidades federativas proveerán de los recursos necesarios para cumplir 
con lo dispuesto en el presente artículo transitorio. 
 
 
D.O.F. 24 DE FEBRERO DE 2017. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE DECLARAN REFORMADAS Y 
ADICIONADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCULOS 107 Y 123 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE JUSTICIA LABORAL”.] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas deberán realizar 
las adecuaciones legislativas que correspondan para dar cumplimiento a lo previsto en el 
presente Decreto, dentro del año siguiente a la entrada en vigor del mismo. 
 
Tercero. En tanto se instituyen e inician operaciones los tribunales laborales, los Centros de 
Conciliación y el organismo descentralizado a que se refiere el presente Decreto, de 
conformidad con el transitorio anterior, las Juntas de Conciliación y Arbitraje y, en su caso, la 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social o las autoridades locales laborales, continuarán 
atendiendo las diferencias o conflictos que se presenten entre el capital y el trabajo y sobre el 
registro de los contratos colectivos de trabajo y de organizaciones sindicales. 
 
Los Tribunales Colegiados de Circuito del Poder Judicial de la Federación continuarán 
conociendo de los amparos interpuestos en contra de los laudos emitidos por las referidas 
Juntas en términos de lo previsto por la fracción V del artículo 107 de esta Constitución. 
 
Los asuntos que estuvieran en trámite al momento de iniciar sus funciones los tribunales 
laborales, los Centros de Conciliación y el organismo descentralizado a que se refiere el presente 
Decreto, serán resueltos de conformidad con las disposiciones aplicables al momento de su 
inicio. 
 
Cuarto. Dentro del plazo a que se refiere el artículo segundo transitorio de este Decreto, el 
Ejecutivo Federal someterá a la Cámara de Senadores la terna para la designación del titular del 
organismo descentralizado que se encargará de atender los asuntos relacionados con el registro 
de contratos colectivos de trabajo y organizaciones sindicales. 
 
Quinto. En cualquier caso, los derechos de los trabajadores que tienen a su cargo la atención de 
los asuntos a que se refiere el primer párrafo del artículo tercero transitorio, se respetarán 
conforme a la ley. 
 
Sexto. Las autoridades competentes y las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán transferir 
los procedimientos, expedientes y documentación que, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, tengan bajo su atención o resguardo a los tribunales laborales y a los Centros de 
Conciliación que se encargarán de resolver las diferencias y los conflictos entre patrones y 
trabajadores. 
 
Asimismo, las autoridades competentes y las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán 
transferir los expedientes y documentación que, en el ámbito de sus respectivas competencias 
tengan bajo su atención o resguardo, al organismo descentralizado que se encargará de atender 
los asuntos relacionados con el registro de contratos colectivos de trabajo y organizaciones 
sindicales. 
 
 
D.O.F. 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN LOS 
ARTÍCULOS 16, 17 Y 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
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EN MATERIA DE JUSTICIA COTIDIANA (SOLUCIÓN DE FONDO DEL CONFLICTO Y COMPETENCIA 
LEGISLATIVA SOBRE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y FAMILIARES)”.] 
 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, con excepción de lo dispuesto en el transitorio siguiente. 
 
SEGUNDO. La reforma del primer párrafo del artículo 16 y la adición de un nuevo tercer párrafo al 
artículo 17 constitucional entrarán en vigor a los ciento ochenta días naturales siguientes al de 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Para tal efecto, y en los casos en que se 
requiera, el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas deberán 
adecuar a las modificaciones en cuestión, respectivamente, las leyes generales y las leyes 
federales, así como las leyes de las entidades federativas. 
 
TERCERO. Las Legislaturas de las entidades federativas deberán llevar a cabo las reformas a sus 
constituciones para adecuarlas al contenido del presente Decreto en un plazo que no excederá 
de ciento ochenta días, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto. 
 
CUARTO. El Congreso de la Unión deberá expedir la legislación procedimental a que hace 
referencia la fracción XXX del artículo 73 constitucional adicionado mediante el presente 
Decreto, en un plazo que no excederá de ciento ochenta días contados a partir de la entrada en 
vigor del presente Decreto. 
 
QUINTO. La legislación procesal civil y familiar de la Federación y de las entidades federativas 
continuará vigente hasta en tanto entre en vigor la legislación a que se refiere la fracción XXX 
del artículo 73 constitucional, adicionada mediante el presente Decreto, y de conformidad con el 
régimen transitorio que la misma prevea. Los procedimientos iniciados y las sentencias emitidas 
con fundamento en la legislación procesal civil federal y la legislación procesal civil y familiar de 
las entidades federativas deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme a la 
misma. 
 
 
D.O.F. 27 DE AGOSTO DE 2018. 
 
[N. DE E. TRANSITORIO DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO 
TRANSITORIO DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN DIVERSAS 
DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA POLÍTICA-ELECTORAL”, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 
DE FEBRERO DE 2014”.] 
 
Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 
 
 
D.O.F. 14 DE MARZO DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL "DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN EL ARTÍCULO 22 Y LA 
FRACCIÓN XXX DEL ARTÍCULO 73, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN MATERIA DE EXTINCIÓN DE DOMINIO".] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión, en un plazo de 180 días posteriores al inicio de vigencia de 
este Decreto expedirá la legislación nacional única en materia de extinción de dominio. 
 
Tercero. La Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la 
Constitución Política (sic) los Estados Unidos Mexicanos, así como la legislación respectiva del 
ámbito local, seguirán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la legislación 
nacional única en materia de extinción de dominio que ordena el presente Decreto. 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 99 

 
Cuarto. Los procesos en materia de extinción de dominio iniciados con fundamento en la 
legislación federal y local referida en el artículo transitorio anterior, así como las sentencias 
dictadas con base en las mismas, no se verán afectados por la entrada en vigor del presente 
Decreto, y deberán concluirse y ejecutarse conforme al orden constitucional y legal vigente al 
momento de su inicio. 
 
 
D.O.F. 26 DE MARZO DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN MATERIA DE GUARDIA NACIONAL”.] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
El Congreso de la Unión dentro de los 60 días naturales siguientes a la entrada en vigor de este 
Decreto, expedirá la Ley de la Guardia Nacional y hará las adecuaciones legales conducentes. 
 
Asimismo, expedirá las leyes nacionales que reglamenten el uso de la fuerza y del registro de 
detenciones dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrada en vigor de este Decreto. 
 
Segundo. La Guardia Nacional se constituirá a la entrada en vigor del presente Decreto con los 
elementos de la Policía Federal, la Policía Militar y la Policía Naval que determine en acuerdos de 
carácter general el Presidente de la República. En tanto se expide la ley respectiva, la Guardia 
Nacional asumirá los objetivos, atribuciones y obligaciones previstas en los artículos 2 y 8 de la 
Ley de la Policía Federal, con la gradualidad que se requiera para asegurar la continuidad de 
operaciones y la transferencia de recursos humanos, materiales y financieros que correspondan. 
De igual forma, el Ejecutivo Federal dispondrá lo necesario para la incorporación de los 
elementos de las policías Militar y Naval a la Guardia Nacional y designará al titular del órgano 
de mando superior y a los integrantes de la instancia de coordinación operativa 
interinstitucional formada por representantes de las secretarías del ramo de seguridad, de la 
Defensa Nacional y de Marina. 
 
Tercero. Los elementos de las policías Militar y Naval, así como otros elementos de mando y 
servicios de apoyo de la Fuerza Armada permanente, que sean asignados a la Guardia Nacional, 
conservarán su rango y prestaciones; la ley garantizará que cuando un elemento sea reasignado 
a su cuerpo de origen, ello se realice respetando los derechos con que contaba al momento de 
ser asignado a aquélla, así como el reconocimiento del tiempo de servicio en la misma, para 
efectos de su antigüedad. Lo anterior será aplicable, en lo conducente, a los elementos de la 
Policía Federal que sean adscritos a la Guardia Nacional. 
 
Cuarto. Al expedir las leyes a que se refiere la fracción XXIII del artículo 73 de esta Constitución, 
el Congreso de la Unión estará a lo siguiente: 
 
I. Las reformas a la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública deberán contemplar, 
al menos, los siguientes elementos: 
 
1. La normativa sobre la formación y actuación de las instituciones de policía encargadas de la 
seguridad pública en términos de la doctrina policial civil establecida en el artículo 21 de esta 
Constitución, y 
 
2. La regulación del sistema nacional de información en seguridad pública a que se refiere el 
inciso b) del párrafo décimo del artículo 21 constitucional. 
 
II. La Ley de la Guardia Nacional contendrá, al menos, los siguientes elementos: 
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1. Los supuestos para la coordinación y colaboración de la Guardia Nacional con las instituciones 
de seguridad pública de las entidades federativas y de los Municipios; 
 
2. Las reglas para determinar las aportaciones de las entidades federativas y Municipios cuando 
soliciten la colaboración de la Guardia Nacional para la atención de tareas de seguridad pública 
de competencia local; 
 
3. Lo relativo a la estructura jerárquica, regímenes de disciplina que incluya faltas, delitos y 
sanciones a la disciplina policial, responsabilidades y servicios, ascensos, prestaciones, ingreso, 
educación, capacitación, profesionalización y el cumplimiento de las responsabilidades y tareas 
que puedan homologarse, en lo conducente a las disposiciones aplicables en el ámbito de la 
Fuerza Armada permanente; 
 
4. Los criterios de evaluación del desempeño de sus integrantes; 
 
5. La regulación sobre la disposición, posesión, portación y uso de armas de fuego, atendiendo 
los estándares y mejores prácticas internacionales; 
 
6. Las hipótesis para la delimitación de la actuación de sus integrantes; 
 
7. Los requisitos que deberán cumplir sus integrantes, conforme a las leyes aplicables, y 
 
8. Los componentes mínimos del informe anual a que se refiere la fracción IV del artículo 76 de 
esta Constitución. 
 
III. La Ley Nacional sobre el Uso de la Fuerza establecerá, por lo menos, las siguientes 
previsiones: 
 
1. La finalidad, alcance y definición del uso de la fuerza pública; 
 
2. Los sujetos obligados al cumplimiento del ordenamiento y los derechos y obligaciones de los 
integrantes de instituciones con atribuciones para llevar a cabo el ejercicio de la fuerza pública; 
 
3. La sujeción del uso de la fuerza a los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad, 
racionalidad y oportunidad; 
 
4. La previsión del adiestramiento en medios, métodos, técnicas y tácticas del uso de la fuerza 
mediante el control físico, el empleo de armas incapacitantes, no letales y de armas letales; 
 
5. Los niveles para el uso de la fuerza pública por los servidores públicos en el ejercicio de sus 
atribuciones para hacer cumplir la ley; 
 
6. La distinción y regulación de las armas e instrumentos incapacitantes, no letales y letales; 
 
7. Las reglas sobre la portación y uso de armas de fuego entre los integrantes de instituciones 
con atribuciones para llevar a cabo el ejercicio de la fuerza pública, así como sus 
responsabilidades y sanciones; 
 
8. Las previsiones de actuación de los integrantes de instituciones con atribuciones para llevar a 
cabo el ejercicio de la fuerza pública, con relación a personas detenidas, bajo su custodia o en 
manifestaciones públicas; 
 
9. Las normas para la presentación de informes de los servidores públicos que hagan uso de 
armas de fuego en el desempeño de sus funciones, así como para su sistematización y archivo, y 
 
10. Las reglas básicas de adiestramiento y gestión profesional del uso de la fuerza pública. 
 
IV. La Ley Nacional del Registro de Detenciones incorporará, al menos, las siguientes previsiones: 
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1. Las características del Registro y los principios que rigen su conformación, uso y conservación; 
 
2. El momento de realizar el registro de la persona dentro del procedimiento de detención; 
 
3. El tratamiento de los datos personales de la persona detenida, en términos de las leyes en la 
materia; 
 
4. Los criterios para clasificar la información como reservada o confidencial; 
 
5. Las personas autorizadas para acceder a la base de datos del Registro y los niveles de acceso; 
 
6. Las atribuciones de los servidores públicos que desempeñen funciones en el Registro y sus 
responsabilidades en la recepción, administración y seguridad de la información, y 
 
7. La actuación que deberá desplegar el Registro y su personal en caso de ocurrir hechos que 
pongan en riesgo o vulneren su base de datos. 
 
Quinto. Durante los cinco años siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, en tanto la 
Guardia Nacional desarrolla su estructura, capacidades e implantación territorial, el Presidente 
de la República podrá disponer de la Fuerza Armada permanente en tareas de seguridad 
pública de manera extraordinaria, regulada, fiscalizada, subordinada y complementaria. 
 
El Ejecutivo Federal incluirá un apartado sobre el uso de la facultad anterior en la presentación 
del informe a que se hace referencia en la fracción IV del artículo 76. 
 
Sexto. Durante el periodo a que se refiere el artículo anterior, para la conformación y 
funcionamiento de la Guardia Nacional, las secretarías de los ramos de Defensa Nacional y de 
Marina participarán, conforme a la ley, con la del ramo de seguridad, para el establecimiento de 
su estructura jerárquica, sus regímenes de disciplina, de cumplimiento de responsabilidades y 
tareas, y de servicios, así como para la instrumentación de las normas de ingreso, educación, 
capacitación, profesionalización, ascensos y prestaciones, que podrán estar homologados en lo 
conducente, a las disposiciones aplicables en el ámbito de la Fuerza Armada permanente. 
 
Séptimo. Los Ejecutivos de las entidades federativas presentarán ante el Consejo Nacional de 
Seguridad Pública, en un plazo que no podrá exceder de 180 días a partir de la entrada en vigor 
del presente Decreto, el diagnóstico y el programa para el fortalecimiento del estado de fuerza y 
las capacidades institucionales de sus respectivos cuerpos policiales estatales y municipales. 
 
Para la ejecución del programa, se establecerán las previsiones necesarias en los presupuestos 
de Egresos de la Federación y de las entidades federativas, sobre la base de la 
corresponsabilidad a partir del ejercicio fiscal de 2020. 
 
Un año después de haberse emitido el programa referido, el Ejecutivo local enviará anualmente 
a la Legislatura de la entidad federativa correspondiente y al Consejo Nacional de Seguridad 
Pública, la evaluación integral del mismo con el informe sobre los avances en los objetivos 
señalados y su cumplimiento en un horizonte de seis años. Los resultados de la evaluación serán 
considerados para el ajuste del programa y su calendario de ejecución, por los órganos 
correspondientes. 
 
 
D.O.F. 12 DE ABRIL DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE DECLARA REFORMADO EL ARTÍCULO 
19 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
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Segundo. Para los efectos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 19, materia de este 
Decreto, el Congreso de la Unión, en un lapso de 90 días siguientes a la publicación en el Diario 
Oficial de la Federación, deberá realizar las adecuaciones normativas necesarias para incluir en 
el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, y demás ordenamientos 
correspondientes las hipótesis delictivas a que se refiere el artículo 19. 
 
Tercero. Entrando en vigor el presente Decreto, los delitos en materia de corrupción tratándose 
de aquellos correspondientes a enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, entrarán 
en vigor a partir del nombramiento que realice el Titular de la Fiscalía General de la República 
respecto de la Fiscalía Especializada en materia de delitos relacionados con hechos de 
corrupción. 
 
Cuarto. La prisión preventiva oficiosa, deberá evaluarse para determinar la continuidad de su 
aplicación, a partir de los cinco años cumplidos de la vigencia del presente Decreto. 
 
En el lapso señalado en el párrafo anterior, se deberá evaluar conforme a los criterios del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, la eficacia de esta medida cautelar, y la eficiencia del 
sistema penal acusatorio, mediante informes emitidos, por el gobierno federal y los gobiernos 
de las entidades federativas, tomando en cuenta a los poderes judiciales respectivos, así como a 
las fiscalías o procuradurías correspondientes, y organismos de protección de los derechos 
humanos, y que deberá contener, al menos, los siguientes elementos: 
 
1. Desempeño eficaz de las Unidades Estatales de Supervisión a Medidas Cautelares y 
Suspensión Condicional del Proceso; 
 
2. Eficacia de las medidas cautelares aplicadas; 
 
3. Creación y desempeño de instancias de atención integral de víctimas; 
 
4. Implementación de sistemas de información criminal y de judicialización; 
 
5. Resultado de la aplicación de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 
Materia Penal, y 
 
6. Los avances de la implementación de elementos críticos como la capacitación de los 
operadores de los poderes judiciales y del Ministerio Público, policía de investigación, policía 
preventiva, peritos, entre otros. 
 
Los parámetros para la medición de la eficacia en la implementación de los elementos críticos 
serán dispuestos por la ley correspondiente. 
 
Quinto. La aplicación de las normas relativas al artículo 19 en los supuestos delictivos materia del 
presente Decreto, se harán conforme a lo dispuesto en el artículo 14 de la Constitución. 
 
 
D.O.F. 15 DE MAYO DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN 
DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCULOS 3o., 31 y 73 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA EDUCATIVA”.] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. A partir de la entrada en vigor de este Decreto se abroga la Ley General del Servicio 
Profesional Docente, se derogan todas las disposiciones contenidas en las leyes secundarias y 
quedan sin efectos los reglamentos, acuerdos y disposiciones de carácter general contrarias a 
este Decreto. 
 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 103 

Hasta en tanto el Congreso de la Unión expida la ley en materia del Sistema para la Carrera de 
las Maestras y los Maestros, queda suspendida cualquier evaluación y permanecerán vigentes 
las disposiciones que facultan a la actual Coordinación Nacional del Servicio Profesional Docente 
de la Secretaría de Educación Pública, para proveer las medidas necesarias y dar cumplimiento 
a los procesos derivados del Servicio Profesional Docente. 
 
En la aplicación de este Decreto se respetarán los derechos adquiridos de las maestras y los 
maestros, los cuales no podrán ser restringidos o afectados de manera retroactiva con las 
disposiciones de nueva creación. 
 
Tercero. Quedan sin efectos los actos referidos a la aplicación de la Ley General del Servicio 
Profesional Docente que afectaron la permanencia de las maestras y los maestros en el servicio. 
 
Cuarto. A partir de la entrada en vigor de este Decreto se abroga la Ley del Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación, se derogan todas las disposiciones contenidas en las leyes 
secundarias y quedan sin efectos los reglamentos, acuerdos y disposiciones de carácter general 
contrarias a este Decreto. 
 
Quinto. El Congreso de la Unión deberá expedir la Ley del organismo al que se refiere la fracción 
IX del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General 
del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, a más tardar en un plazo de 120 días a 
partir de la publicación del presente Decreto. 
 
Sexto. El Congreso de la Unión deberá expedir las Leyes Generales en materia de Educación 
Superior y de Ciencia, Tecnología e Innovación a más tardar en el año 2020. 
 
Séptimo. El Congreso de la Unión deberá realizar las reformas a la legislación secundaria 
correspondiente, a más tardar en un plazo de 120 días a partir de la publicación de este Decreto. 
 
Octavo. Las legislaturas de los Estados, en el ámbito de su competencia, tendrán el plazo de un 
año para armonizar el marco jurídico en la materia, conforme a este Decreto. 
 
Noveno. Para la integración de la primera Junta Directiva del organismo al que se refiere la 
fracción IX del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 
Cámara de Senadores designará a sus cinco integrantes en un plazo de 30 días naturales 
contados a partir de la entrada en vigor de este Decreto, con una prórroga de hasta 15 días 
naturales. 
 
Con el fin de asegurar la renovación escalonada con motivo de los nombramientos que se 
realizarán, éstos se harán por los periodos siguientes: 
 
1) Dos nombramientos por un periodo de cinco años; 
 
2) Dos nombramientos por un periodo de seis años, y 
 
3) Un nombramiento por un periodo de siete años. 
 
En la integración del Consejo Técnico de Educación, la Cámara de Senadores designará a sus 
siete miembros en un plazo máximo de 60 días naturales contados a partir de la entrada en 
vigor de este Decreto. Cuatro de ellos deberán ser representantes de los diversos tipos y 
modalidades de la educación. 
 
Para asegurar la renovación escalonada con motivo de los nombramientos que se realizarán, 
éstos se harán por los periodos siguientes: 
 
1) Tres nombramientos por un periodo de tres años; 
 
2) Tres nombramientos por un periodo de cuatro años, y 
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3) Un nombramiento por un periodo de cinco años. 
 
Para la designación de los integrantes de la Junta Directiva y del Consejo Técnico, el Senado de 
la República emitirá convocatoria pública a fin de que las instituciones educativas, organismos 
de la sociedad civil organizada y sociedad en general presenten propuestas. La Junta de 
Coordinación Política acordará los procedimientos para su elección. 
 
La Junta Directiva y el Consejo Técnico de Educación asumirán sus funciones para ejercer las 
facultades que le otorga este Decreto, una vez que entre en vigor la legislación del organismo 
para la mejora continua de la educación, que expida el Congreso de la Unión. 
 
Décimo. Las asignaciones presupuestales, así como los recursos humanos, financieros y 
materiales con que cuenta el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, formarán 
parte del organismo al que se refiere el artículo 3o., fracción IX, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
 
Una vez constituida la Junta Directiva, será la encargada de dar cumplimiento a esta 
disposición, con independencia de las atribuciones que correspondan en este proceso a otras 
autoridades, además realizará todas aquellas para el funcionamiento del organismo. 
 
Hasta la designación de la Junta Directiva que realice la Cámara de Senadores en los términos 
del Artículo Noveno Transitorio, se nombrará como Coordinador de Administración a quien 
fungía como titular de la Unidad de Administración del Instituto Nacional para la Evaluación de 
la Educación, quien dispondrá las medidas administrativas y financieras para el funcionamiento 
del mismo, para lo cual tendrá las siguientes atribuciones: 
 
I. Administrar y controlar los recursos humanos, presupuesto, recursos financieros, bienes y 
servicios, servicios tecnológicos, asuntos jurídicos y mejora de la gestión del organismo; 
 
II. Dar seguimiento a los procesos de planeación y programación, así como su implementación, 
con la participación de las unidades administrativas; 
 
III. Dar continuidad a las disposiciones que rijan las relaciones laborales y llevar a cabo los 
procesos de reclutamiento, selección, nómina y remuneraciones, servicios y capacitación al 
personal; 
 
IV. Supervisar las acciones para el desarrollo y seguimiento de los procesos de adquisición, 
almacenamiento, distribución, control y mantenimiento de los recursos materiales, así como de 
los servicios generales del Instituto; 
 
V. Suscribir los instrumentos jurídicos en materia de administración del Instituto; 
 
VI. Dirigir las estrategias de tecnologías de la información del organismo y el desarrollo de 
herramientas informáticas y sistemas de comunicación y tecnológicos, así como la prestación 
de servicios informáticos y de soporte técnico, con la participación de las unidades 
administrativas; 
 
VII. Establecer las estrategias para representar legalmente al organismo en toda clase de juicios, 
procedimientos administrativos e investigaciones ante los tribunales y otras autoridades; 
 
VIII. Coordinar la atención y vigilancia del cumplimiento de las disposiciones en materia de 
transparencia y acceso a la información pública, y 
 
IX. Determinar las acciones para atender las auditorías de las instancias fiscalizadoras, en 
coordinación con las unidades administrativas. 
 
En un plazo de 15 días a partir de la vigencia de este Decreto, el Coordinador de Administración 
deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación un informe acerca de la situación del 
Instituto que incluya el balance financiero correspondiente. 



Unidad General de Asuntos Jurídicos 

 105 

 
Los derechos laborales de los servidores públicos del actual Instituto Nacional para la Evaluación 
de la Educación se respetarán conforme a la ley. 
 
El acervo de información estadística, indicadores, estudios, bases de datos, informes y cualquier 
otro documento publicado o por publicar elaborado o en posesión del Instituto Nacional para la 
Evaluación de la Educación es patrimonio público y deberá ser puesto a disposición de la 
ciudadanía en un portal público, accesible, con la debida protección de datos personales y de 
fácil manejo en un plazo de 90 días a partir de la publicación de este Decreto. 
 
Décimo Primero. Para la integración de los planes y programas a los que se refiere el artículo 3o. 
en su párrafo décimo primero, el Ejecutivo Federal considerará el carácter local, contextual y 
situacional del proceso de enseñanza aprendizaje. 
 
En el caso de las escuelas normales, la ley respectiva en materia de educación superior, 
establecerá los criterios para su desarrollo institucional y regional, la actualización de sus planes 
y programas de estudio para promover la superación académica y contribuir a la mejora de la 
educación, así como el mejoramiento de su infraestructura y equipamiento. 
 
Para dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo noveno del artículo 3o., el Ejecutivo Federal, 
en un plazo no mayor a 180 días contados a partir de la entrada en vigor de las presentes 
disposiciones, definirá una Estrategia Nacional de Mejora de las Escuelas Normales, la cual 
establecerá acciones para su fortalecimiento. 
 
Décimo Segundo. Para atender la educación inicial referida en el artículo 3o., el Ejecutivo 
Federal, en un plazo no mayor a 180 días contados a partir de su entrada en vigor de estas 
disposiciones, definirá una Estrategia Nacional de Atención a la Primera Infancia, en la cual se 
determinará la gradualidad de su impartición y financiamiento. 
 
Décimo Tercero. La Autoridad Educativa Federal mantendrá sus facultades y atribuciones 
correspondientes para la impartición de la educación inicial, básica, incluyendo la indígena, 
especial, así como la normal y demás para la formación de maestros de educación básica, en el 
ámbito de la Ciudad de México, mientras se lleve a cabo la descentralización de los servicios 
educativos y la transferencia de los recursos humanos, materiales y presupuestales, conforme al 
Acuerdo que celebre la Federación y el Gobierno de la Ciudad de México. 
 
Décimo Cuarto. La legislación secundaria, en los aspectos que así lo ameriten, determinará la 
gradualidad para la implementación de lo contenido en este Decreto y, la Cámara de Diputados 
anualmente, en el Presupuesto de Egresos de la Federación, aprobará las previsiones 
presupuestarias necesarias para el cumplimento progresivo de las mismas. 
 
La Cámara de Diputados, en el Presupuesto de Egresos de la Federación que corresponda, 
aprobará los recursos necesarios para dar cumplimiento a lo establecido en la fracción V del 
artículo 3o. Constitucional. 
 
Décimo Quinto. Para dar cumplimiento al principio de obligatoriedad de la educación superior, 
se incluirán los recursos necesarios en los presupuestos federal, de las entidades federativas y de 
los municipios, en términos de las fracciones VIII y X del artículo 3o. de esta Constitución; 
adicionalmente, se establecerá un fondo federal especial que asegure a largo plazo los recursos 
económicos necesarios para garantizar la obligatoriedad de los servicios a que se refiere este 
artículo, así como la plurianualidad de la infraestructura. 
 
Décimo Sexto. Con la entrada en vigor de las presentes disposiciones, los derechos laborales de 
los trabajadores al servicio de la educación, se regirán por el artículo 123 Constitucional Apartado 
B. Con fundamento en este Decreto, la admisión, promoción y reconocimiento se regirán por la 
Ley Reglamentaria del Sistema para la Carrera de las Maestras y los Maestros, prevaleciendo 
siempre la rectoría del Estado. 
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Décimo Séptimo. La ley secundaria definirá que, dentro de los consejos técnicos escolares, se 
integrará un Comité de Planeación y Evaluación para formular un programa de mejora continua 
que contemple, de manera integral, la infraestructura, el equipamiento, el avance de los planes 
y programas educativos, la formación y prácticas docentes, la carga administrativa, la asistencia 
de los educandos, el aprovechamiento académico, el desempeño de las autoridades educativas 
y los contextos socioculturales. Dichos programas tendrán un carácter multianual, definirán 
objetivos y metas, los cuales serán evaluados por el referido Comité. 
 
Décimo Octavo. Con la finalidad de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 3o., fracción II, 
inciso f), el Ejecutivo Federal, en un plazo no mayor a 180 días contados a partir de la entrada en 
vigor de las presentes disposiciones, definirá una Estrategia Nacional de Inclusión Educativa, la 
cual establecerá acciones y etapas para su cumplimiento progresivo. La educación especial en 
sus diferentes modalidades se impartirá en situaciones excepcionales. 
 
 
D.O.F. 6 DE JUNIO DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL "DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 2, 4, 35, 41, 
52, 53, 56, 94 Y 115; DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIA DE PARIDAD ENTRE GÉNEROS".] 
 
PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
SEGUNDO.- El Congreso de la Unión deberá, en un plazo improrrogable de un año a partir de la 
entrada en vigor del presente Decreto, realizar las adecuaciones normativas correspondientes a 
efecto de observar el principio de paridad de género establecido en esta Constitución, en los 
términos del segundo párrafo del artículo 41. 
 
TERCERO.- La observancia del principio de paridad de género a que se refiere el artículo 41, será 
aplicable a quiénes tomen posesión de su encargo, a partir del proceso electoral federal o local 
siguiente a la entrada en vigor del presente Decreto, según corresponda. 
 
Por lo que hace a las autoridades que no se renuevan mediante procesos electorales, su 
integración y designación habrá de realizarse de manera progresiva a partir de las nuevas 
designaciones y nombramientos que correspondan, de conformidad con la ley. 
 
CUARTO.- Las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, 
deberán realizar las reformas correspondientes en su legislación, para procurar la observancia 
del principio de paridad de género en los términos del artículo 41. 
 
 
D.O.F. 9 DE AGOSTO DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIO DEL “DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN APARTADO C AL 
ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.] 
 
Único.- El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
 
D.O.F. 20 DE DICIEMBRE DE 2019. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE DECLARA REFORMADAS Y 
ADICIONADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE CONSULTA POPULAR Y REVOCACIÓN DE MANDATO”.] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
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Segundo. Dentro de los 180 días siguientes a la publicación de este Decreto, el Congreso de la 
Unión deberá expedir la ley a que se refiere el Apartado 8o. de la fracción IX del artículo 35. 
 
Tercero. Para efectos de la revocación de mandato a que hace referencia esta Constitución tanto 
a nivel federal como local, deberá entenderse como el instrumento de participación solicitado 
por la ciudadanía para determinar la conclusión anticipada en el desempeño del cargo a partir 
de la pérdida de la confianza. 
 
Cuarto. En el caso de solicitarse el proceso de revocación de mandato del Presidente de la 
República electo para el periodo constitucional 2018-2024, la solicitud de firmas comenzará 
durante el mes de noviembre y hasta el 15 de diciembre del año 2021. La petición 
correspondiente deberá presentarse dentro de los primeros quince días del mes de diciembre 
de 2021. En el supuesto de que la solicitud sea procedente, el Instituto Nacional Electoral emitirá 
la convocatoria dentro de los veinte días siguientes al vencimiento del plazo para la 
presentación de la solicitud. La jornada de votación será a los sesenta días de expedida la 
convocatoria. 
 
Quinto. El ejercicio de las atribuciones que esta Constitución le confiere al Instituto Nacional 
Electoral en materia de consultas populares y revocación de mandato, se cubrirán con base en 
la disponibilidad presupuestaria para el presente ejercicio y los subsecuentes. 
 
Sexto. Las constituciones de las entidades federativas, dentro de los dieciocho meses siguientes 
a la entrada en vigor del presente Decreto, deberán garantizar el derecho ciudadano a solicitar 
la revocación de mandato de la persona titular del Poder Ejecutivo local. La solicitud deberá 
plantearse durante los tres meses posteriores a la conclusión del tercer año del periodo 
constitucional, por un número equivalente, al menos, al diez por ciento de la lista nominal de 
electores de la entidad federativa, en la mitad más uno de los municipios o alcaldías de la 
entidad; podrá llevarse a cabo en una sola ocasión durante el periodo constitucional, mediante 
votación libre, directa y secreta; será vinculante cuando la participación corresponda como 
mínimo al cuarenta por ciento de dicha lista y la votación sea por mayoría absoluta. La jornada 
de votación se efectuará en fecha posterior y no coincidente con procesos electorales o de 
participación ciudadana locales o federales y quien asuma el mandato del ejecutivo revocado 
concluirá el periodo constitucional. 
 
Las entidades federativas que hubieren incorporado la revocación de mandato del Ejecutivo 
local con anterioridad a este Decreto armonizarán su orden jurídico de conformidad con las 
presentes reformas y adiciones, sin demérito de la aplicación de la figura para los encargos 
iniciados durante la vigencia de dichas normas. 
 
 
D.O.F. 6 DE MARZO DE 2020. 
 
[N. DE E. TRANSITORIOS DEL "DECRETO POR EL QUE SE DECLARA REFORMADO EL PRIMER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN MATERIA DE CONDONACIÓN DE IMPUESTOS".] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de 
su competencia, deberán armonizar el marco jurídico en la materia para adecuarlo al contenido 
del presente Decreto en un plazo que no excederá de un año a partir de la entrada en vigor del 
mismo. 
 
 
D.O.F. 8 DE MAYO DE 2020. 
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[N. DE E. TRANSITORIOS DEL “DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 
4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”.] 
 
Primero. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 
 
Segundo. El Congreso de la Unión deberá armonizar el marco jurídico en la materia para 
adecuarlo al contenido del presente Decreto en un plazo que no excederá de 365 días a partir de 
la entrada en vigor del mismo, debiendo incluir disposiciones que determinen los alcances y 
permitan dar cumplimiento gradual conforme a lo que se apruebe en los presupuestos de 
egresos correspondientes, así como la concurrencia de los tres órdenes de gobierno para 
garantizar los derechos derivados del presente Decreto. 
 
Tercero. El monto de los recursos asignados, en el Presupuesto de Egresos de la Federación y en 
el presupuesto de las entidades federativas del ejercicio fiscal que corresponda, para los 
programas de atención médica y medicamentos gratuitos, de apoyo económico para personas 
que tengan discapacidad permanente, de pensiones para personas adultas mayores, y de becas 
para estudiantes que se encuentren en condición de pobreza, no podrá ser disminuido, en 
términos reales, respecto del que se haya asignado en el ejercicio fiscal inmediato anterior. 

 
 


